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Cada vez hay más problemas de políticas públicas complejos o 

“retorcidos” (wicked). Se trata de problemas multidimensionales, que 

requieren intervenciones coordinadas de múltiples áreas y niveles de 

gobierno, y de actores no estatales, cuyos incentivos tienden a estar 

en tensión entre sí. Suelen ser, también, asuntos con elevados niveles 

de complejidad e incertidumbre, en los que no siempre resulta sencillo 

medir el desempeño de los organismos involucrados ni el impacto de sus 

acciones. Por eso, para atender estos problemas no alcanza con aprobar 

buenas políticas: también se requieren capacidades institucionales 

y gerenciales distintivas, que innoven respecto de la gestión pública 

tradicional, más habituada a lidiar con problemas lineales y predecibles. 

Este trabajo analiza dos problemas complejos y de alta relevancia 

para América Latina y el Caribe, que generan vulnerabilidades para el 

desarrollo humano: la desigualdad y el cambio climático. Son asuntos 

que, pese a haber sido destinatarios de crecientes esfuerzos y recursos 

en los últimos años, presentan todavía resultados insuficientes; por ello, 

resulta imprescindible intentar abordajes novedosos. En el estudio se 

revisan los desafíos de gestión de cada uno y se proponen opciones de 

reforma que amplíen las capacidades de gestión para abordarlos con 

mayor efectividad. También se discuten los retos y limitaciones propios 

de cada una de dichas alternativas, así como las áreas de políticas y los 

contextos más apropiados para cada una de ellas. Aunque ninguna opción 

constituye una “bala de plata”, el documento ejemplifica las que están 

disponibles con distintos casos regionales e internacionales que reflejan su 

contribución potencial. Vale notar que varios aprendizajes de las políticas 

contra la desigualdad, que cuentan con una literatura y una evidencia 

más consolidadas, son útiles para generar ideas en materia climática, otro 

problema retorcido pero cuya vinculación con las capacidades de gestión 

apenas ha sido estudiada hasta ahora.

Las opciones de reforma presentadas se enmarcan en dos grandes 

ejes: 1) reformas que buscan alinear los incentivos de los actores para 

facilitar políticas integradas y sinérgicas ante problemas transversales 

Resumen ejecutivo
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y 2) reformas tendientes a ampliar la información disponible para 

promover decisiones basadas en la evidencia, especialmente cuando 

es difícil observar la calidad de los servicios o anticipar con precisión 

los impactos de las intervenciones. Algunas de las opciones de reforma 

gerencial analizadas en el informe incluyen: un rol coordinador fortalecido 

del Centro de Gobierno (CdG), que permita arbitrar entre tradeoffs 

sectoriales; el uso de enfoques “sistémicos” para diseñar políticas 

integradas desde la perspectiva del ciudadano (y no de las instituciones); 

una mayor adaptación y flexibilidad gerencial para el aprendizaje y el 

ajuste continuo; la integración de sistemas de información y la ruptura 

de silos administrativos; una mayor conexión entre el financiamiento 

de los servicios y el logro de resultados y la ampliación de la voz de 

los beneficiarios para incidir en los incentivos de los gobiernos y los 

prestadores de servicios.

Estas innovaciones de gestión resultan promisorias para atender varias 

dificultades recurrentes que enfrentan las políticas contra la desigualdad y 

el cambio climático. Entre las primeras se puede contar la duplicación de 

esfuerzos y la falta de sinergias por la ausencia de estrategias integradas; 

el impacto nulo (o incluso negativo) de ciertas intervenciones sociales 

debido a la baja calidad de los servicios entregados por los prestadores; 

la “pérdida” de beneficiarios como resultado de las dificultades para 

compartir la información de diferentes prestadores, y la falta de efectividad 

de ciertas intervenciones que requieren tratamientos personalizados, lo 

cual se ve limitado por la rigidez de los procedimientos administrativos. En 

materia climática, la ausencia de un enfoque sistémico conduce a políticas, 

regulaciones e inversiones sectoriales con efectos contradictorios sobre 

el cambio climático; a su vez, la debilidad en los mecanismos de rendición 

de cuentas públicas y de participación de actores externos obstaculiza 

los incentivos para alinear la programación y la presupuestación anual 

de gobierno con las metas de largo plazo asumidas por los países. Las 

reformas propuestas en este estudio apuntan a atender cada uno de estos 

retos de gestión.
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Si bien aquí se recurre a la desigualdad y al cambio climático como los 

problemas que permiten ilustrar los desafíos y las opciones de reforma, el 

material es pertinente también para otros problemas públicos complejos 

que se caracterizan por la multidimensionalidad, la dificultad para alinear 

incentivos y los desafíos de monitoreo y mejora del desempeño. Asuntos 

como la falta de competitividad económica, las inequidades de género, 

la situación de los jóvenes que no estudian ni trabajan o la crisis de la 

confianza ciudadana en las instituciones (entre otros temas) comparten 

estos atributos “retorcidos”. Por lo tanto, las propuestas de este trabajo 

buscan ser una guía más general para orientar las transformaciones de las 

administraciones públicas de la región, adaptándolas a los principales retos 

que deban enfrentar sus gobiernos en los años por venir.
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01 
Introducción: la gestión pública  
ante problemas complejos que afectan  
el desarrollo humano

Hay un conjunto de problemas de políticas públicas que suelen 
considerarse complejos o “retorcidos”. Si bien el concepto de wicked 

problems es conocido desde hace cinco décadas, en los últimos años ha 

adquirido especial relevancia para referirse a ciertos desafíos que cada 

vez más enfrentan los gobiernos. Rittel y Webber (1973) lo acuñaron para 

resaltar la dificultad de adaptar ciertas técnicas de la gerencia “científica” 

moderna, propias de la ingeniería, a la resolución de problemas sociales. 

Estos últimos, a diferencia de los problemas con los que lidia la ingeniería, 

no son lineales, sino “retorcidos”. Distintos autores han identificado una 

serie de atributos para definir a los wicked problems, entre los que se 

encuentran los siguientes (Weber y Khademian, 2008):

•	 Tienen complejas relaciones de causa y efecto, lo que vuelve difícil 

modelizarlos y anticiparlos.

•	 Presentan altos niveles de complejidad e incertidumbre, y el 

conocimiento sobre ellos es incompleto o incluso inconsistente.

•	 Combinan varios subconjuntos conectados de problemas 

superpuestos, que cruzan diferentes áreas de las políticas públicas y 

distintos niveles de gobierno.

•	 Involucran a una gran cantidad de actores interesados, generalmente 

con intereses contrapuestos.

•	 Los intentos de resolución suelen tener impactos en otras áreas 

de políticas y, por lo tanto, es difícil resolverlos “de una vez y para 

siempre”.

A diferencia de 
aquellos problemas 
con los que lidia la 
ingeniería, los 
wicked problems 
no son lineales,  
sino “retorcidos”. 
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Se puede realizar una distinción similar entre problemas complicados 
y problemas complejos. Los primeros presentan relaciones causa-efecto 

relativamente lineales y predecibles; por lo tanto, son abordables con 

herramientas ya conocidas por las administraciones públicas, como los 

marcos lógicos y las metodologías de gestión de proyectos. En ellos, el 

éxito depende de la ejecución fidedigna de un plan definido de antemano. 

En los problemas complejos, en cambio, la interacción contingente y 

cambiante entre múltiples variables reduce la previsibilidad de los efectos 

de las intervenciones. Estos sistemas complejos demandan otro tipo 

de enfoques, que enfatizan la colaboración entre múltiples actores, la 

experimentación, el aprendizaje y el ajuste continuo. Así, la elaboración 

de reglas fiscales o el diseño de sistemas de pensiones son complicados, 

pero no complejos. En cambio, el desarrollo de un niño, atravesado por 

múltiples factores ambientales, sociales, sanitarios, educativos y del 

hogar, específicos de cada caso, es un asunto complejo (Kamensky, 2011; 

Diamond, 2021). En este tipo de problemas se enfoca este documento. 

La desigualdad y el cambio climático son dos problemas públicos 
que presentan varios de los atributos de los problemas complejos o 
“retorcidos”. Según Machinea y Cruces (2006), las políticas que buscan 

reducir la desigualdad “son por definición redistributivas, suelen cruzar 

límites jurisdiccionales, exigen una movilización de recursos en todo el 

territorio, involucran a diversos actores políticos en las múltiples etapas 

del proceso de diseño e implementación, se adoptan con el fin de hacer 

frente a un problema multidimensional y tienen un importante componente 

intertemporal” (Machinea y Cruces, 2006: 20). En tanto, el cambio 

climático puede ser considerado el problema retorcido “por antonomasia” 

(Neby y Zannakis, 2020), ya que implica tradeoffs significativos entre 

distintos sectores; presenta también un claro tradeoff intertemporal; es de 

alta complejidad técnica y multidisciplinaria y, además, plantea grandes 

incertidumbres, al tratarse de un sistema físico complejo, con múltiples 

retroalimentaciones e interdependencias y “puntos de inflexión” que 

generan cambios exponenciales, no lineales. Se trata, por lo tanto, de dos 

problemas sumamente desafiantes para los encargados de la toma de 

decisiones en el ámbito público de América Latina y el Caribe (ALC).
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Asimismo, son dos problemas acuciantes para el desarrollo humano 
en la región, y en ambos casos los avances han sido insuficientes; 
claramente, se necesita intentar algo distinto. ALC continúa siendo una 

de las regiones más desiguales del mundo. El panel A del gráfico 1 muestra 

una leve evolución en la reducción de la desigualdad del ingreso en las 

últimas dos décadas, pero –de acuerdo con el coeficiente de Gini– el 

nivel sigue siendo el más alto en comparación con otras regiones. A su 

vez, la pandemia de la COVID-19 revirtió parte de los avances y generó 

un incremento anual de la desigualdad a una tasa que incluso supera a 

la de la década de 1990 (Acevedo et al., 2022). De todos modos, antes 

de la incidencia de la COVID-19, ya se evidenciaba una desaceleración 

o incluso un estancamiento en la reducción de la desigualdad (Cruces y 

Gasparini, 2022). Una publicación reciente del Banco Interamericano de 

Desarrollo (BID) (Busso y Messina, 2020) estima que, en la región, el 10% 

de la población capta 22 veces más ingresos que aquellos pertenecientes 

al 10% más pobre, y que el 1% de la población se queda con el 21% de los 

ingresos de toda la economía. Más allá de los ingresos, la región sufre 

de desigualdades horizontales determinadas por el género, la raza y la 

etnicidad, las cuales, a su vez, también contribuyen al deterioro de la 

percepción de la justicia social y de la confianza interpersonal y hacia las 

instituciones. De hecho, la mayoría de los países en la región presenta 

bajos niveles de confianza en el gobierno, con cifras muy inferiores 

al promedio de la Organización para la Cooperación y del Desarrollo 

Económico (OCDE) (panel B del gráfico 1). La confianza en el gobierno es 

clave para la cohesión social, ya que influye tanto en la relación que tienen 

las personas y su gobierno como en la efectividad de las políticas públicas 

(OCDE-BID, 2020; véase también Keefer y Scartascini, 2022).
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	 GRÁFICO 1 	 	 Desigualdad y confianza de los ciudadanos en el gobierno nacional 

A. Coeficiente de Gini por región, 1990-2018 B. Confianza en el gobierno nacional

(porcentaje de los encuestados).
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Fuentes: A) Equipo del BID, sobre la base de los Indicadores del Desarrollo Mundial del Banco Mundial; B) 
OCDE-BID (2020): ALC (2020) y Encuesta Mundial Gallup (2019). 

 
Notas: ALC = América Latina y el Caribe; AEP = Asia Oriental y el Pacífico; ECA = Europa y Asia Central; 

MENA = Oriente Medio y Norte de África; SA = Asia Meridional; SSA = África Subsahariana. Los datos del 
panel B se refieren al porcentaje de personas que respondieron afirmativamente a la pregunta: ¿confía en 

su gobierno nacional?

 
Similar urgencia presenta el cambio climático para los países de ALC. 
El cambio climático plantea, al menos, dos tipos de riesgos importantes: 

los impactos físicos y los riesgos de la transición hacia economías bajas 

en carbono. En el caso de los primeros, se evidencia un incremento 

de la intensidad y la frecuencia de los eventos de desastres (sequías, 

inundaciones, huracanes, incendios, etc.), que se traducen en pérdidas 

humanas, daños económicos y una presión adicional sobre las finanzas 

públicas. Por ejemplo, se estima que la ocurrencia de al menos un evento 

climático extremo anual se asocia a un aumento del déficit fiscal del 

0,9% del producto interno bruto (PIB) para el promedio de los países de 

ingreso bajo de ALC y del 0,8% para los países de ingreso mediano bajo 

(Delgado, Eguino y Lopes, 2021). En cuanto al segundo riesgo, la transición 

es un proceso en marcha derivado de los compromisos internacionales 

del Acuerdo de París, que se refleja en cambios regulatorios, tecnológicos 
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y de preferencias de los consumidores (IRENA, 2021). Se sabe que un 

proceso de transición desordenado puede perjudicar las finanzas públicas, 

el mercado laboral y el sistema productivo. Por ejemplo, hacia 2030 la 

transición podría eliminar en ALC 7,5 millones de empleos asociados a los 

combustibles fósiles y la producción de alimentos de origen animal (Saget, 

Vogt-Schilb y Luu, 2020).1  Por ello, resulta imprescindible llevar adelante 

una acción efectiva y coordinada en materia climática. Y, como ocurre en lo 

que respecta a la desigualdad, hay evidencia de que los esfuerzos actuales 

son insuficientes: las diversas iniciativas adoptadas por los países no han 

logrado reducir significativamente las emisiones, y un estudio reciente 

identifica las múltiples “acciones prioritarias urgentes” que se deben 

realizar si se desea incrementar la resiliencia ante los impactos del cambio 

climático (Banco Mundial, 2022).

En síntesis, la desigualdad y el cambio climático son problemas clave en 
la región, pero que plantean retos distintivos para sus administraciones 
públicas. La organización tradicional de las administraciones públicas de 

ALC dificulta la gestión efectiva de esta clase de problemas complejos. 

En primer lugar, la organización de las estructuras estatales de la región 

está basada en organismos sectoriales que tienen a su cargo el ciclo de 

políticas públicas relacionadas con un conjunto de temáticas comunes: 

educación, salud, infraestructura, etc. De este modo, los organismos 

públicos ejecutan sus funciones dentro de marcos normativos que regulan 

procedimientos rígidos (aun si coexisten con prácticas informales y 

clientelistas paralelas; véase Ramos y Milanesi, 2021). Dicha rigidez es útil 

para lidiar con problemas complicados, en cuyo caso las intervenciones 

de políticas públicas tienen un impacto determinado y predecible, y por 

ello se basan en planes de acción lineales y los insumos de la intervención 

producen un resultado esperado. Por ejemplo, la provisión de vacunas a 

los niños tiene como efecto esperado la reducción de la incidencia de las 

enfermedades protegidas por las vacunas.  

 

1 Vale notar que dicha pérdida puede estar más que compensada en otros sectores por los nuevos 
empleos que se crearán como resultado de la descarbonización. El desafío es generar una transición 
justa que permita la reubicación de los trabajadores desplazados y de sus comunidades.

La organización 
tradicional de las 
administraciones 
públicas de 
América Latina y 
el Caribe dificulta 
la gestión efectiva 
de esta clase de 
problemas 
complejos.
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En segundo lugar, la creación de los organismos a partir de temáticas 
comunes está orientada a una implementación autónoma y vertical 
de las intervenciones de políticas, lo cual no facilita la participación 
conjunta de varias agencias en las políticas. De hecho, los sistemas de 

gestión pública responden a dicho patrón de organización cuando el 

presupuesto público estipula partidas sectoriales o cuando el régimen 

del servicio civil asigna funcionarios a sectores específicos. Los sistemas 

de gestión generalmente no contemplan la existencia de partidas 

presupuestarias multisectoriales ni que los funcionarios sean asignados 

a varios sectores. Esto, unido a la organización sectorial, lleva a que 

se opere en silos y desalienta la colaboración interinstitucional para 

conectar las fronteras administrativas de cada entidad a fin de ejecutar 

intervenciones que brinden respuestas integradas a problemas públicos 

que requieren una participación más amplia. 

En tercer lugar, la rigidez procedimental establecida por los marcos 
normativos formales de los organismos públicos dificulta la innovación 
y la experimentación en las intervenciones, pues estas están sujetas a 
los procedimientos formales establecidos. Ello resulta un obstáculo para 

atender problemas complejos, en la medida que sus causas y síntomas 

son heterogéneos e incluso inciertos, por lo que requieren intervenciones 

flexibles. Esta operación rígida y formal de los organismos públicos no 

promueve la identificación y el abandono de políticas y programas que 

fallan y su reemplazo por otros que funcionan mejor ni premia la búsqueda 

continua de innovaciones que permitan descubrir mejores opciones. 

Las características particulares de los problemas complejos de políticas 

públicas, como es el caso de la desigualdad y el cambio climático (y otros 

problemas, como la falta de competitividad económica, la inequidad de 

género o la crisis de la confianza ciudadana en las instituciones), unidas a 

la organización y la operación en silos de los organismos públicos, obligan 

a replantear las configuraciones de las administraciones públicas de ALC 

para dotarlas de las condiciones necesarias para que sus agencias puedan 

implementar intervenciones de manera coordinada, conjunta y flexible.

Las secciones que siguen profundizan en el diagnóstico de estos 
desafíos, y formulan y detallan propuestas de reformas para atenderlos. 
La sección 2 indaga en los retos de gestión específicos de la desigualdad 

y la sección 3 propone reformas para abordarlos. La sección 4 presenta el 
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diagnóstico para el cambio climático, mientras que la sección 5 se centra 

en las propuestas de reformas para este campo. En ambos casos, las 

reformas se estructuran en dos ejes: las orientadas a alinear los incentivos 

de los actores para atender estos problemas multidimensionales y las 

tendientes a ampliar la disponibilidad de información requerida en asuntos 

complejos y de alta incertidumbre. Varias opciones aparecen como 

relevantes para estos dos problemas, lo cual sugiere su aplicabilidad 

general a problemas públicos complejos. La sección 6 expone las 

conclusiones finales.
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02
Desafíos de gestión en las políticas contra 
la desigualdad

Las políticas sociales presentan con frecuencia desafíos importantes 
para su implementación exitosa, debido a la multiplicidad de actores 
involucrados en ellas. En años recientes, los países de ALC han expandido 

su inversión social. En 2021, el gasto social en los países del Caribe alcanzó 

su pico histórico (14,1% del PIB), mientras que en la subregión de América 

Latina se ubicó en el 13%, cifra inferior al récord de 2020 (durante la 

pandemia), pero muy superior a los niveles promedio de las décadas 

anteriores (CEPAL, 2022). Pese a ello, como se describió en la sección 1, 

las mejoras en la reducción de la desigualdad han sido modestas o, en los 

últimos años, directamente nulas. Por lo tanto, cobra relevancia analizar 

cómo se gestiona dicha inversión, especialmente en función de la dificultad 

de continuar expandiendo el gasto social en contextos macroeconómicos 

y fiscales desafiantes. Desde los estudios pioneros sobre implementación 

en la administración pública (Pressman y Wildavsky, 1973), es sabido que, 

cuanto mayor sea el número de actores involucrados en la “cadena de 

implementación” de una política, y mayores sean las divergencias entre 

ellos, más alto será el riesgo de problemas en la puesta en práctica. En 

estos casos, hay más eslabones en los cuales pueden surgir obstáculos, 

bloqueos o fallas de ejecución. En política social esto implica importantes 

desafíos de implementación, por la participación frecuente de un conjunto 

amplio de actores con sus propias visiones e incentivos:

•	 Múltiples ministerios y organismos del gobierno central para abordar 

asuntos de carácter transversal, ya sea temáticos (como la pobreza, 

la desigualdad, el desarrollo de habilidades, etc.) o por grupos de 

beneficiarios (niños, adolescentes, adultos mayores, personas con 

discapacidad, etc.).

•	 La acción conjunta de distintos niveles de gobierno, que combinan, 

por ejemplo, diseño de políticas y financiamiento del gobierno 

central con prestación local de servicios, distribuida en el territorio.

Cobra relevancia 
analizar cómo se 
gestiona dicha 
inversión, 
especialmente en 
función de la 
dificultad de 
continuar 
expandiendo el 
gasto social en 
contextos 
macroeconómicos 
y fiscales 
desafiantes.
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•	 El accionar de organizaciones privadas y no gubernamentales en 

la prestación de servicios, entidades contratadas por los Estados 

tanto por razones fiscales como por su presencia territorial y su 

conocimiento de las necesidades locales (algo muy visible, por 

ejemplo, en materia de servicios de cuidado de la primera infancia).

•	 El rol de los propios beneficiarios (padres, estudiantes, asociaciones 

comunitarias, etc.) tanto en la co-creación de los resultados (desde 

empleo y aprendizaje hasta salud) como en la supervisión del 

suministro de los servicios.

Sin embargo, las políticas contra la desigualdad incluyen un extenso 
abanico de intervenciones y, por lo tanto, sus desafíos institucionales y 
de gestión también son variables. Incluso si se considerase únicamente el 

campo de las políticas sociales, y se dejaran de lado, entonces, reformas 

tributarias y fiscales que podrían reducir la desigualdad, el conjunto 

de intervenciones posibles es diverso. La primera distinción que vale 

hacer es entre políticas que proveen bienes o recursos (transferencias 

monetarias, distribución de alimentos, etc.) y aquellas que proporcionan 

servicios (educativos, sanitarios, de cuidado, etc.). Los servicios requieren 

una “interacción estratégica” (Cortázar, 2006); en tanto, para obtener el 

resultado, la acción del prestador debe ser complementada por los propios 

beneficiarios (por ejemplo: el aprendizaje no depende solo del maestro, 

sino también del estudiante). Esto implica que el prestador debe poder 

“procesar” al beneficiario, interpretar sus necesidades y demandas, y 

aplicar la intervención a partir de su propio juicio sobre las características 

de la situación. Esta interacción, por lo tanto, agrega una complejidad 

de implementación que no está presente en igual medida en las políticas 

basadas en proveer bienes o recursos materiales. 

Adicionalmente, es posible considerar dos tipologías que permiten 
ordenar las distintas políticas sociales y clarificar sus desafíos de 
implementación. La primera ha sido propuesta por el Banco Mundial en su 

Informe sobre el Desarrollo Mundial de 2004 y la segunda está incluida en 

un estudio del BID sobre política social (Martínez Nogueira, 2006).
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•	 El Banco Mundial (2004) construye una tipología en torno a 
dos variables clave: i) la homogeneidad o heterogeneidad de 
los beneficiarios y ii) la facilidad o dificultad de monitoreo de 
las intervenciones. Cuando las necesidades de los beneficiarios 

son homogéneas (por ejemplo, en materia de inmunización), las 

intervenciones gubernamentales suelen estar estandarizadas; en 

cambio, cuando dichas necesidades son variables, o se considera que 

las preferencias de los beneficiarios son críticas para la efectividad 

de la intervención, la elección individual puede ser facilitada 

mediante transferencias de ingresos, vouchers, créditos fiscales o 

cápitas. En cuanto a la segunda dimensión, existen intervenciones 

que la administración central puede monitorear con relativa facilidad 

(nuevamente, un programa de vacunación) y otras donde su 

capacidad de observación es menor (por ejemplo, lo que ocurre en 

una consulta entre médico y paciente); en estos casos, puede ser una 

opción apropiada habilitar a los propios beneficiarios (o a sus familias 

o comunidades) para que realicen un monitoreo externo.

•	 La tipología de Martínez Nogueira (2006) se refiere a las 
siguientes dos dimensiones: i) la naturaleza de las tareas y ii) la 
interacción con los destinatarios. La primera distingue entre tareas 

fácilmente programables (mediante reglas y regulaciones, manuales 

operativos, descripción de funciones, etc.), como las intervenciones 

de transferencias de ingresos o la vacunación, y aquellas 

escasamente programables, que requieren una personalización de 

las acciones según los atributos de los beneficiarios (por ejemplo, 

servicios de cuidado de niños o adultos mayores). La segunda 

dimensión diferencia entre intervenciones con una importante 

interacción entre los operadores del frontline y los beneficiarios, 

donde incluso se requiere una co-creación de los resultados 

buscados (nuevamente, como en los servicios de cuidado), e 

intervenciones donde la interacción es mínima (una vez más, como 

en las transferencias monetarias). 

Vale notar que estas clasificaciones coinciden con el conocimiento 
más general que existe sobre la implementación de políticas. Desde 

Downs (1966), se postula que la complejidad de las funciones y de las 

intervenciones que realiza un organismo gubernamental se vincula con las 
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capacidades que precisa desarrollar. En América Latina, por ejemplo, se 

observa que la robustez de los sistemas de información y monitoreo de 

distintos ministerios depende, en parte, del tipo de programas que deben 

ejecutar y del tamaño de las organizaciones ejecutoras (Martínez  

Guzmán, 2020).

A partir de estas clasificaciones, es posible identificar cuáles son las 
intervenciones con mayores y menores complejidades gerenciales y 
de implementación. Intervenciones como las transferencias de ingresos 

presentan desafíos comparativamente menores. Si se logra realizar una 

correcta focalización de los beneficiarios, su ejecución es bastante directa, 

con la participación de pocos actores en la cadena de implementación 

y una interacción limitada entre prestadores y beneficiarios. Esto 

puede explicar su popularidad de los últimos años, puesto que han sido 

adoptadas incluso por Estados con capacidades relativamente débiles. 

En cambio, las intervenciones como las políticas de cuidado (de niños, 

adultos mayores, personas con discapacidad, etc.) parecen presentar los 

desafíos más grandes, ya que se trata de intervenciones con beneficiarios 

diversos, tareas heterogéneas, interacciones intensas y monitoreo difícil. 

En estas intervenciones se debe asegurar la calidad en los servicios, a 

la vez que se otorga discrecionalidad a los prestadores para interpretar 

las necesidades de cada beneficiario en cada momento, con acciones “a 

medida” y no estandarizadas, y sin instrumentos sencillos de seguimiento 

por parte de la administración central. A su vez, se trata de intervenciones 

que suelen involucrar múltiples actores, tanto del gobierno central 

(por ejemplo, varios ministerios con responsabilidades en materia de 

infancia) como de los gobiernos subnacionales, los prestadores sociales 

o comunitarios y las propias familias, que son un elemento clave para 

los resultados buscados (como el desarrollo infantil temprano). Esta 

multiplicidad de actores aumenta el riesgo de un quiebre en la cadena de 

implementación y también la probabilidad de traslapes, contradicciones o 

incoherencias en la acción estatal.

Como se abordará en la sección 3, las intervenciones con cadenas de 
implementación sencillas pueden constituir una opción para considerar, 
pero solo están disponibles para ciertos tipos de objetivos o áreas de 
políticas. En función de la discusión anterior, podría sugerirse que los 

Estados reemplacen sus políticas orientadas al cuidado (u otras igualmente 

Esta multiplicidad 
de actores aumenta 
el riesgo de un 
quiebre en la 
cadena de 
implementación y 
también la 
probabilidad de 
traslapes, 
contradicciones o 
incoherencias en la 
acción estatal.
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complejas, como las dirigidas al desarrollo local o la construcción de 

asociaciones comunitarias) por simples transferencias de ingresos, y que 

sean los beneficiarios quienes se procuren dichos servicios. Esta puede ser 

una alternativa factible en ciertos contextos, pero no en otros, donde, por 

ejemplo, la fragilidad de los proveedores no gubernamentales dificultaría 

el pleno reemplazo de la oferta estatal. Por lo tanto, en general resulta 

necesario que los Estados mejoren sus capacidades de implementación de 

aquellas intervenciones que, sin una alternativa clara, demandan desafíos 

institucionales y gerenciales importantes. 

Por lo tanto, la siguiente subsección profundiza en los desafíos 
de implementación para un área de política social especialmente 
exigente en materia institucional y de gestión: el desarrollo infantil 
temprano (DIT). La selección del DIT para ilustrar las problemáticas 

de implementación se debe a dos razones: 1) su relevancia y su valor 

agregado en las estrategias de reducción de la desigualdad y 2) la 

magnitud de los retos de ejecución que usualmente presenta. Como 

se indica en la siguiente sección, existe evidencia acerca del efecto 

persistente de las diferencias en la infancia sobre los resultados a lo 

largo de la vida, lo cual constituye un factor clave de la desigualdad 

económica y social. A su vez, las intervenciones para el DIT se ubican 

entre las más complejas de gestionar dentro de las políticas de protección 

social, debido a que combinan beneficiarios heterogéneos, actividades 

no programables en detalle, interacciones intensas con los usuarios y 

dificultades de monitoreo, atributos que también comparte con otros 

sectores de la política social (el cuidado de adultos mayores, la atención 

de jóvenes en riesgo, la promoción de la autonomía económica de las 

mujeres, etc.); por lo tanto, se trata de intervenciones que ilustran la 

importancia de las capacidades gerenciales para el logro de resultados. 

No obstante, en la sección 3, cuando se aborden las opciones de reforma 

ante estos retos, se presentarán también ejemplos referidos a otras 

intervenciones sociales, y se buscará extraer enseñanzas para las políticas 

sociales en un sentido amplio.
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2.1. 
Los desafíos de implementación en las políticas 
de primera infancia

La evidencia internacional concluye que las inversiones tempranas en el 
desarrollo infantil traen aparejados beneficios que se acumulan a lo largo 
de la vida y persisten para futuras generaciones, de modo que se trata de 
una de las apuestas más costo-efectivas para romper el círculo vicioso 
de la desigualdad (Irwin, Siddiqi y Hertzman, 2007; Clark et al., 2020). 
Por ello, hacia 2020, alrededor de 70 países ya contaban con un marco 

nacional de políticas de DIT, el cual incluye paquetes multisectoriales 

de programas y servicios en un amplio espectro de sectores, como 

protección, salud, nutrición, cuidado, educación temprana, y desarrollo 

cognitivo y emocional (UNICEF, 2020). Cabe resaltar, a su vez, el impacto 

potencialmente positivo de las políticas de DIT en otras dimensiones clave 

de la desigualdad social, como la distribución de las tareas de cuidado 

y la equidad de género. Vale notar que, incluso desde una perspectiva 

acotada a la pobreza monetaria, la pobreza en ALC tiene un claro sesgo 

intergeneracional: las tasas de pobreza infantil son muy superiores a las de 

los mayores (UNICEF, 2019). Por lo tanto, atender la situación de la infancia 

es clave para reducir la desigualdad en la región.

Aun cuando en ALC la medición de indicadores de DIT es poco sistemática, 
existe evidencia de que la capacidad institucional y de gestión se asocia 
significativamente con algunos de dichos indicadores, como los de 
supervivencia. Los indicadores utilizados para medir el DIT se suelen 

clasificar dentro de cinco categorías relacionadas con los derechos de 

los niños/as (UNICEF, 2018): i) supervivencia (mortalidad) y prosperidad 

(crecimiento, salud física y mental, condición psicosocial); ii) aprendizaje 

(desarrollo cognitivo, crianza positiva); iii) protección contra la violencia; iv) 

ambiente seguro y limpio, y v) oportunidades justas en la vida (desarrollo de 

habilidades). En los países de ALC solo existen suficientes datos para analizar 

la asociación estadística con la calidad gubernamental en la dimensión de 

supervivencia. En este aspecto, el análisis estadístico (detallado en el anexo) 

revela que, aun luego de controlar por determinantes tradicionales de la 

tasa de mortalidad infantil, como el nivel de alfabetización de las mujeres, 

La calidad de 
gestión presenta 
una asociación con 
indicadores de 
desarrollo infantil.
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el gasto en salud, el ingreso per cápita del país y el nivel de urbanización, se 

observa que una mejora en la capacidad de gestión (medida según un Índice 

de Calidad Burocrática) está asociada con una reducción significativa en las 

tasas de mortalidad infantil y de niños menores de 5 años. 

El canal que vincula la calidad gubernamental con los resultados en 
el DIT es la capacidad para implementar políticas de manera efectiva, 
equitativa y sostenible (Berlinsky y Schady, 2015). Como se describirá en 

los siguientes párrafos, los retos de gestión detectados en este estudio 

han conducido, en varios casos concretos de la región, a duplicaciones de 

esfuerzos, a impactos nulos (o incluso negativos) para los beneficiarios y a 

la discontinuidad de servicios clave, entre otros problemas importantes. En 

particular, detrás de estas fallas se destacan dos aspectos cruciales para las 

políticas de DIT, que también son relevantes para otras políticas contra la 

desigualdad, como las de cuidado de adultos mayores, empleo, equidad de 

género, etc., a saber:2

•	 Cómo gestionar intervenciones integradas. El DIT es un proceso 

interconectado y secuencial, que combina múltiples atributos 

que deben estar presentes (cuidado prenatal, nutrición, salud, 

educación, vivienda, agua y saneamiento, crianza, cuidados, etc.). 

Estos aspectos, tradicionalmente, son competencia de distintos 

ministerios y organismos, e incluso de diferentes niveles de 

gobierno, lo que dificulta un abordaje integral según las necesidades 

multidimensionales de cada niño/a. Incluso si cada entidad 

prestara “óptimamente” sus respectivos servicios, hay secuencias y 

complementariedades entre las diferentes intervenciones sectoriales 

respecto de cada niño/a que demandan una labor coordinada y con 

elementos comunes de diseño, a fin de garantizar su efectividad y 

eficiencia más allá de lo que podría alcanzarse mediante la ejecución 

de intervenciones sectoriales fragmentadas. Por ejemplo, las 

cadenas de intervenciones de DIT garantizan la integralidad de las 

prestaciones –es decir, que todas lleguen a todos los beneficiarios– 

si todos los programas emplean un registro único o una base de 

2 Obviamente, hay otros factores relevantes para el éxito de las políticas, como los contextos 
políticos, económicos y sociales, la voluntad política, las restricciones presupuestarias y las brechas de 
conocimiento (Atinc y Gustafsson-Wright, 2013; Vargas-Barón, 2015). De todos modos, aquí el foco se 
pone en los desafíos institucionales y de gestión.
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datos única para evitar que se produzcan filtraciones y “pérdidas” 

de beneficiarios en el traspaso de una intervención a otra, de modo 

de asegurar que no haya prestaciones duplicadas y que el conjunto 

de las prestaciones se adapte a las necesidades de cada niño/a 

(necesidades que pueden cambiar e incorporarse poco a poco como 

información en el registro único).

•	 Cómo gestionar servicios de calidad. Existe evidencia de que los 

impactos positivos de las intervenciones de DIT solo ocurren cuando 

estas últimas son de alta calidad; de lo contrario, su efecto puede 

ser neutro o incluso negativo.3 Asegurar la calidad no es sencillo, 

puesto que muchas intervenciones de DIT requieren flexibilidad 

de implementación en el frontline, son difíciles de observar y 

monitorear, y suelen ser provistas por gobiernos subnacionales u 

organizaciones no estatales con capacidades dispares. Para que las 

intervenciones de DIT –y las que se apliquen en las demás áreas de 

políticas públicas que deben lidiar con problemas “retorcidos”- sean 

eficaces, es clave contar con un buen diseño de los incentivos de 

los proveedores y la inversión adecuada en información sobre su 

desempeño para que ejerzan bien su discreción. 

Diversos factores condicionan la posibilidad de implementar políticas 
integradas de DIT. La clásica organización de las administraciones 

públicas en silos verticales, cada uno con sus propios mandatos y 

recursos, desalienta la coordinación horizontal. Las entidades tienen 

escasos incentivos para hacerlo: coordinarse podría implicar relegar sus 

propias prioridades, compartir sus recursos, asignarlos a intervenciones 

donde el rédito político principal recae en otros, etc. Esto conduce a 

la habitual fragmentación de políticas con impacto en el desarrollo 

infantil, pese a que dichas políticas comparten objetivos o beneficiarios 

similares. Por ejemplo, una revisión programática efectuada en Estados 

Unidos detectó 45 intervenciones de distintos ministerios solamente 

3 Por ejemplo, una reciente evaluación de un programa preescolar en Tennessee, Estados Unidos, 
encontró un impacto negativo en el posterior desempeño educativo de los niños beneficiarios (Durkin et 
al., 2022). De la misma manera, la universalización del servicio de cuidado infantil en Quebec, Canadá, 
condujo a una reducción de las habilidades no cognitivas de los niños y a peores resultados en etapas 
posteriores de su vida, incluyendo un aumento de la criminalidad (Baker, Gruber y Milligan, 2019). Una 
posible explicación es que, si los servicios brindados son de baja calidad, el desarrollo de los niños es 
inferior al que habrían tenido sin ellos (por ejemplo, quedando al cuidado de un familiar).
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considerando el nivel federal de gobierno (GAO, 2012); en Argentina, se 

identifican al menos 31 intervenciones de este tipo, también únicamente 

a nivel federal (ONP-UNICEF, 2019). Los desafíos de coordinación 

se potencian entre niveles de gobierno, dada la autonomía de los 

gobiernos subnacionales para desarrollar sus propias políticas; más aún, 

los incentivos políticos pueden dificultar aún más la coordinación (por 

ejemplo, si se trata de gobiernos de signos políticos opuestos). 

La débil conexión entre planificación estratégica y presupuesto también 
dificulta la integralidad. Pese a la expansión creciente de planes y 

“estrategias integrales” de DIT en numerosos países, en la práctica resulta 

difícil que se ejecuten como figuran en el papel. Una de las razones para ello 

es que los recursos continúan asignándose por criterios organizacionales,4 

sin un foco en los resultados conjuntos que las acciones de distintas 

entidades podrían lograr (de hecho, en algunos casos, la falta de estructura 

programática del presupuesto impide conocer qué costos existen para el 

logro de ciertos objetivos). Como se presenta en la sección 3, hay países 

como Perú que, con un enfoque de presupuesto por resultados para el DIT 

(PpR-DIT), buscan mejorar el alineamiento de los recursos con los objetivos 

esperados, pero en la mayoría de los países esta desconexión es profunda 

(The Dialogue y UNICEF, 2021). Esto coincide con los análisis más generales 

sobre presupuestación en ALC (Guess y Savage, 2021).

Sin coordinación, dicha fragmentación en el diseño de políticas se 
expresa también en el momento de la implementación. La perspectiva 

de los expertos es que los intercambios de información (por ejemplo, 

sobre los niños en situación de vulnerabilidad y otras cuestiones de esa 

índole); el uso compartido de recursos (instalaciones, personal, back office, 

etc.); la armonización de criterios o requisitos, y el abordaje conjunto 

(joined-up) de casos específicos resultan escasos. Todo esto conduce a 

superposiciones, ineficiencias, inequidades, brechas de cobertura, y a un 

menor impacto de las intervenciones. La interacción no coordinada entre 

distintas intervenciones dirigidas a los mismos beneficiarios puede afectar 

4 Cabe notar que el financiamiento de los programas de DIT es diverso en la región. Por ejemplo, 
en materia de centros de desarrollo infantil (o similares), algunos gobiernos cubren todos los costos 
y ofrecen los servicios a gratuidad para familias en situación de vulnerabilidad; otros proveen 
infraestructura y permiten a los centros cobrar una tarifa diferenciada, y un tercer grupo brinda un 
subsidio por infante atendido. En modelos más simplificados, el gobierno proporciona una transferencia 
monetaria para que las familias vulnerables puedan pagar por servicios a proveedores locales.
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el impacto de cada una. Por ejemplo, hay evidencia de que un programa 

de visitas domiciliarias de apoyo a la crianza redujo los efectos de un 

programa simultáneo de acceso preescolar, ya que ambos se superponían 

parcialmente (Rossin-Slater y Wüst, 2020). Desde la perspectiva de 

los beneficiarios, la ausencia de enfoques integrados se observa en las 

frecuentes interrupciones o alteraciones de cobertura en las edades de 

“transición” (por ejemplo, entre los servicios de cuidado y los educativos),5 

así como en las dificultades que implica navegar programas y servicios 

con diferentes requisitos administrativos y de elegibilidad (BID, 2019; The 

Dialogue, 2020; ODI, 2012; Clark et al., 2020). 

El desafío de asegurar servicios de calidad depende de dos 
características principales de los prestadores de servicios: su capacidad 
y sus incentivos intrínsecos; con frecuencia, ambos atributos están 
en tensión. En el DIT se requiere, en muchos casos, prestar servicios 

personalizados y, por lo tanto, otorgar un importante grado de 

flexibilidad a los prestadores. Por ejemplo, los cuidadores deben poder 

determinar cuáles son las necesidades específicas de un niño/a en un 

momento determinado y actuar ante ellas, aun si son “competencia” de 

otro prestador o área de gobierno, o si están fuera de las actividades 

programadas que deben cumplir los prestadores. Esto es habitual en 

programas sociales que lidian con poblaciones vulnerables que presentan 

problemas complejos (múltiples necesidades interdependientes), ya 

sea que se trate de niños/as, adolescentes o adultos mayores.6 Dicha 

discrecionalidad puede ser necesaria para asegurar servicios de calidad, 

pero puede también verse comprometida si el propio personal de 

frontline carece de las capacidades o de la motivación para aplicarla.7 

5 Por ejemplo, en Colombia, el paso de las guarderías al preescolar implica que los niños/as reciben 
menor apoyo alimentario (BID, 2019). Dado que, a su vez, la jornada pasa a ser más corta, se alienta a 
los padres a que retrasen el ingreso al preescolar. Estos incentivos podrían realinearse con una mayor 
coordinación de las políticas y los servicios para cada etapa del desarrollo infantil temprano (DIT), 
considerando las transiciones entre las distintas etapas.

6 Lowe (2013) remarca la paradoja de los sistemas de gestión del desempeño que establecen métricas 
precisas para los prestadores sociales y, en ocasiones, desincentivan la realización de actividades 
necesarias en casos específicos, pero no “medidas” por el sistema. Por ejemplo, señala que los 
trabajadores sociales que lidian con jóvenes en riesgo deben establecer un vínculo personal de confianza 
para apoyarlos con efectividad, pero que, en general, no se los estimula ni se habilita tal flexibilidad.

7 Existe una amplia literatura sobre el rol de los “burócratas de calle” (street-level bureaucrats) (Lipsky, 
2010) en la implementación de políticas, que excede el alcance de este documento. Se trata del personal 
que interactúa directamente con los ciudadanos receptores de los programas y servicios públicos y que, 
dependiendo del tipo de intervención en cuestión, posee niveles de discrecionalidad en su ejecución para 
cada situación específica. En política social, suele incluir maestros, trabajadores sociales, enfermeros, etc.
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Ambos atributos pueden estar en tensión: el modelo de prestación 

de servicios a cargo de familias y organizaciones comunitarias suele 

caracterizarse por una alta motivación y un gran compromiso, pero 

tiene una menor profesionalización, mientras que la prestación estatal 

directa puede tener mayores capacidades, pero adolece de un menor 

compromiso intrínseco con una atención de calidad. En general, la 

profesionalización de los servicios de DIT en la región es baja, con una 

importante participación de prestaciones informales a cargo de miembros 

de la comunidad o el barrio que carecen de capacitación específica o de 

una carrera, como existe en otros sectores (salud, educación). Incluso 

cuando hay organizaciones no gubernamentales (ONG) más establecidas, 

sus capacidades institucionales y su sostenibilidad son heterogéneas. 

A su vez, se trata de servicios en los cuales el desempeño de los 

prestadores no es sencillo de observar, medir ni monitorear, debido a la 

dispersión territorial y a los escasos indicadores disponibles. 

Aun si los recursos presupuestarios y humanos estuvieran disponibles 
para brindar una prestación estatal directa, este modelo también 
presenta desafíos. La ventaja principal de la modalidad de prestación 

directa de servicios (a través de centros de desarrollo infantil estatales 

o visitas domiciliarias de funcionarios públicos) es que permite un 

seguimiento y un control de calidad más estricto, mientras que la 

modalidad indirecta suele tener mayor cobertura8 (por la existencia de 

organizaciones comunitarias incluso en zonas de débil presencia estatal), 

pero menor capacidad de fijar estándares de calidad comunes. Es posible 

que distintos modelos funcionen mejor en distintos contextos, aunque la 

evidencia es incipiente. Por ejemplo, hay indicios de que el apoyo entre 

familias y el aprendizaje participativo derivados del involucramiento 

comunitario son menos efectivos en entornos con alta migración urbana 

y asentamientos informales (Clark et al., 2020). Los niños en situación de 

vulnerabilidad o riesgo suelen requerir intervenciones más complejas y, por 

lo tanto, esto implica un mayor grado de especialización del personal.

8 Es factible que la prestación estatal directa también sea más costosa. En Ecuador, por ejemplo, hasta 
2019, la estructura de costos de los 131 centros de desarrollo infantil de prestación estatal era tres veces 
más alta que aquella correspondiente a los más de 1.800 centros de prestación indirecta, con lo cual el 
gasto per cápita en atención resultaba menor en los centros operados a través de convenios (Vásconez, 
Rojas y Rodríguez, 2020).
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El desafío de mejorar la calidad también se agrava debido al limitado 
desarrollo de los sistemas de recolección de información, monitoreo de 
avances, evaluación de resultados y reporte oportuno y transparente 
que faciliten tanto la supervisión de las intervenciones como el 
seguimiento del desempeño de los prestadores. Por ejemplo, en ALC 

solo Colombia y Jamaica tienen un reporte de DIT en el sistema SABER-

ECD (Systems Approach for Better Education Results—Early Childhood 

Development) puesto en marcha por distintos organismos internacionales 

para brindar información sobre indicadores clave del DIT y facilitar la 

identificación de oportunidades para implementar sistemas de cuidado 

más efectivos por parte de los encargados de formular políticas de DIT. 

En la mayoría de los países, aunque existan sistemas de recolección de 

datos, estos no necesariamente incluyen información programática, sino 

–como máximo– información operativa de las intervenciones de DIT (lo 

cual es consistente con un modelo de organización del sector público 

centrado en el control fiduciario y enfocado en verificar el cumplimiento 

de regulaciones, normas técnicas o guías de implementación). Aunque, 

desde el punto de vista del diseño, varios programas de DIT detallan los 

resultados esperados en los beneficiarios de los servicios, en muchos 

casos no incluyen medios de verificación que aseguren el cumplimiento de 

estos últimos ni la satisfacción de los beneficiarios.9 Sin esta información, 

los formuladores de políticas y los directivos del sector público no pueden 

monitorear ni el desempeño de sus funcionarios ni la efectividad de 

las intervenciones. A su vez, la evidencia empírica recolectada a través 

de evaluaciones de programas de DIT suele basarse en intervenciones 

pequeñas, cuya efectividad al ser escaladas no se conoce. Por todo lo 

antedicho, tanto para los encargados de la toma de decisiones de políticas 

públicas como para los propios beneficiarios (que deben decidir cómo 

y a qué servicios tratar de acceder) existen importantes desafíos de 

información sobre la calidad de las intervenciones disponibles, así como 

acerca del desempeño de quienes prestan los servicios. 

9 En Ecuador, por ejemplo, la norma técnica del Ministerio de Inclusión Económica y Social (MIES), 
que regula la atención de los centros de desarrollo infantil, incluye los servicios que se proveen de 
forma gratuita según las dimensiones priorizadas de desarrollo de los niños. Sin embargo, resulta difícil 
realizar, en cada uno de los más de 2.000 centros, el seguimiento de los resultados, la satisfacción 
e incluso el cumplimiento de la gratuidad para familias en vulnerabilidad, y en ocasiones se han 
encontrado casos de copago (Vásconez, Rojas y Rodríguez, 2020).
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En síntesis: la integralidad y la calidad de las intervenciones de DIT 
aparecen como dos desafíos clave que se deben atender mediante 
el fortalecimiento de la gestión pública. Esto incluye el modo en que 

se planifican y presupuestan las intervenciones; los mecanismos de 

coordinación horizontal y vertical; los arreglos de gestión con prestadores 

de servicios no estatales; la capacidad de monitorear la prestación de 

servicios y de asegurar el cumplimiento de regulaciones y estándares 

de calidad; la disponibilidad de personal capacitado en las dimensiones 

clave del DIT; la posibilidad de la ciudadanía de exigir servicios de calidad 

sobre la base de la información recibida, entre otros elementos. Como lo 

demuestran los distintos casos reseñados en esta sección, estos desafíos 

de gestión han generado duplicaciones de esfuerzos, desaprovechamiento 

de sinergias, bajos (o nulos) impactos de las intervenciones y 

discontinuidades en servicios ofrecidos a beneficiarios que los necesitaban. 

La sección 3 presenta estrategias y opciones para enfrentar los desafíos 

de gestión. En particular, se enfoca en posibles reformas de los incentivos 

de los actores (por ejemplo, para lograr la coordinación con otros, para 

prestar servicios de calidad, etc.) y de la información disponible para los 

encargados de la toma de decisiones (por ejemplo, para monitorear la 

entrega de servicios, para tomar decisiones con base en la evidencia, etc.). 

Finalmente, cabe resaltar que estos desafíos se replican en distintas 
áreas de la política social. Son múltiples las dimensiones de la desigualdad 

social (las inequidades de género, los jóvenes que no estudian ni trabajan, 

el cuidado de los adultos mayores, la falta de desarrollo local en zonas 

deprimidas o barrios informales, entre otras) que también requieren 

intervenciones complejas, con la participación de varios actores públicos 

y comunitarios, y en cuyo caso la calidad es difícil de medir, monitorear y 

promover. Por lo tanto, varios de los retos ilustrados por el DIT deben ser 

considerados como pertinentes para esas otras dimensiones mencionadas.
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03 
Opciones de reforma para gestionar 
políticas contra la desigualdad

Los desafíos en cuanto a la integralidad de las intervenciones y la calidad 
de los servicios pueden ser abordados mediante distintas reformas 
institucionales y gerenciales, aun si cada una presenta sus propios retos. 

Esta sección detalla 12 opciones de reforma posibles. La identificación de 

estas opciones se ha obtenido mediante la siguiente metodología:

•	 Una revisión de la literatura sobre políticas sociales en la región 

y a nivel global, con un foco especial en aquellas políticas de 

implementación más complejas (por ejemplo, las políticas de 

cuidado y de DIT, pero también de servicios sociales, educativos y 

de salud más generales).

•	 Diálogos y entrevistas con funcionarios y expertos en la temática. 

•	 El conocimiento más general sobre desafíos gerenciales 

provenientes de otras áreas de políticas públicas, pero que resultan 

relevantes para la política social. 

Como se verá en esta sección, ninguna de estas opciones constituye una 
“bala de plata”, ya que cada una introduce sus propios desafíos, además 
de resultar más o menos pertinente en diferentes contextos. Por lo tanto, 

se debe considerar a esta sección como un portafolio de reformas que 

cada encargado de la toma de decisiones y cada directivo público deberán 

analizar según las demandas y las posibilidades de su situación particular. 

La presentación de los retos inherentes a cada alternativa de reforma no 

busca desalentar la innovación gerencial, sino, por el contrario, contribuir 

a su aplicación exitosa, de modo que se puedan anticipar y mitigar los 

riesgos revelados por la experiencia internacional y el conocimiento 

más amplio sobre administración pública. La sección 6 (que contiene las 

conclusiones) brinda ciertas orientaciones preliminares en tal sentido.
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Las opciones de reforma han sido agrupadas en dos grandes ejes, en 
los cuales los marcos institucionales pueden influir: los incentivos que 
generan y la información que ponen a disposición. Como se vio en la 

sección anterior, el diseño organizacional del Estado en la región no 

crea las condiciones para que los diversos organismos a cargo de los 

programas que conforman la política social tengan interés en subordinar 

sus propias prioridades a una estrategia integral coordinada. A su 

vez, quienes prestan servicios pueden tener intereses y preferencias 

divergentes respecto de los encargados de la toma de decisiones y de los 

beneficiarios. Por lo tanto, cambiar los incentivos de estos actores puede 

contribuir tanto a facilitar un abordaje integral de las intervenciones como 

a una mayor calidad de los servicios. 

Por otro lado, la sección anterior también mostró los desafíos que 

enfrentan los encargados de la toma de decisiones en cuanto a la 

información sobre el tipo de intervenciones que requiere cada beneficiario 

y la calidad de los servicios producidos, así como las limitaciones de los 

datos que reciben los beneficiarios acerca del acceso a los servicios y los 

estándares de calidad exigibles. Un cambio en la información disponible y 

a la que pueden acceder los diferentes grupos de interés puede contribuir 

a modificar las funciones de rendición de cuentas. Por lo tanto, expandir 

la información disponible para los encargados de la toma de decisiones 

y también para los beneficiarios constituye el segundo eje de reformas. El 

gráfico 2 resume las estrategias y las opciones de reforma que permiten 

ponerlas en práctica.
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	 GRÁFICO 2 	 	 Opciones de reforma ante los desafíos de gestión 

Estrategia integrada con el ministerio coordinador

Liderazgo y coordinación desde el Centro del Gobierno

Presupuesto por resultados

Sistema de información integrado

Integración en la prestación de servicios

Pago por resultados

Foco en la motivación de los prestadores

Involucramiento de los beneficios

Cadenas de implementación simplificadas

Sistema de monitoreo fortalecido

Publicación de información de desempeño y competencia

Certificación de competencias

DESAFÍO DE 

INTERVENCIONES 

INTEGRADAS

DESAFÍO DE 

SERVICIOS DE ALTA 

CALIDAD

EXPANDIR LA 
INFORMACIÓN

ALINEAR LOS 
INCENTIVOS

EXPANDIR LA 
INFORMACIÓN

ALINEAR LOS 
INCENTIVOS

CARACTERÍSTICAS ESTRATEGIAS OPCIONES DE REFORMA

Fuente: Elaboración propia.

3.1. 
Cambiar los incentivos para estimular  
la coordinación

 

Opción de reforma 1: Estrategia integrada con el ministerio coordinador

Un instrumento habitual para motivar la coordinación consiste 
en establecer una estrategia integrada liderada por un ministerio 
coordinador. Este tipo de estrategias busca dotar de coherencia al 

abanico de intervenciones ya existentes, así como cubrir las brechas 

aún no atendidas. A fin de que la estrategia sea efectiva, la entidad 
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coordinadora debería tener suficiente autoridad (política, de planificación, 

presupuestaria, etc.) para alinear los incentivos de todos los organismos, 

estimulándolos a participar en un enfoque coordinado (y evitar, por 

ejemplo, una competencia entre ellos por los recursos). En materia de 

cuidados, Uruguay estableció en 2016 el Sistema Nacional Integrado 

de Cuidados (SNIC), con el objetivo de articular las intervenciones de 

diferentes entidades orientadas a los mayores de 65 años en situación de 

dependencia, a los niños de 0 a 3 años y a las personas con discapacidad 

severa. El SNIC ha sido institucionalizado por ley del Congreso, y se creó un 

cuerpo interministerial colegiado (la Junta Nacional de Cuidados)10 como 

órgano que fija su dirección estratégica. Dicha Junta es presidida por el 

Ministerio de Desarrollo Social, donde también funciona el órgano ejecutivo 

del Sistema (la Secretaría Nacional de Cuidados), lo cual refleja el rol clave 

de este ministerio en la coordinación general del SNIC, apalancado por 

la existencia de una ley que lo respalda y también por la participación 

de entidades clave del CdG (Oficina de Planeamiento y Presupuesto de 

la Presidencia, Ministerio de Economía y Finanzas) en la Junta, además 

de las entidades sectoriales que se deben coordinar. Asimismo, la ley 

instauró un Comité Consultivo de Cuidados, conformado por el sector 

académico, representantes de los trabajadores, la sociedad civil y el sector 

privado involucrado en la prestación de servicios de DIT. Esta coalición 

con actores no estatales también refuerza la “presión” para alinear los 

incentivos institucionales. En la elaboración del presupuesto nacional, la 

Junta remite al Ejecutivo las asignaciones presupuestales afectadas al SNIC 

dentro del presupuesto de cada entidad que lo conforma, lo cual también 

contribuye a alinear los incentivos de los actores. Este modelo, basado 

en la constitución de una agencia coordinadora, mantiene los incentivos 

de cada organismo relacionados con la ejecución de las intervenciones 

a su cargo –todos los organismos mantienen sus funciones y recursos 

para la prestación de los servicios que les corresponde proporcionar–, 

pero modifica sustantivamente la relación de rendición de cuentas. Las 

agencias pasan de rendir cuentas por la cantidad y calidad de los servicios 

prestados –y el presupuesto ejecutado– a una responsabilización que 

mide cómo dichos servicios contribuyen a las metas establecidas para el 

10 Según la ley de creación del Sistema Nacional Integrado de Cuidados (SNIC), la Junta Nacional de 
Cuidados está formada por los ministerios de Desarrollo Social, Economía y Finanzas, Trabajo, Educación 
y Salud; la Oficina de Planeamiento y Presupuesto de la Presidencia, y otras entidades autónomas.
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SNIC desde el CdG, a través de la Junta, para cada uno de los organismos 

que contribuyen con el SNIC. Ello se refuerza por el hecho de que los 

planteamientos de presupuesto para cada agencia integrante del SNIC son 

definidas por la Junta. 

Las estrategias integradas están creciendo con fuerza sobre todo en 
materia de primera infancia. El programa Chile Crece Contigo (ChCC) 

constituye un caso pionero altamente valorado por los expertos y la 

literatura especializada, que ha encontrado impactos positivos sobre 

indicadores de DIT (Clarke, Cortés Méndez y Vergara Sepúlveda, 2020). 

Dicha estrategia de protección integral de la infancia es coordinada por 

el Ministerio de Desarrollo Social y fue establecida en 2009 por ley del 

Congreso, lo cual (como en el caso del SNIC) robustece su continuidad 

institucional. A partir de 2021, ChCC quedó conformado por casi 20 

programas e intervenciones de diferentes entidades (ministerios de Salud 

y Educación, Junta Nacional de Auxilio Escolar y Becas, Junta Nacional 

de Jardines Infantiles, Fundación Integra), además del Ministerio de 

Desarrollo Social. Desde la creación de ChCC, diferentes países de la región 

han establecido estrategias integradas similares, como la Red Nacional 

de Cuido y Desarrollo Infantil (REDCUDI) en Costa Rica, Uruguay Crece 

Contigo (como subsistema del SNIC) y la Estrategia De Cero a Siempre en 

Colombia (De Achaval y Aulicino, 2015). A nivel subnacional, la provincia 

argentina de Salta estableció en 2014 el Ministerio de Primera Infancia, sin 

rol de ejecución, sino con la idea de coordinar los programas de infancia de 

entidades como Educación y Salud, alineando sus incentivos detrás de un 

trabajo coordinado. 

Un reto de estas estrategias integradas consiste en su puesta en práctica 
y su “aterrizaje” efectivo. Según indicaba un entrevistado, ciertos países 

se han embarcado en desarrollar estos enfoques integrales para la primera 

infancia, pero sin las capacidades básicas de planificación y programación, 

lo cual reduce sus habilidades para coordinar y buscar la eficiencia a través 

de intervenciones multidimensionales. En este sentido, varias estrategias 

se limitan a enunciar principios generales, pero sin metas definidas ni 

prestaciones asociadas (The Dialogue, 2020). A esto se suma que, con 

una sola excepción, no existen verdaderos presupuestos integrados de 

primera infancia en la región (como se detalla más adelante), pese a que 

la asignación de presupuesto es el incentivo más fuerte dentro de las 



03 OPCIONES DE REFORMA PARA GESTIONAR POLÍTICAS 
CONTRA LA DESIGUALDAD

37

organizaciones públicas.11 Una estrategia efectiva requiere un alineamiento 

de la planificación y de la presupuestación, herramientas que en varios 

países de ALC están separadas desde los puntos de vista conceptual 

y organizacional, y que tienen una débil vinculación.12 A su vez, y 

especialmente en países federales, dicho “aterrizaje” debería llegar 

también a los niveles subnacionales, responsables frecuentes de la 

prestación de los servicios y donde las capacidades burocráticas tienden a 

ser más débiles o heterogéneas.13

Otro desafío, mencionado por varios entrevistados, se refiere a las 
dificultades de estas entidades coordinadoras para efectivamente 
alinear la acción gubernamental de modo transversal. Con frecuencia, 

los ministerios coordinadores no están suficientemente empoderados 

para orientar las acciones de otros ministerios de igual jerarquía, que 

además poseen mayores capacidades de ejecución. Este es un fenómeno 

relativamente frecuente en los ministerios coordinadores, no solo en el área 

social (Alessandro, Lafuente y Santiso, 2014). En algunos casos, incluso, 

el ente coordinador no es un ministerio, sino una oficina de menor rango. 

Por ejemplo, en Argentina, la Estrategia Nacional Primera Infancia Primero, 

de 2019, establece como autoridad de aplicación a la Subsecretaría de 

Primera Infancia, una entidad de tercer nivel jerárquico. En tales casos, la 

capacidad efectiva de coordinación se ve aún más reducida. En términos 

generales, lo que se observa es que, aun existiendo estrategias integradas, 

“algo que se repite en los diferentes países es la falta de claridad del 

organismo que lidera, y en los casos donde hay una institucionalidad 

definida se destaca un bajo nivel de autonomía, poder político y recursos” 

(The Dialogue, 2020: 5). Por lo tanto, si se opta por esta reforma, se debe 

asegurar una claridad en liderazgo del ente coordinador.

11 En casos destacados como el de Chile Crece Contigo (ChCC), las entrevistas han dado cuenta del rol 
clave del Ministerio de Hacienda para efectivamente lograr una coordinación por la vía presupuestaria, 
sobre todo en las etapas iniciales.

12 Esta función de alineación entre la planificación y el presupuesto ha empezado a ser desarrollada por 
algunos ministerios de Hacienda de la región debido a la necesidad de coordinar programas públicos 
cada vez más multisectoriales, como se describe en Arenas de Mesa y Mosqueira (2021).

13 Un desafío adicional de los países federales, referido por un entrevistado, es que la priorización de 
un tema por el Estado federal, expresada en un aumento de los recursos presupuestarios, en ocasiones 
implica una reducción de la inversión en ese tema por los gobiernos subnacionales. De esta manera, el 
efecto neto de la priorización queda atenuado.
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Este desafío de alineamiento es especialmente notorio si se adopta una 
definición amplia sobre los ministerios para incluir en una estrategia 
integrada. Con frecuencia, los “gabinetes sociales” se conforman con las 

entidades tradicionalmente ligadas a la política social, como Desarrollo 

Social, Salud y Educación. Pero cuando se busca abordar la privación de 

zonas geográficas vulnerables o se trabaja con grupos etarios específicos 

(por ejemplo, jóvenes sin empleo), es posible que las soluciones más 

estructurales requieran el involucramiento de áreas como Producción, 

Trabajo, Infraestructura, Vivienda u otras similares. En tales casos, los 

desafíos para un ministerio coordinador de Desarrollo Social parecen 

aún más difíciles, ya que se deben articular acciones de prácticamente la 

totalidad de las carteras ministeriales, incluyendo algunas de alto peso 

político y presupuestario (Repetto, 2010). 

Opción de reforma 2: Liderazgo y coordinación desde el Centro  

de Gobierno

Una segunda opción de reforma busca sortear la dificultad anteriormente 
planteada y, para ello, se basa en establecer la coordinación en el 
CdG. El CdG comprende las entidades de apoyo directo del presidente, 

que no desempeñan un rol de ejecución sectorial, sino de planificación, 

coordinación y seguimiento transversal, y suele incluir secretarías u oficinas 

de la Presidencia o del primer ministro, jefaturas de gabinete, asesores 

presidenciales y otras agencias y funcionarios similares (Alessandro, 

Lafuente y Santiso, 2014). Por su cercanía al jefe del Ejecutivo y su carácter 

“neutral” entre los distintos ministerios sociales, los organismos que forman 

parte de un CdG pueden potencialmente oficiar como coordinadores más 

efectivos, que incentiven de manera eficaz el alineamiento de las distintas 

entidades. De hecho, varias de las estrategias de primera infancia más 

destacadas comparten el haber tenido, en sus etapas iniciales, un liderazgo 

formal o informal desde la Presidencia (Vargas-Barón, 2015). En Chile, pese 

al papel destacado del Ministerio de Desarrollo Social, la priorización de la 

Presidencia fue un factor importante de su impulso inicial (vale notar que 

la entonces presidenta era pediatra). El CdG también ha dado un envión a 

estas iniciativas, por ejemplo, en Colombia (donde la Comisión Intersectorial 

de Primera Infancia, coordinadora de la iniciativa De Cero a Siempre, está 

basada en la Presidencia), Costa Rica y Uruguay. Fuera de la región, cabe 

Varias estrategias 
de primera infancia 
destacadas 
comparten haber 
tenido, en sus 
etapas iniciales, un 
liderazgo formal o 
informal desde la 
Presidencia.
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destacar el caso de Nueva Zelanda, donde la primera ministra es, a la vez, 

Ministra de Reducción de Pobreza Infantil, justamente con el propósito 

de jerarquizar este esfuerzo y favorecer el alineamiento de los ministerios 

involucrados (Brown, Kohli y Mignotte, 2021). Precisamente, Brown, Kohli 

y Mignotte (2021: 33) indican que, “normalmente, la responsabilidad 

relacionada con el bienestar infantil recae en ministerios de Educación, 

Salud o Bienestar Social, pero si se trata de una prioridad para un líder 

de gobierno que quiere lograr avances rápidos, entonces tiene sentido 

establecer una unidad especial que esté a cargo de ello en el CdG”.

Esta alternativa presenta su propio reto: cómo sostener la priorización 
desde el CdG. En efecto, las unidades y los funcionarios del CdG suelen ser 

presionados por las múltiples prioridades, urgencias y crisis que afectan a 

los presidentes y primeros ministros. Si bien las unidades de cumplimiento 

(delivery units)14 u oficinas similares que se han creado en los últimos años 

en varios países buscan justamente mantener el foco en las prioridades 

estratégicas de los gobiernos (Barber, 2007), y en algunos casos han 

alcanzado resultados destacables, también es cierto que muchos CdG de la 

región presentan una alta rotación de funcionarios, así como la necesidad 

de atender coyunturas cambiantes. En Perú, por ejemplo, la Unidad de 

Cumplimiento de la Presidencia del Consejo de Ministros tomó entre sus 

prioridades la reducción de la malnutrición infantil crónica, buscando alinear 

las intervenciones de las múltiples entidades nacionales y subnacionales 

involucradas; pese a los avances registrados, la inestabilidad política y los 

recambios de funcionarios impidieron la continuidad de sus esfuerzos. En 

temáticas como la desigualdad social y el DIT, que requieren un impulso 

sostenido (y habitualmente de varios mandatos presidenciales), asegurar el 

foco del CdG no es tarea simple. Una opción para considerar es la formación 

de coaliciones amplias con la sociedad civil y el sector privado, de forma 

de sostener la presión y los incentivos para obtener resultados aun cuando 

cambien los equipos del CdG. A su vez, la formalización por ley de ciertos 

procesos clave de planificación, coordinación y monitoreo puede contribuir 

a la institucionalización, como ha sucedido en Estados Unidos con la Ley 

de Desempeño y Resultados de 1993 y su actualización en 2010, que ha 

14 Las unidades de cumplimiento (delivery units) son equipos pequeños, empoderados y de alto nivel 
técnico, encargados de apoyar el logro de prioridades de tipo transversal (véase Lafuente y González, 
2018).
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consolidado ciertas prácticas de gestión lideradas desde el CdG pese a los 

cambios de gobierno. Finalmente, se puede establecer la exigencia de que, 

en el proceso de diseño de políticas, los ministerios y organismos deban 

atender una perspectiva “sistémica” (véase el recuadro 1). Esto también 

“le quita peso” al CdG en cuanto a una intervención en múltiples áreas de 

políticas, ya que transfiere a las propias entidades la obligación de adoptar 

un enfoque integrado.

 

	 RECUADRO 1. 

Diseño de políticas desde la perspectiva del 
ciudadano, con enfoque de “sistema”

 
El Centro de Gobierno (CdG) puede promover que el diseño de políticas 
se realice con un enfoque de “sistema” y sobre la base de información 
detallada relativa a la perspectiva del beneficiario. Este enfoque viene 

ganando popularidad en áreas multidimensionales de políticas, donde 

el impacto en las personas o las comunidades depende de múltiples 

factores que deben ser abordados de manera holística. Varios campos de 

la política social presentan esta característica; uno de ellos, como se vio 

en la sección 2, es el desarrollo infantil temprano (DIT).a En tal sentido, 

un estudio del Banco Interamericano de Desarrollo (BID) postula que 

los análisis de las políticas de DIT han sido generalmente programáticos 

(¿cuál es el impacto del programa X sobre la variable Y en el desarrollo 

infantil?), mientras que el enfoque sistémico implica comprender cómo 

diferentes abordajes (de salud, educación, protección social, etc.), de 

distintos niveles de gobierno, interactúan para crear los resultados (Kagan 

et al., 2016). Por lo tanto, en vez de planificar intervenciones específicas, 

se debe abordar el cambio de manera sistémica, considerando cómo cada 

iniciativa interactúa con las demás (OCDE, 2017a). 

Esta opción implica hacer a un lado las responsabilidades institucionales 
y pensar el asunto desde las necesidades del beneficiario. En materia de 

(continúa en la página siguiente)
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primera infancia, por ejemplo, una revisión reciente del gobierno británico 

detectó que la oferta de programas y servicios existentes demanda que 

los padres naveguen un complejo entramado de servicios implementados 

por distintos ministerios (Whitehead, 2021). En otras palabras: la oferta 

está diseñada desde la conveniencia o la perspectiva de las instituciones 

que se ocupan de la ejecución y no desde la experiencia efectiva de 

quienes utilizan los servicios.b Más aún, dicha oferta es la sumatoria 

de iniciativas sucesivas impulsadas por diferentes entidades a lo largo 

de los años, y no refleja un diseño que dé cuenta de la integralidad 

y las interconexiones del DIT. Por lo tanto, pueden existir brechas en 

la cobertura de los servicios, duplicaciones de tareas, supuestos no 

verificados en la realidad y otras consecuencias que reducen el impacto 

de las intervenciones. “Mapear” la experiencia real del usuario habilita, 

entonces, a repensar la oferta programática existente en su integralidad.

Una alternativa con ciertas similitudes, en tanto posee una perspectiva 
holística, consiste en los enfoques de “impacto colectivo” o “basados 
en lugares”. Estos enfoques buscan combinar las intervenciones de 

múltiples entidades para abordar de forma integrada desafíos sociales 

complejos y multicausales, habitualmente dentro de una zona geográfica 

delimitada (Crew, 2020). Por ejemplo, los Performance Partnership Pilots 

(P3) para “jóvenes desconectados” en Estados Unidos les otorgan una 

mayor flexibilidad a los encargados locales de la toma de decisiones a fin 

de que puedan implementar e integrar los múltiples programas y servicios 

financiados por diferentes organismos públicos para adolescentes que 

no asisten a la escuela ni trabajan (Lester, 2016). De manera similar, 

varias iniciativas orientadas a la primera infancia en situación de mayor 

riesgo (como Sure Start en Reino Unido o Promise Neighborhoods en 

distintas ciudades estadounidenses) apuntan a coordinar numerosas 

intervenciones (salud, educación, vivienda, desarrollo comunitario, etc.) 

en las zonas más postergadas, para así asegurar un “impacto colectivo” 

en los primeros años de vida. Un ejemplo para destacar en América Latina 

y el Caribe (ALC) puede ser el Programa de Renovación Comunitaria 

(Community Renewal Programme) de Jamaica, una intervención 

integrada y multinivel desplegada en 100 zonas vulnerables del país, 

con acciones orientadas al crecimiento económico, la transformación 

(continúa en la página siguiente)

Recuadro 1 (continuación)
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física y social, la seguridad y el desarrollo de los jóvenes. Debido a su 

carácter transversal, la coordinación del programa se realiza desde el CdG 

(Instituto de Planificación).

Los enfoques sistémicos presentan sus propios desafíos de 
implementación, que se corresponden con la organización sectorial 
de la esfera pública. En primer lugar, resulta más sencillo mapear la 

experiencia de los beneficiarios que realmente rediseñar desde cero la 

oferta de servicios. En la práctica, las organizaciones y los programas 

existentes tienden a perdurar, porque tanto los beneficiarios de dichas 

intervenciones como sus ejecutores tienen incentivos para defender su 

continuidad. A su vez, se debe seguir prestando los servicios; no pueden 

ser interrumpidos de forma abrupta. Y, además, existen varias razones 

(división del trabajo, gestión presupuestaria, responsabilidad política 

y legal, rendición de cuentas, etc.) que dan sentido a la estructura 

ministerial “vertical” de las administraciones públicas. En segundo 

lugar, fenómenos como la desigualdad surgen de múltiples sistemas 

que interactúan entre sí. Incluso si se revisan de forma sistémica las 

políticas de DIT, se observa que estas también pertenecen a (y tienen 

impacto en) otros sistemas. Las políticas de licencias parentales son 

relevantes para el DIT, pero también para la igualdad de género y el 

mercado de trabajo. Por ende, no es posible tomar una determinación 

sobre dichas políticas solamente desde la perspectiva del DIT, pues 

también deben considerarse los otros sistemas que están en juego. 

Asimismo, las entidades prestadoras de los servicios de DIT (por ejemplo, 

centros de salud) también brindan otros servicios; por lo tanto, resulta 

parcial analizar solamente su contribución específica al “sistema DIT”. 

Finalmente, puede existir un desafío en términos de la evaluación de estas 

políticas integradas, en la medida en que resulte más difícil aislar el efecto 

específico de cada una de las intervenciones que las conforman. 
 

a En otro extremo de la vida, el envejecimiento es también un asunto multidimensional, en el que 
inciden numerosas y variadas disciplinas y áreas de políticas: atención médica, nutrición, vivienda, 
socialización, aprendizaje continuo, movilidad, etc. (OCDE, 2017a).
b Una variante de esta opción es revisar el “sistema” desde la perspectiva de quienes prestan los 
servicios. Por ejemplo, el gobierno británico realizó el ejercicio de repensar el sistema educativo 
desde la perspectiva de los docentes y encontró la existencia de un complejo entramado de servicios, 
información y requerimientos provenientes del gobierno central, los gobiernos locales y otros actores, 
que dificultaban la priorización de las tareas docentes (Hope y Knight, 2021). El rediseño adoptado a 
partir de dicho diagnóstico permitió, por ejemplo, reducir la cantidad de postulantes que abandonan el 
proceso antes de convertirse en maestros.

Recuadro 1 (continuación)
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En algunos casos, el impulso inicial que parte del CdG puede ser luego 
sostenido por un ministerio sectorial coordinador. En Argentina, la Jefatura 

de Gabinete de Ministros estableció en 2016 una mesa interministerial 

para abordar los problemas de los jóvenes en situación de vulnerabilidad y 

señaló la prioridad de esta temática en la agenda presidencial. Como una 

de sus líneas de trabajo, en 2017 se formuló el Plan Nacional de Prevención 

del Embarazo no Intencional en la Adolescencia (Plan ENIA), coordinado 

por el Ministerio de Desarrollo Social, con la inclusión de acciones de dicha 

entidad, de Salud y de Educación, así como de gobiernos provinciales. Pese 

a que la Jefatura de Gabinete luego discontinuó su rol en la conformación 

de gabinetes sectoriales, el Plan ENIA siguió su curso, incluso tras el 

cambio de gobierno de finales de 2019. La activa participación consultiva 

de actores externos (organismos internacionales, ONG, etc.) puede haber 

sido un factor que contribuyó a la sostenibilidad del Plan. Una evaluación 

reciente encontró impactos positivos del Plan en la reducción del embarazo 

adolescente (Vázquez, 2023).

Una innovación importante puede consistir en establecer una 
“responsabilidad colectiva” por el logro de objetivos transversales. 
Típicamente, las estrategias integradas definen metas que corresponden 

a las distintas entidades. Sin embargo, determinar quién es responsable 

por el logro de la meta global constituye un reto. La opción más habitual 

es que la responsabilidad primaria recaiga en un ministerio, pero esto 

suele desalentar la colaboración de las restantes entidades, que en dichas 

circunstancias tienen menos incentivos para la coordinación. Nueva 

Zelanda adoptó un enfoque novedoso para 10 prioridades transversales, 

varias de ellas correspondientes al ámbito de la política social (aumentar 

la escolarización en la primera infancia, incrementar la finalización de la 

escuela secundaria, reducir el desempleo de largo plazo, etc.). En este 

caso, se estableció que todos los ministerios participantes tendrían una 

responsabilidad colectiva por el logro de los objetivos perseguidos. El 

gobierno decidió publicar las metas y rendir cuentas periódicamente sobre 

los avances, de forma de estimular el compromiso de los ministerios.15 

15 Siempre que el foco se pone en resultados, que por definición no dependen enteramente de las 
acciones de gobierno, hay un riesgo de “castigar” a las entidades por factores ajenos a su control. 
La alternativa es enfocarse en productos que dependen de la acción gubernamental, pero entonces 
el riesgo es entregar bienes o servicios que no resuelven verdaderamente los problemas (fracasos 
exitosos, en términos de Andrews [2021]). Cuando es posible, una opción consiste en enfocarse en 
productos para los que existe una probada conexión causal con los resultados (por ejemplo, el vínculo 
entre vacunación e inmunización), pero no siempre esta opción está disponible.
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Obviamente, el enfoque presenta el riesgo de “castigar” a entidades 

que han hecho un buen trabajo si otras no lo hicieron. No obstante, la 

experiencia sugiere que, cuando el grupo de ministerios es acotado, este 

riesgo se minimiza; de hecho, en Nueva Zelanda se registraron resultados 

significativos en las metas antes mencionadas. En cambio, en aquellos 

objetivos que se busca alcanzar con la intervención de muchos ministerios, 

el riesgo aumenta y, por lo tanto, también en el caso de Nueva Zelanda, los 

resultados fueron menos destacados (Scott y Boyd, 2017). Adicionalmente, 

el CdG ofició de coordinador o facilitador en los grupos interministeriales 

establecidos para las 10 prioridades señaladas, con lo cual contribuyó a 

destrabar los obstáculos que se interponían en el trabajo conjunto y a 

compartir información sobre buenas prácticas gerenciales.

Opción de reforma 3: Presupuesto por resultados

Frente a los desafíos antes mencionados, una tercera opción 
(complementaria de las anteriores) consiste en establecer un marco 
presupuestario por resultados. De esta manera, la asignación de recursos 

actúa como un incentivo para que los ministerios se alineen detrás del 

objetivo transversal priorizado. Un caso de interés es el Presupuesto por 

Resultados para el Desarrollo Infantil Temprano (PpRDIT) de Perú (The 

Dialogue y UNICEF, 2021). En principio, se fijaron metas de resultados 

para 2021 y 2026, y luego se determinaron los productos requeridos para 

alcanzarlas, de modo que cada producto contara con un conjunto de 

intervenciones específicas de los diferentes ministerios (procurando una 

prestación conjunta si dichos ministerios comparten los beneficiarios o 

tienen finalidades similares o complementarias; por ejemplo, si se ofrecen 

en el mismo centro). La gobernanza sobre este proceso está a cargo del 

Ministerio de Desarrollo e Inclusión Social (MIDIS), aunque en estrecha 

articulación con el Ministerio de Economía y Finanzas (MEF), debido a 

su función específica, su especialización técnica y su empoderamiento 

al interior del gobierno. Este Ministerio, a su vez, ha gozado en décadas 

recientes de una estabilidad que no han tenido otras entidades en el 

gobierno peruano; según un entrevistado, la continuidad de este personal 

técnico ha sido un factor relevante para habilitar desarrollos como el 

presupuesto por resultados (PpR).
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El PpR puede contribuir no solo a alinear la asignación de recursos con 
las priorizades de gobierno, sino también a modificar una variedad de 
prácticas de gestión pública. El PpR brinda información valiosa para 

las distintas etapas del ciclo de políticas y de presupuestación, lo cual 

incluye la implementación de los programas (Joyce, 2003; Ho, 2018). 

Puede habilitar una aplicación más inteligente de los recursos en distintas 

unidades y subunidades organizacionales durante la ejecución; favorecer 

diálogos más informados sobre el desempeño logrado y los aspectos que 

necesitan mejorarse; incorporar explícitamente objetivos de resultado en 

la contratación de servicios, e incentivar la coordinación entre entidades 

para reducir la duplicación de esfuerzos, entre otras posibles acciones que 

permiten mejorar la gestión.

Esta opción tampoco está exenta de retos y, de hecho, su aplicación 
efectiva es limitada en la región. En primer lugar, requiere evidencia 

muy robusta para construir las teorías de cambio de los resultados 

por alcanzar. Es decir, es preciso determinar en qué medida distintas 

intervenciones aportan a un objetivo compartido, de modo de asignar 

los recursos en función de dichas contribuciones. En contextos donde la 

evidencia es escasa o contradictoria, realizar esta atribución no resulta 

sencillo, especialmente para objetivos de cierta complejidad (como el de 

potenciar el DIT, que es un fenómeno multidimensional). En segundo lugar, 

y conectado con lo anterior, existe un reto de capacidades, tanto en lo que 

respecta a la autoridad presupuestaria como en los ministerios ejecutores 

(por ejemplo, para construir marcos lógicos, distinguir resultados de 

productos, identificar las cadenas causales, etc.), por lo cual esta puede 

no ser una opción factible para las administraciones más débiles. En tercer 

lugar, si bien los modelos de PpR suponen que las entidades que no estén 

contribuyendo al logro de los resultados deberían verse afectadas en la 

siguiente asignación presupuestaria, se trata de una acción políticamente 

compleja, ya que esto puede implicar, por ejemplo, quitar financiamiento 

a programas populares o que tienen beneficiarios bien organizados. 

También es complejo desde el punto de vista conceptual, puesto que 

implica suponer que la identificación de relaciones causales entre recursos, 

actividades y resultados está identificada sin problemas de antemano. Por 

lo tanto, en la práctica, esto no suele aplicarse como lo indicaría la teoría. 

En contextos 
donde la evidencia 
es escasa o 
contradictoria, 
realizar esta 
atribución no 
resulta sencillo, 
especialmente 
para objetivos de 
cierta complejidad 
(como el de 
potenciar el 
desarrollo infantil 
temprano, que es 
un fenómeno 
multidimensional).
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Por lo antedicho, en la temática de infancia solo el caso peruano presenta 

un presupuesto integrado (The Dialogue y UNICEF, 2021).16

3.2.  
Expandir la información para estimular  
la coordinación

 
Opción de reforma 4: Sistema de información integrado

Un posible mecanismo para favorecer la coordinación y reducir la 
necesidad de monitorear los servicios suministrados consiste en 
identificar de forma precisa los requerimientos de cada beneficiario 
y, de este modo, poder orientar las acciones de cada entidad. Los 

servicios clave para responder a la desigualdad son más útiles para 

algunos beneficiarios que para otros, lo cual depende del servicio y de las 

variadas situaciones de los destinatarios. La incertidumbre con respecto 

a esta heterogeneidad debilita la coordinación, ya que los actores no 

tienen suficiente información como para asignar los recursos entre sí. La 

incertidumbre se puede superar gracias al juicio y la discreción de los 

proveedores. Pero si su capacitación es débil y el ambiente fiduciario 

no permite la delegación de discreción, esta solución resulta difícil. 

Otra alternativa consiste en recoger información sistemática sobre cada 

beneficiario. Los Sistemas de Integrados de Información Social (SIIS), que 

reúnen múltiples bases de datos, tienen ya un desarrollo extenso en la 

región. Estos sistemas están orientados a la focalización y la identificación 

de beneficiarios, a su seguimiento, y al monitoreo y la evaluación de 

las intervenciones, entre otras tareas (Azevedo, Bouillion e Irarrázaval, 

2011). A su vez, brindan una perspectiva multidimensional del universo 

de personas que incluyen. Una entidad coordinadora podría indicar a los 

diferentes ministerios y organismos cuáles son las acciones requeridas 

16 Esto no incluye los casos donde se identifican las erogaciones presupuestarias destinadas a infancia (por 
ejemplo, para Argentina Argentina [ONP y UNICEF, 2019]), pero en los que la asignación presupuestaria se 
realiza, de modo tradicional, por entidad y no por una finalidad o un resultado compartido.
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para cada individuo u hogar, y en qué secuencia, según sus necesidades 

específicas. De esta manera, la información de calidad y oportuna sobre los 

beneficiarios ayudaría a la integralidad de las intervenciones sociales en el 

momento de su ejecución. 

Un ejemplo para destacar es el de los sistemas de seguimiento 
nominalizados en políticas de primera infancia. En Colombia, el Sistema 

de Seguimiento al Desarrollo Integral de la Primera Infancia (SSDIPI), 

antes denominado Sistema de Seguimiento Niño a Niño, se construye 

mediante información de las diferentes intervenciones que conforman la 

Ruta Integral de Atenciones que debe recibir cada niño, según lo definido 

por la Comisión Intersectorial para la Primera Infancia. Esto permite, por 

ejemplo, detectar si una cierta prestación aún no ha sido entregada como 

estaba previsto, a partir de lo cual se genera la alerta oportuna. En tanto, 

el Ministerio de la Primera Infancia (2014-19) de la provincia de Salta, 

Argentina, implementó un tablero orientado a medir variables prenatales, 

de capacidades parentales y de desarrollo infantil (comunicación,  

socio-individual, motriz, de resolución de problemas), donde se detallaba 

qué tipo de acciones se requerían para cada caso (visita de agentes 

sanitarios, talleres de crianza para los padres, actividades formativas 

personalizadas para los niños, etc.). De esta forma, en su rol coordinador, 

el Ministerio de Primera Infancia buscaba guiar a los ministerios ejecutores 

para maximizar el impacto de sus acciones respectivas. Por fuera de la 

política social, en los últimos años varios países han avanzado en definir 

estrategias o políticas nacionales de datos, con un órgano rector (Chief 

Data Officers o similares), para favorecer la interoperabilidad de la 

información entre distintas dependencias. 

Esta opción presenta retos en la recolección periódica de la información 
y en la capacidad real de ponerla en uso para la toma de decisiones 
y la implementación de las intervenciones. En primer lugar, para que 

el tablero permita la coordinación y el seguimiento, se requiere una 

actualización continua de la información. Esto puede lograrse si las 

diferentes entidades prestadoras de servicios comparten los datos que 

cada una genera o recolecta en el mismo sistema, asumiendo que existen 

las capacidades tecnológicas y los marcos institucionales que habiliten 
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dicha interoperabilidad.17 En este sentido, la reforma complementa algunas 

otras posibilidades de reforma anteriormente mencionadas, como la 

referida al CdG. Adicionalmente, si se trata de información más avanzada, 

como la relevada en Salta, esto implica visitas periódicas a los hogares, con 

los costos y complejidades asociados, especialmente cuando se trata de 

zonas apartadas o remotas. Sin embargo, los costos de esta recolección 

pueden ser menores que los de contratar a proveedores de servicios 

de alta capacidad y dotarlos con amplia discreción en la asignación de 

distintos beneficios a los hogares según sus necesidades. En segundo 

lugar, el órgano coordinador que administra el tablero debe tener la 

capacidad real de orientar las acciones de los ministerios ejecutores de 

acuerdo con las necesidades que detecte el seguimiento. En función de 

los desafíos de coordinación analizados en la primera opción de reforma, 

esto puede entrañar una dificultad importante, ya que dichos ministerios 

(Educación, Salud, etc.) administran sus propios recursos según su 

priorización institucional, mientras que los órganos coordinadores en 

general carecen de capacidades directas de ejecución. Esta tensión –entre 

los imperativos sectoriales tradicionales de la organización pública y las 

exigencias de los retos multidimensionales y complejos de la desigualdad– 

se repite en todas las opciones estratégicas. 

Opción de reforma 5: Integración de la prestación de servicios

La fragmentación de programas y servicios plantea un desafío en 
términos de información también para los ciudadanos. Como se indicó 

previamente, la multiplicación de servicios sociales provistos por diferentes 

entidades, con sus requerimientos de elegibilidad propios y variables, 

plantea a los usuarios y beneficiarios el desafío de recorrer un complejo 

laberinto burocrático. Esta “carga administrativa” (Herd y Moynihan, 2018) 

que los Estados imponen a los ciudadanos puede limitar la efectividad 

y el impacto de las intervenciones. Por lo tanto, reducir los costos de 

información para los ciudadanos, o simplificar la información que estos 

17 Incluso, bajo el supuesto de que el Estado tiene efectivamente identificados y registrados a todos 
los prestadores. Según algunos entrevistados, este no siempre es el caso en servicios alimentarios, de 
primera infancia, etc. Vale notar que, en algunos casos, los gobiernos monitorean un conjunto acotado de 
indicadores, con el argumento de que esto les permite aproximarse al objetivo más sustancial de interés. 
Por ejemplo, en Escocia se realizaba un seguimiento del cumplimiento de los controles odontológicos de 
los niños como un indicador proxy sobre las prácticas de crianza parentales (OCDE, 2017a).
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requieren para acceder a los programas, parece una vía promisoria para 

mejorar las interacciones entre los prestadores sociales y los beneficiarios. 

Más aún cuando dichas cargas administrativas suelen recaer especialmente 

en las personas y las familias más postergadas (Auyero, 2012).

Una opción para atenuar esta carga de información consiste en la 
prestación de diferentes servicios sociales en centros integrados. En 

primer lugar, estos espacios pueden facilitar el acceso de los beneficiarios 

a los servicios, ya que minimizan la carga de información con la que se 

debe contar. En segundo lugar, también posibilitan el intercambio de 

datos entre los prestadores de los distintos servicios, gracias a que los 

servicios se encuentran reunidos en un mismo centro. De esta manera, la 

situación de cada individuo o familia puede ser considerada de manera 

“holística”, tomando en cuenta la multiplicidad de dimensiones que afectan 

su bienestar, en lugar de recurrir a intervenciones fragmentadas que solo 

contemplan una perspectiva sectorial o disciplinaria. Por ejemplo, en 

materia de infancia, el gobierno británico promueve un enfoque de hubs 

(tanto virtuales como físicos) para conectar a los padres con la variedad 

de servicios que deben recibir sus hijos en sus primeros años (registro civil, 

salud, educación, etc.), así como para brindarles asesoramiento integral 

(UK Department for Education, 2021). A su vez, como no todos los centros 

pueden incluir todas las especialidades y disciplinas necesarias (por 

ejemplo, en zonas rurales), se busca que estos hubs funcionen conectados 

entre sí en red. 

Varios factores parecen incidir en la probabilidad de lograr una 
verdadera integración de servicios. En materia de centros de primera 

infancia, por ejemplo, se han identificado diversos factores que 

contribuyen a una implementación efectiva (Ionescu, Trikic y Pinto, 2019), 

a saber: la existencia de una visión compartida sobre los objetivos que se 

desea lograr; un liderazgo identificable para implementar dicha visión; la 

preparación del personal (que puede incluir competencias profesionales 

compartidas); el tipo de servicios que se van a integrar, en respuesta 

a demandas reales de la población; protocolos de comunicación e 

intercambio de información entre las áreas participantes, y la capacidad 

de asignar recursos también de manera integrada. Evidentemente, la 

alineación de tales factores parece requerir desde el CdG un impulso que 

genere incentivos entre las áreas participantes.

Como no todos los 
centros pueden 
incluir todas las 
especialidades y 
disciplinas 
necesarias (por 
ejemplo, en zonas 
rurales), se busca 
que estos hubs 
funcionen 
conectados entre 
sí en red.
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De todas maneras, varias experiencias con este tipo de centros han 
presentado dificultades (Bernal, 2015), lo que sugiere la necesidad de 
clarificar su organización y sus funciones.18 En primer lugar, la integración 

enfrenta los desafíos de agrupar servicios prestados por entidades que 

tienen sus propios objetivos y recursos, y –por ende– escasos incentivos 

para cederlos a iniciativas que no están bajo su égida. En segundo lugar, 

como indicó un entrevistado, si los centros se vuelven la única interfaz 

de los beneficiarios, con un abanico de servicios sociales, puede que 

se vean desbordados y no sean efectivos. Por ejemplo, si en materia 

de infancia estos centros deben recibir a las familias, diagnosticar qué 

servicios específicos precisan, intervenir si hace falta o derivarlos a otras 

áreas, asegurándoles la atención oportuna, etc., es posible que la cadena 

de prestaciones falle en algún eslabón. A su vez, según señaló otro 

entrevistado, como la gran mayoría de los niños ya asiste a escuelas y 

hospitales, vale la pena preguntarse en qué contextos este tipo de centros 

marca una diferencia y no agrega costos adicionales (tanto en términos de 

gastos de capital para la construcción de estos espacios como en términos 

de recursos humanos); pueden ser más útiles, por ejemplo, si están 

específicamente orientados a niños en situación de vulnerabilidad que aún 

no asisten a la escuela, como es el caso de los Centros de Primera Infancia 

para niños de 0 a 4 años de la ciudad de Buenos Aires (UNICEF, FLACSO y 

CIPPEC, 2016).

18 Una gran cantidad de países de ALC ha establecido centros infantiles que, con distintas 
características, apuntan al desarrollo integral de los niños/as (Aulicino y Díaz Langou, 2015; Araujo, 
López Boo y Puyana, 2013). Sin embargo, la mayoría de estos espacios es gestionada por una única 
institución (en general, ministerios de Desarrollo Humano o entidades similares) y las sinergias 
intersectoriales son limitadas. Un estudio de caso en profundidad realizado en Buenos Aires revela 
que existen referencias e intercambios de información entre estos centros y entidades de Salud y de 
Educación, pero que tienen lugar antes bien por iniciativas individuales más que debido a una política 
sistemática de integración de servicios (UNICEF, FLACSO y CIPPEC, 2016).
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3.3.  
Cambiar los incentivos de los prestadores  
de servicios

 
Opción de reforma 6: Pago por resultados

Un mecanismo conocido para modificar los incentivos de los prestadores 
de servicios es vincular su financiamiento al buen desempeño de 
sus tareas. En la región, una intervención diseñada con incentivos de 

desempeño e impactos positivos en materia de salud infantil es el Plan 

Nacer (más tarde llamado Plan Sumar) de Argentina (Cortez et al., 2012; 

Gertler, Giovagnoli y Martínez, 2014). El Plan incluyó este tipo de incentivos 

en dos niveles: 

•	 En las transferencias del Estado federal a los gobiernos provinciales, 

sobre la base del cumplimiento de metas acordadas entre ambas 

jurisdicciones, incluyendo indicadores de producto (como la 

cantidad de personas atendidas) y de resultado (como el porcentaje 

de niños nacidos con bajo peso). 

•	 En las transferencias a los prestadores de salud (hospitales, 

clínicas, etc.), sobre la base de la entrega de servicios que alcanzan 

suficientes estándares de calidad. Vale notar que los prestadores 

tienen una importante flexibilidad para utilizar los recursos en 

distintos rubros que consideren prioritarios.

En los últimos años, han cobrado relevancia los Bonos de Impacto 
Social (BIS) y la contratación de servicios según “resultados sociales” 
para la prestación proveniente de organizaciones privadas o de la 
sociedad civil. En este tipo de contratos o acuerdos, el financiamiento 

no se vincula al cumplimiento de ciertas actividades ni a la cantidad 

de personas cubiertas, sino exclusivamente al logro de objetivos de 

resultado o impacto (Beeck Center, 2016). De esta manera, se atienden 

ciertos problemas de incentivos mencionados en la sección 1, ya que el 

desempeño de los prestadores se orienta hacia el alcance de resultados 

(solo se paga por ellos), más allá de los insumos empleados y los 
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productos generados para lograrlos (que deben ser procurados por los 

propios prestadores). Por lo tanto, el capital para financiar el servicio debe 

ser obtenido por los prestadores, generalmente a través de la inversión 

privada o, en algunos casos, de entidades multilaterales. A nivel mundial, 

se pueden citar ejemplos de programas de capacitación laboral que ligan 

el financiamiento al número de beneficiarios que efectivamente obtienen 

y retienen empleos; programas de revinculación juvenil basados en metas 

de finalización de niveles de escolaridad, o programas de bienestar infantil 

con objetivos, como el plazo hasta que el niño/a en tránsito consigue 

un hogar permanente. En América Latina se registran experiencias ya 

implementadas o en etapa de formulación de BIS en Argentina, Chile, 

Colombia, México y Perú (Agusti Strid y Ronicle, 2021). Por ejemplo, el BIS 

Empleando Futuro en Colombia, implementado en 2017, alcanzó resultados 

positivos y sostenidos en el tiempo, mejorando la probabilidad de que 

los jóvenes accedan a empleo formal (Casas et al., 2021). En sectores 

como los servicios de primera infancia, donde los prestadores privados 

y de la sociedad civil suelen desempeñar un papel destacado, este tipo 

de mecanismos puede ser una opción más prometedora que en sectores 

donde está más consolidada la prestación estatal (Gustafsson-Wright y 

Gardiner, 2016).

Estos mecanismos pueden incentivar la provisión de servicios de 
mayor calidad y un enfoque en los resultados, pero es clave atender los 
desafíos y los riesgos de su implementación. En primer lugar, existe el 

reto de concretar de manera efectiva los resultados de interés en metas 

e indicadores cuantificables;19 para ciertos servicios, que requieren un 

tratamiento integrado y personalizado de cada caso (por ejemplo, el de 

adolescentes en riesgo), intentar esto puede ser problemático o incluso 

contraproducente (Lowe y Wilson, 2016). En segundo lugar, se deben 

considerar la factibilidad real y los costos de recolectar, analizar, validar 

y auditar de forma periódica la información de desempeño. En tercer 

lugar, es indispensable atender y mitigar posibles incentivos perversos; 

por ejemplo, que los prestadores de servicios se concentren en los casos 

más sencillos en lugar de hacerlo en aquellos que más necesitan el 

19 Como se discutió previamente en la opción de reforma 2, se deben considerar las ventajas y 
desventajas respectivas de utilizar indicadores de producto o de resultado. El Plan Nacer combina 
ambos tipos de indicadores.
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servicio (creaming), para que así les resulte más factible el cumplimiento 

de la meta. Desalentar este comportamiento requiere sistemas de 

verificación robustos. Finalmente, cabe preguntarse si es realmente 

posible hacer cumplir los contratos: ¿qué pasa si un proveedor deja de 

operar por no recibir el financiamiento? ¿Existen prestadores alternativos? 

¿O los beneficiarios quedarían privados del servicio? Esto puede ser 

especialmente delicado en zonas con poblaciones más postergadas, donde 

no exista una variedad de posibles prestadores (Berlinsky y Schady, 2015). 

A su vez, el lento avance de los BIS sugiere que estos bonos enfrentan 

retos de escala para poder atraer realmente el interés de inversionistas que 

aseguren el capital inicial.

En un sentido más general, es importante entender en qué contextos es 
más adecuado el uso de metas de desempeño con incentivos asociados. 

En organizaciones con un funcionamiento aceptable, la fijación de metas 

cuantitativas puede disuadir la innovación y la búsqueda de excelencia, 

y –de este modo– fomentar una cultura de cumplimiento “formal” de 

objetivos o para, simplemente, satisfacer el umbral requerido. Pero en 

organizaciones con niveles muy bajos de desempeño, hay evidencia de 

que el establecimiento de metas puede servir para elevar los estándares 

mínimos de rendimiento y calidad de los servicios (Davies, Atkins y Sodhi, 

2021). Por lo tanto, esta opción requiere que se tome en cuenta el tipo de 

organización en la cual se aplicaría el pago por resultados.

Opción de reforma 7: Enfoque en la motivación de los prestadores

Una opción alternativa parte de seleccionar prestadores que ya 
tengan incentivos alineados con los de la intervención, tanto a nivel 
organizacional como individual. Si el servicio será proporcionado por 

una organización no gubernamental, es posible que ciertos proveedores 

ya tengan (por su propia misión institucional) el incentivo de maximizar 

el impacto para los beneficiarios, en lugar de la ganancia propia 

(Salamon, 2002; Banco Mundial, 2004). Así, se esperaría que, a priori, una 

organización comunitaria esté mejor alineada, al menos en este aspecto, 

que una organización con una finalidad de lucro. En tanto, si el servicio 

será prestado por una dependencia estatal, el foco puede ponerse en 

la motivación de los empleados que la integran. De este modo, en los 

En organizaciones 
con niveles muy 
bajos de 
desempeño, hay 
evidencia de que el 
establecimiento de 
metas puede servir 
para elevar los 
estándares 
mínimos de 
rendimiento y 
calidad de los 
servicios. 
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procesos de captación y contratación de personal, estos organismos 

deberían priorizar la selección de candidatos con valores coincidentes 

con el servicio público. Deberían también incorporar esta prioridad en 

la gestión del personal, con políticas que alienten la participación de los 

funcionarios y promuevan incentivos intrínsecos a la tarea (Ritz, Brewer y 

Neumann, 2016).

Sin embargo, los retos de esta opción pueden ser incluso mayores que los 
de otras alternativas. En primer lugar, puede resultar complejo distinguir 

entre organizaciones “verdaderamente” comunitarias, comprometidas con 

la misión del programa, respecto de aquellas que se montan para acceder a 

contratos gubernamentales. En segundo lugar, incluso si se detectaran las 

organizaciones “correctas” en términos de su motivación, puede que estas 

carezcan de otros atributos clave, como las competencias gerenciales para 

implementar el programa; no todo es cuestión de motivación, sino también 

de capacidades. Puede ocurrir que el sistema educativo directamente no 

“produzca” suficientes personas con las habilidades requeridas. Finalmente, 

las plantillas de empleados públicos suelen ser rígidas, por lo que no es 

simple iniciar un proceso de reclutamiento desde cero para aplicar una 

intervención con funcionarios ad hoc. Por lo tanto, resulta más probable 

que se deba motivar a los funcionarios existentes y con las reglas de la 

administración pública vigentes.

 

Opción de reforma 8: Involucramiento de los beneficiarios

El monitoreo y la rendición de cuentas externa puede ser una opción 
apropiada, especialmente para servicios en los cuales el monitoreo 
interno es más complejo. Como se discutió en la sección 2, existen 

servicios sociales cuya observación y seguimiento por parte de la 

administración central es difícil; por ejemplo, lo que acontece en la relación 

entre un médico y su paciente, o entre cuidadores infantiles y niños. En 

tales casos, habilitar y empoderar a los usuarios de los servicios (o a sus 

familias) puede permitir una rendición de cuentas externa que alinee 

los incentivos de los prestadores. Esto es lo que se ha denominado “la 

ruta corta de la rendición de cuentas” (Banco Mundial, 2004), que va 

directamente desde los beneficiarios a los prestadores, sin pasar por la 
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administración pública.20 Podría incluso darse un paso más e involucrar 

a los usuarios en la co-creación de las intervenciones, como ocurre en 

las Coaliciones Padre-Niño de Manitoba, Canadá, que reúnen a padres 

con educadores, profesionales de la salud y organizaciones comunitarias 

para desarrollar intervenciones para la primera infancia. Este camino es 

especialmente importante en cuesitones como el DIT, en cuyo caso las 

familias son tan fundamentales como las propias intervenciones estatales 

para el logro de los objetivos.

Obviamente, no todos los usuarios tienen las mismas capacidades para 
involucrarse y demandar servicios de calidad. Es posible que, en las 

zonas más vulnerables, los destinatarios tengan menos recursos para 

exigir una rendición de cuentas apropiada a los prestadores. Más aún, 

el nivel de involucramiento variable implica que la muestra de personas 

que participa de estas instancias puede ser poco representativa de la 

población beneficiaria general, lo cual puede dar lugar a sesgos difíciles de 

identificar y mitigar. Por lo tanto, la acción estatal para “nivelar la cancha” 

entre beneficiarios y prestadores parece resultar imprescindible en tales 

casos; por ejemplo, a través de la provisión de información accesible 

sobre el desempeño de distintos prestadores, que amplíe la cantidad 

y representatividad de los beneficiarios que hacen oír su voz (véase la 

opción de reforma 12). 

Opción de reforma 9: Cadenas de implementación simplificadas

Según se describió en la sección 2, las cadenas de entrega con múltiples 
actores suelen generar mayores desafíos de implementación; por 
lo tanto, siempre que sea factible, se debería intentar simplificarlas. 

Varias intervenciones de política social (por ejemplo, en materia de 

cuidados, desarrollo local, vivienda, etc.) incluyen con frecuencia a 

múltiples ministerios, niveles de gobierno y organizaciones no estatales. 

La cantidad de actores y eslabones involucrados, y la posibilidad de que 

surjan discrepancias entre ellos, aumentan la probabilidad de fallas en 

20 La descentralización de la ejecución a niveles locales de gobierno podría facilitar la rendición 
de cuentas externa, pero, como señalan Keefer y Khemani (2005), esto solo ocurre si los votantes 
consideran la calidad de los servicios en sus decisiones de voto. Si priman otras consideraciones 
(polarización social, clientelismo, etc.), este supuesto no se verificaría.



03 OPCIONES DE REFORMA PARA GESTIONAR POLÍTICAS 
CONTRA LA DESIGUALDAD

56

la implementación. Por lo tanto, una alternativa consiste en subsidiar 

la demanda sin buscar organizar la oferta: mediante transferencias 

monetarias, vouchers o mecanismos similares, los Estados podrían 

asegurar que todos los beneficiarios tengan los recursos para procurarse, 

por su cuenta, la provisión de los servicios. Desde la perspectiva estatal, las 

capacidades de implementación requeridas son mucho menos exigentes.

De todas maneras, esta opción solo sería factible para ciertos objetivos 
y en determinados contextos. Puede que no exista suficiente oferta de 

servicios por parte de proveedores no gubernamentales, o que dichos 

proveedores no estén correctamente alineados con los objetivos y los 

valores que se busca impulsar, o que carezcan de capacidades para 

brindar servicios de calidad. En tales situaciones, garantizar la demanda 

no sería suficiente para generar una oferta adecuada. Obviamente, este 

análisis debe realizarse caso por caso y según el objetivo que se busque 

alcanzar. A su vez, esta opción de reforma puede suponer una dificultad 

para estimar la necesidad efectiva de servicios (por ejemplo, para anticipar 

la proporción de padres que optará por determinado tipo de oferta 

educativa), lo cual generaría una subestimación o una sobreestimación de 

la demanda real.

3.4.  
Expandir la información para mejorar la 
prestación de servicios

 
Opción de reforma 10: Sistema de monitoreo fortalecido

Vinculada con varias opciones anteriores (especialmente con la opción 
4), la mejora de los sistemas de información y monitoreo puede 
contribuir a la presencia de servicios de mayor calidad. Algunas de 

las opciones previas, como la de establecer incentivos por desempeño 

para los prestadores, requieren sistemas de información que habiliten el 

monitoreo y la evaluación del rendimiento. Estos sistemas fortalecidos 

también posibilitan la intervención rápida cuando aparecen desvíos en el 

En ciertos 
contextos, una 
alternativa consiste 
en subsidiar la 
demanda sin 
buscar organizar  
la oferta.
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desempeño, de modo de realizar correcciones y ajustes. En sectores como 

Educación, por ejemplo, la digitalización de los registros de asistencia 

escolar permite la detección temprana de los casos de posible abandono, 

en comparación con los tradicionales registros en papel. A su vez, hay 

evidencia de que brindar a los directivos escolares información del 

desempeño de sus establecimientos, incluso sin incentivos adicionales, 

aumenta el uso de datos para la gestión e impacta en el rendimiento de 

sus estudiantes en las pruebas (de Hoyos, Ganimian y Holland, 2019). 

Mientras que en la opción 4 se resaltó el papel de la información para 

facilitar la coordinación, aquí se destaca su contribución más directa en la 

optimización de la calidad. 

No obstante, la mera existencia de información no suele ser suficiente: 
esta debe acompañarse de rutinas sistemáticas de revisión y uso de 
los datos. Para continuar con el ejemplo de los directivos escolares, 

se encontró que, si además de proporcionarles información, se los 

capacita en técnicas gerenciales (cómo formular planes de mejora, 

cómo monitorearlos, etc.), el impacto sobre el desempeño es aún 

mayor (de Hoyos, Ganimian y Holland, 2020). Además de fortalecer el 

monitoreo de los propios prestadores, se debería robustecer el monitoreo 

central, tanto para diseminar buenas prácticas como para asegurar una 

rendición de cuentas interna que trae aparejadas ciertas consecuencias 

si el desempeño es inferior al esperado. De esta manera, se genera 

un incentivo potente sobre los prestadores. Los modelos de gestión 

orientados al cumplimiento (delivery) se basan principalmente en estas 

rutinas sistemáticas de seguimiento desde el CdG, y en la región existen 

aplicaciones relevantes en materia de política social, como la mejora 

del desempeño educativo en el estado de Pernambuco, Brasil (véase el 

recuadro 2). 
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	 RECUADRO 2. 

Monitoreo fortalecido para la mejora 
educativa en Pernambuco, Brasil 
 

En 2008, el gobierno del estado de Pernambuco adoptó un modelo de 

gestión basado en la definición de prioridades y metas medibles; en la 

alineación de recursos detrás de dichas prioridades, y en el seguimiento 

intensivo de los avances, con intervención del CdG para destrabar 

obstáculos y descomprimir cuellos de botella (Alessandro, Lafuente y 

Shostak, 2014; Lafuente y González, 2018). A partir de 2011, la mejora 

educativa se convirtió en una de las tres grandes prioridades del gobierno 

estadual; para darle cauce, se presentó el Pacto por la Educación, que 

incluía reformas sectoriales de políticas públicas y también un monitoreo 

fortalecido desde el CdG. 

La Secretaría de Planificación y Gestión (SEPLAG) era la encargada 

de monitorear, junto con la Secretaría de Educación, un abanico de 

métricas de procesos, productos y resultados, con la finalidad de detectar 

las escuelas con bajo desempeño y orientar los esfuerzos de mejora 

hacia ellas sobre la base de evidencias oportunas. La SEPLAG también 

conformó un equipo específico (los Núcleos de Gestión por Resultado, 

una unidad de cumplimiento integrada por unos 10 profesionales) 

dedicado a apoyar a los grupos educativos para la adopción de 

soluciones gerenciales y resolver trabas en el desempeño. 

Hubo múltiples indicadores educativos que reflejaron rápidas mejoras. 

En lo que respecta a la deserción de la escuela primaria, en cuatro años 

Pernambuco pasó de ocupar el puesto 18 entre los 27 estados brasileños 

a ser el tercero con menor abandono. En cuanto al rendimiento de los 

estudiantes, pasó de tener un desempeño persistentemente inferior al 

promedio nacional en las pruebas estandarizadas nacionales a estar entre 

los mejores estados, e incluso a registrar el mejor desempeño en ciertos 

años de la escuela secundaria (véase el gráfico R2.1).

(continúa en la página siguiente)
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	 GRÁFICO R2.1. 	 	 Pacto por la educación en Pernambuco
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Los desafíos de esta opción se relacionan con las capacidades y los 
costos de generar y compartir información de calidad, y con la existencia 
de procesos gerenciales para ponerla en uso. Para que el monitoreo 

tenga efecto, se debe invertir en producir información suficientemente 

actualizada y desagregada, de manera de conocer la situación real de cada 

prestador en todo momento y así intervenir a tiempo. Esto implica un costo 

de recolección y digitalización de la información y también de auditoría 

(visitas al terreno, mystery shopping, etc.), sin mencionar las capacidades 

de análisis de datos requeridas. Según indicó un entrevistado, una posible 

mitigación de estos costos (sobre todo en zonas rurales) es la activación 

de agentes comunitarios, ya presentes en el territorio, que –con cierta 

capacitación y el financiamiento necesario– puedan recolectar información. 

A su vez, la información proveniente de distintas fuentes debe volverse 

interoperable. De todas maneras, la rápida diseminación de las tecnologías 

de la información y la comunicación (smartphones, tabletas, conexiones 

de Internet, etc.) ha reducido significativamente los costos de generación 

de la información respecto de unos pocos años anteriores. De hecho, la 

propia digitalización de los procesos administrativos de ejecución de los 

programas permite recurrir a registros informatizados, tradicionalmente 

Recuadro 2 (continuación)
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basados en papel, para su utilización en el monitoreo “en tiempo real”. Lo 

que puede resultar más complejo es asegurar la existencia de procesos 

gerenciales que pongan en uso los datos, con funcionarios de alto nivel 

capaces de tomar decisiones cuando el rendimiento es insuficiente. La 

expansión de delivery units tanto en el CdG como en los ministerios 

sectoriales puede ser una señal auspiciosa en tal sentido. El desafío es 

asegurar que la información apropiada esté disponible para los encargados 

clave de la toma de decisiones de los niveles respectivos: generalmente, 

datos de procesos y productos para los gerentes operativos, y datos de 

resultados para los encargados de la toma de decisiones de políticas al 

nivel político.

Opción de reforma 11: Publicación de información de desempeño y aliento 

de la competencia

Si se establecen y se miden estándares de desempeño, un paso adicional 
consiste en abrir esta información a la ciudadanía y, si es factible, alentar 
la competencia entre prestadores. Publicar la información de desempeño 

puede dar lugar a mejores decisiones de parte de los beneficiarios y 

constituir un incentivo importante para la mejora de los servicios. En Reino 

Unido, país que implementó una agresiva política de apertura de esta 

información, utilizando incluso “tablas de posiciones” (league tables) de 

hospitales y escuelas según su nivel de cumplimiento de metas, se registró 

evidencia de impactos positivos en dichos servicios (Bevan y Wilson, 

2013; Gaynor, Moreno-Serra y Propper, 2013). Un primer mecanismo para 

esta mejora es reputacional: los prestadores no quieren aparecer como 

proveedores que brindan un servicio deficiente. Un segundo mecanismo, 

presente en algunos casos, incluye la posibilidad de que los beneficiarios 

elijan entre distintos prestadores (por ejemplo, a través del uso de 

vouchers). Esta competencia, combinada con la información pública de 

desempeño, debería servir para lograr mejoras en los servicios. De hecho, 

puede ayudar a sortear el dilema entre indicadores de productos o de 

resultados que se trató anteriormente, si se fijan metas de resultado y 

se les otorga a los prestadores la flexibilidad suficiente para lograrlas 

mediante los procesos y los productos más apropiados para cada contexto.
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Esta opción también supone retos para ser implementada con éxito. 
En primer lugar, puede enfrentar la resistencia de los prestadores, 

especialmente si consideran que los indicadores de desempeño 

no reflejan adecuadamente su tarea o no atienden características 

particulares de su situación. En ciertas áreas de políticas (como la salud) 

parece existir mayor consenso que en otras (como los servicios para la 

primera infancia) respecto de cuáles son las métricas de desempeño 

clave que habría que utilizar; por lo tanto, esta opción puede ser más 

apropiada para aquellas áreas, pero no para estas. En segundo lugar, esta 

alternativa puede generar un efecto no buscado de “segregación”, en 

tanto los usuarios más informados se concentren en los servicios mejor 

evaluados y los menos informados en los restantes, lo cual profundizaría 

la brecha entre ambos. Por lo tanto, si se publicara la información, 

debería asegurarse una comunicación masiva, que no alcance solo a los 

usuarios con mayores posibilidades de acceder a ella. En tercer lugar, 

incluso cuando la publicación de información mejore el desempeño en 

un resultado de interés, puede tener efectos contraproducentes en otros, 

al crear incentivos distorsionados en los prestadores. Por ejemplo, se ha 

documentado que la publicación del desempeño educativo a nivel de 

escuelas mejora el rendimiento, pero puede incentivar a las escuelas a 

no retener a los alumnos de menor desempeño, para así quedarse con 

la “crema” del estudiantado en futuras mediciones (Aman, Cilliers y 

Kaffenberger, 2019). De este modo, la mejora del indicador de rendimiento 

puede estar acompañada de mayores niveles de deserción escolar. En 

un sentido similar, en materia de salud es posible que los prestadores 

prioricen aquellas métricas que reciben mayor difusión, pero descuidando 

otros aspectos de calidad en la atención que resultan menos medibles, 

aunque sean igualmente relevantes (Propper, Burgess y Gossage, 2008). 

Por lo tanto, de implementarse esta opción, es esencial atender un amplio 

abanico de indicadores de desempeño, en virtud de la posibilidad de que 

exista un “incentivo perverso” para relegar aquello que no es objeto de 

monitoreo (por ejemplo, midiendo que los prestadores hayan cubierto a 

una proporción suficiente de la población potencialmente beneficiaria, y no 

seleccionando a la más fácil de atender). Finalmente, como se indicó en la 

opción de reforma 7 (pago por desempeño), también debe considerarse 

la disponibilidad efectiva de prestadores alternativos que habiliten una 

competencia real, lo cual puede no estar disponible para ciertos servicios 

en todas las zonas. O, incluso si hay múltiples prestadores, pero pasan a 
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competir por precio en vez de hacerlo por calidad, el efecto de mejora en 

los servicios no se verificaría (Braginski, 2018). 

Opción de reforma 12: Certificación de competencias y capacitación

A diferencia de sectores como salud y educación, los “servicios 
humanos” (cuidado, DIT) suelen carecer de carreras y escalafones 
bien establecidos, pero el Estado puede indicarles a los beneficiarios 
cuáles son las competencias del personal mediante mecanismos de 
certificación. Un atributo clave para brindar servicios de calidad es contar 

con personal calificado. En sectores como salud y educación existen 

escalafones que definen los criterios de selección, los mecanismos de 

evaluación del desempeño, las políticas de capacitación y entrenamiento, 

y las reglas de ascenso en la carrera. En los servicios de cuidado y DIT, 

en cambio, no suelen existir carreras bien definidas. De hecho, en varios 

países, en este campo predominan las relaciones laborales informales y 

temporarias, con rotación frecuente, lo que dificulta la adecuada formación 

y la gestión del desempeño (sin mencionar, a su vez, la desigualdad que 

propician especialmente en materia de género, ya que la gran mayoría de 

quienes prestan estos servicios son mujeres). En función de la dificultad 

y el costo que implicaría establecer, al menos a corto plazo, escalafones 

semejantes para los servicios de cuidado, una alternativa consistiría en 

que el Estado defina y certifique un conjunto de competencias clave 

que reflejen los saberes y habilidades requeridos, de manera que las 

organizaciones prestadoras puedan mostrar a los beneficiarios información 

sobre sus capacidades organizacionales y humanas. Esto también 

permitiría el desarrollo de instrumentos de capacitación acordes al marco 

de competencias, de modo de nivelar las disparidades y las debilidades 

detectadas en los prestadores de ciertos servicios (dicha capacitación es 

fundamental para que la certificación constituya realmente un instrumento 

efectivo). En materia de primera infancia, por ejemplo, cada vez es mayor 

el consenso regional acerca de cuál podría ser este marco (The Dialogue, 

INN y OEA, 2021).
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04 
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el cambio climático

 
 
El cambio climático suele considerarse un problema “super retorcido” 
(o complejo). Si bien hay múltiples problemas de políticas públicas que 

pueden calificarse como wicked (la desigualdad social, la competitividad 

económica, las crisis financieras, entre otros), el cambio climático aparece 

como el problema retorcido “definitivo” (Neby y Zannakis, 2020). Hay al 

menos cinco razones que justifican esta caracterización:

1.	 El cambio climático implica tradeoffs significativos entre sectores. 

Aunque el abordaje del cambio climático da lugar a cada vez más 

oportunidades (véase el recuadro 3), también requiere la asignación 

de costos importantes entre distintos sectores y actores económicos 

y sociales, por lo cual genera “ganadores” y “perdedores”. Esta 

reasignación surge como tema en casi todos los retos de políticas 

públicas, pero nunca se destaca con tanta contundencia. Para 

que un país alcance cierta meta de reducción de la emisión de 

gases (mitigación), deben definirse qué proporciones de esa 

reducción provendrán de distintos sectores (energía, agricultura, 

industria, transporte, vivienda, etc.), con qué tecnologías se 

alcanzará la disminución y quiénes serán los responsables del pago. 

Evidentemente, cada sector tiene el incentivo de trasladar los 

costos a los demás y no asumirlo en sus propias actividades. Por 

lo tanto, sin un actor capaz de arbitrar este tradeoff intersectorial, 

parece difícil que tales metas puedan alcanzarse. Este arbitraje 

podría involucrar también la capacidad de compensar a sectores 

o zonas geográficas (por ejemplo, comunidades cuya economía 

local depende de la minería de carbón) que deberán enfrentar 

una transición a otro tipo de actividades para contribuir a la meta 

colectiva. El concepto de “transición justa” implica, precisamente, 

atender otras dimensiones (desigualdad, pobreza) que podrían verse 

afectadas por los esfuerzos de descarbonización (Delgado, Eguino y 

Lopes, 2021). 
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	 RECUADRO 3. 

Las oportunidades que se vislumbran frente  
al cambio climático
 

Aunque el análisis de esta sección se enfoca en las dificultades que 

enfrenta la gestión pública para asignar los costos de la transición 

climática, se debe resaltar que en los últimos años, a partir del cambio 

tecnológico, las oportunidades de acción se han ido ampliando. De hecho, 

en ciertos casos, el mayor costo de corto plazo es la falta de acción, lo cual 

potencialmente invierte los incentivos tradicionales en este ámbito. Esto 

incluye la significativa reducción del precio de las energías limpias. Por 

ejemplo, entre 2010 y 2020, el costo de las baterías de litio cayó casi un 

90%, y se espera que para 2024 se puedan producir automóviles eléctricos 

a un precio y con un margen similares a los de combustión interna 

(Bloomberg NEF, 2021). Todas las principales empresas automotrices 

han anunciado su intención de abandonar la venta de automóviles de 

combustión interna a más tardar para 2040. Por lo tanto, los países que 

no inviertan hoy en adecuar su infraestructura enfrentarán desafíos en 

un futuro no tan lejano (aunque esto se asocia al tradeoff intertemporal; 

véase el punto 2 de esta primera parte del presente capítulo).

Junto con las oportunidades derivadas de las energías limpias, se 

pueden mencionar la creación de nuevos empleos (con una potencial 

generación neta de 15 millones de empleos “verdes” en ALC hacia 

2030 [Saget, Vogt-Schilb y Luu, 2020]) y la convergencia entre las 

políticas de adaptación y la reducción de vulnerabilidades de grupos 

postergados. También existen otros beneficios inmediatos (aire limpio, 

menos enfermedades asociadas, etc.) provenientes de las iniciativas de 

mitigación (véase FMI, 2021).

Si bien estas oportunidades ofrecen la posibilidad de suavizar los costos 

de la transición climática, también complican la tarea de gestión pública de 

este proceso de transformación. Por un lado, las oportunidades están en 

(continúa en la página siguiente)
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un estado de evolución constante. Por otro, aparecen en ciertos sectores y 

no en otros. Esto repercute en la necesidad de mejorar la coordinación y la 

colaboración (así como el arbitraje) entre los diferentes sectores afectados 

por las nuevas tecnologías, y –además– resalta la importancia de adoptar 

prácticas flexibles en el diseño y la implementación de políticas. 

 

2.	 Existe también un tradeoff intertemporal. Pese a las oportunidades 

antes referidas, en general, tanto las acciones de mitigación como 

las de adaptación (es decir, los cambios requeridos para atenuar los 

impactos del cambio climático) implican aceptar costos presentes 

(por ejemplo, costos de capital para las inversiones necesarias) 

que permitan evitar o minimizar costos mayores en el futuro. Existe 

consenso acerca de que el efecto económico neto de las acciones 

contra el cambio climático es positivo (véanse los estudios del 

BID para Perú y Costa Rica: BID, 2021; Groves et al., 2020), porque 

el costo de la inacción sería mucho más alto,21 pero varios de los 

beneficios aparecen en un horizonte temporal más lejano que sus 

principales costos (NAO, 2020). Esto, obviamente, entraña un 

desafío para los gobiernos que, en general, tienen el incentivo de 

adelantar los beneficios, alineándolos al ciclo electoral, y de aplazar 

los costos de las políticas.22 Incluso las burocracias profesionales, 

que no están regidas por el ciclo electoral, tienen interés en priorizar 

los beneficios presentes (en términos de programas, presupuesto, 

capacidad de respuesta a grupos sectoriales de interés, etc.) 

21 Hay múltiples costos futuros que se deben considerar. Además de los estrictamente físicos, los 
países que no se adapten a la transición enfrentarán atrasos tecnológicos, pérdidas de ingresos fiscales, 
reducción de los mercados de exportación y “activos varados” (stranded assets) en la infraestructura de 
larga vida útil (centrales eléctricas basadas en combustibles fósiles; yacimientos de petróleo, gas y carbón 
sin utilizar; infraestructura de transmisión eléctrica y explotación, transporte y procesamiento de petróleo, 
gas y carbón, que habrá que desmantelar antes del término de su vida útil, etc. [Bistend et al., 2019]).

22 Existen casos en los que esto no ocurre. Por ejemplo, varios países latinoamericanos han adoptado 
reglas fiscales que exigen un mayor ahorro en períodos de bonanza fiscal, con lo cual habilitan 
dichos recursos para potenciales momentos futuros de estrechez (que pueden corresponder a otros 
gobiernos). Cabe notar que en materia fiscal existe un incentivo de corto plazo para la creación de estas 
instituciones (mejorar la confianza de los mercados) que no está presente en materia climática. Aunque 
puedan existir otros mecanismos que motiven a los gobernantes a adoptar instituciones similares en 
materia climática (por ejemplo, motivaciones reputacionales), los incentivos de corto plazo son menores 
que en el caso de la adopción de reglas fiscales.

Recuadro 3 (continuación)
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respecto de beneficios futuros de largo plazo. Las políticas que 

solo traen aparejados beneficios en el largo plazo presentan dos 

retos para la gestión pública. Por un lado, los incentivos de los 

funcionarios públicos están más ligados a los resultados que logran 

en plazos más cortos. Por otro, la misma imposibilidad de conseguir 

beneficios en el corto plazo reduce la información disponible 

sobre el desempeño de los funcionarios, lo cual hace más difícil el 

monitoreo. Por ejemplo, resulta trabajoso evaluar el desempeño de 

funcionarios responsables de la adaptación ante desastres naturales 

con bajas probabilidades de ocurrencia

3.	 Se trata de un desafío multidimensional y transversal. Las políticas 

contra el cambio climático requieren la acción coherente de 

múltiples ministerios, organismos, entes regulatorios y niveles de 

gobierno, además del papel que desempeñan el sector privado y 

la ciudadanía en general. En el interior de los gobiernos, entidades 

como Ambiente, Energía, Transporte, Industria, Vivienda, Ciencia, 

y Relaciones Exteriores, entre otras, llevan adelante políticas con 

incidencia climática. En el sector privado, las empresas vinculadas 

a la generación de energía, la producción agrícola, la industria 

manufacturera, la construcción, el transporte y la logística, entre 

otros ámbitos, ejercen un impacto climático. Usualmente, estos 

actores tienen incentivos e información distintos con respecto 

a las dimensiones del problema y a las políticas adecuadas para 

enfrentarlo. Si bien la mitigación puede impulsarse con políticas 

de precios puntuales, como un impuesto a la emisión de carbono, 

incluso en tales casos hay políticas sectoriales a cargo de múltiples 

ministerios diferentes que son requeridas para acompañar la 

reconversión de las actividades económicas (políticas productivas, 

laborales, educativas, etc.); el fomento de nuevas tecnologías; la 

adopción de regulaciones pertinentes (estándares de emisiones, 

tecnológicas, productivas, de uso del suelo, etc.); la concreción 

de obras para la nueva infraestructura necesaria, y la promoción 

de cambios de conducta en los consumidores, entre muchas 

otras intervenciones que deben estar alineadas y sincronizadas 

desde el punto de vista temporal. A su vez, la adaptación suele 

demandar la acción de los gobiernos subnacionales, en virtud de 

las especificidades locales del impacto climático (Worker, 2017). 
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Los gobiernos locales también son clave para los esfuerzos de 

mitigación, ya que suelen regular sectores como el transporte, el 

uso del suelo y la vivienda. Por todo esto, las metas que se plantean 

los países requieren la acción coherente de distintos actores, que 

pueden tener intereses, mandatos o perspectivas divergentes 

sobre el tema. De hecho, actualmente, la falta coherencia es un 

reto palpable en varios países de ALC, que asignan recursos 

presupuestarios importantes contra el cambio climático (en 

sectores como energía, transporte, agricultura, recursos naturales 

y gestión de desastres), a la vez que derivan recursos aún mayores 

a programas y proyectos que tienen el potencial de agravar el 

problema climático (Ferro et al., 2020). Esta situación pone al 

descubierto la urgencia de contar con incentivos y mecanismos 

organizacionales para una gestión coordinada y colaborativa de los 

distintos sectores, niveles de gobierno y actores públicos y privados. 

La necesidad de coordinación y coherencia aparece incluso en 

el interior de cada organización pública: por ejemplo, ministerios 

como Agricultura e Industria tienen incentivos cruzados dentro de la 

propia entidad, ya que, por un lado, buscan promover determinadas 

actividades y, por el otro, deberían velar por la reducción de las 

emisiones generadas por ellas.

4.	 El cambio climático presenta incertidumbres muy significativas. 
La evaluación de impacto de las políticas públicas suele suponer 

relaciones lineales de causa-efecto entre las intervenciones y 

sus consecuencias, pero esta correspondencia es más difícil de 

observar en sistemas complejos, con múltiples retroalimentaciones 

e interdependencias, y cambios exponenciales cuando se 

cruzan puntos de inflexión (tipping points) que pueden 

generar transformaciones irreversibles. Asimismo, todavía hay 

incertidumbre sobre cuál es la vía más costo-efectiva hacia la 

neutralidad en carbono (NAO, 2020). Existen incertidumbres 

adicionales sobre los niveles de riesgo de ocurrencia de eventos 

hidrometeorológicos extremos (y sus impactos); sobre cómo 

será la evolución tecnológica en los próximos años y décadas, 

y acerca de los comportamientos de otros actores en materia 

climática, incluyendo empresas, ciudadanos en general (por 

ejemplo, modificaciones de los patrones de consumo sostenibles) y 
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gobiernos de otros países (nivel de implementación efectiva de los 

compromisos climáticos y los cambios regulatorios) (Kunreuther, 

2014). De hecho, los gobiernos no saben si cualquier política que 

adopten será continuada o revertida por sus propios sucesores. 

Finalmente, hay incertidumbre acerca de la rapidez con la que el 

sector financiero internalizará los costos del cambio climático y 

les asignará un precio, algo que tendrá un impacto en distintos 

sectores económicos (por ejemplo, en la valoración de empresas 

productoras de petróleo, de los commodities con una elevada 

huella de carbono, de los bienes raíces en zonas costeras, etc.). 

Esta situación representa distintos desafíos para los arreglos de 

gestión pública vigentes. Por ejemplo, la incertidumbre dificulta 

la planificación y el diseño de políticas, y requiere el uso de 

metodologías de escenarios prospectivos. También demanda la 

creación de mecanismos de gobernanza colaborativa para facilitar 

consensos amplios y reducir la incertidumbre sobre la eventual 

reversibilidad de las políticas adoptadas.

5.	 El cambio climático requiere conocimientos técnicos avanzados 
en múltiples disciplinas. Como se resaltará más adelante, la gestión 

pública dinámica, capaz de responder a una evolución rápida de 

la naturaleza tanto del problema como de las soluciones exige 

más capacidad técnica que la gestión de programas fijos. Esta 

exigencia es aún más notable en el caso del cambio climático. 

Las complejas interrelaciones que se producen en este ámbito 

son campo de estudio de las ciencias ambientales, la física y la 

estadística de grandes datos (big data), entre otras disciplinas. 

Un reto sobresaliente es que muchas entidades públicas 

necesitan un conocimiento multidimensional para lidiar con las 

políticas climáticas, pero la organización vertical tradicional de 

la administración pública suele colocar este conocimiento en 

unos pocos silos. Otro desafío abarca la elaboración de “políticas 

basadas en la evidencia” en materia de cambio climático, las cuales 

implican niveles de especialización que no suelen encontrarse en 

las administraciones públicas, lo que supone un problema para los 

sistemas de gestión de recursos humanos, que deberán contemplar 

mecanismos de movilidad de carrera para atraer esos conocimientos 

especializados al sector público. Esta complejidad técnica, a su vez, 
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alimenta las tensiones intersectoriales, ya que cada actor puede 

argumentar, con cierto grado de evidencia, que son otros quienes 

deben asumir los principales costos de mitigación y adaptación.

A estos factores podría sumarse uno que excede los alcances de este 
estudio: la dificultad de conciliar una acción colectiva internacional 
contra el cambio climático. El cambio climático ha sido considerado 

como un ejemplo de la conocida “tragedia de los comunes” o del “dilema 

del prisionero”: si bien todos los países se beneficiarían de una reducción 

en las emisiones, ningún país tiene los incentivos para hacerlo por su 

cuenta (salvo, quizá, los más grandes), ya que su contribución al total 

de emisiones es minúscula (Irwin, 2009); lo racional, sobre todo para los 

países más pequeños, es ser un “polizón” (freerider) y beneficiarse de las 

reducciones que realicen los demás. Si todos razonan así, nadie reduce las 

emisiones y el problema se agrava. 

Este estudio se centra en analizar los ajustes que la gestión pública debe 
realizar para llevar adelante las políticas de cambio climático, cuyos 
retos principales están asociados a los dilemas de acción colectiva, a 
los incentivos cruzados y a la información incompleta, que dificultan 
su implementación. Si bien, en principio, es posible que los individuos o 

los actores económicos carezcan de incentivos para reducir sus propias 

emisiones –y cumplir con las políticas de cambio climático–, esto puede 

enfrentarse con acciones de gestión pública para la adopción de incentivos 

y mecanismos de información que premien y reduzcan los costos de 

transacción del cumplimiento, disminuyan los riesgos (como el de los 

“polizones”) y provean datos creíbles sobre costos e impactos. En la escala 

mundial, en cambio, no existe un Estado supranacional que resuelva el 

dilema existente entre países. 

Los mecanismos que pueden utilizarse en las interacciones entre 
los Estados para modificar estos incentivos (como los tratados 
internacionales) exceden los alcances de este estudio, que se enfoca en 
las reformas institucionales y gerenciales que cada Estado puede adoptar 
individualmente. De todas maneras, vale tener presente este desafío 

adicional que plantea el abordaje del cambio climático. Obviamente, en 

la medida en que los avances tecnológicos abran las puertas de nuevas 

oportunidades gracias al menor costo de las energías limpias (véase el 

El cambio 
climático ha sido 
considerado como 
un ejemplo de la 
conocida “tragedia 
de los comunes” o 
del “dilema del 
prisionero”.
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recuadro 3), este dilema también puede atenuarse o acaso desaparecer. 

De hecho, como los países deben inevitablemente realizar inversiones 

en adaptación, las cuales se incrementan si no hay acciones efectivas de 

mitigación, puede que exista un incentivo para fijar reglas compartidas 

para la reducción de gases contaminantes.

Pese a ser un problema “super retorcido”, todavía se sabe poco sobre 
las mejores estrategias institucionales y gerenciales para potenciar las 
intervenciones contra el cambio climático. En los últimos años se han 

desarrollado múltiples opciones de políticas públicas, tanto de mitigación 

como de adaptación, para lidiar con este fenómeno. Sin embargo, es 

escaso el conocimiento sobre las capacidades institucionales y de gestión 

requeridas para implementar con éxito esas políticas. De hecho, el principal 

desafío de hoy no parece ser encontrar alternativas de políticas, sino 

contar con la capacidad efectiva de ejecutar las políticas ya debatidas y 

diseñadas, especialmente en lo que atañe a los desafíos multisectoriales y 

de largo plazo vinculados a la transición. Este documento busca contribuir 

a cerrar la brecha de conocimiento sobre las capacidades institucionales 

de implementación. 

En virtud de las características del problema, esta sección propone 
dos grandes ejes de reforma, que se centran en los incentivos y en la 
información. Los tradeoffs intersectoriales e intertemporales, así como 

el carácter multidimensional del tema, requieren cambiar los incentivos 

de los actores para poder poner en marcha intervenciones integrales 

y coherentes. Con los incentivos hoy predominantes en el interior de 

la mayoría de los gobiernos, no será posible ejecutar tales políticas 

integradas y continuarán prevaleciendo esfuerzos fragmentados o incluso 

contradictorios. La buena noticia es que, según se presenta en la siguiente 

sección, parecen existir opciones que permitirían modificar dichos 

incentivos. En tanto, las incertidumbres y las complejidades técnicas del 

problema demandan cambios en la gestión de la información disponible 

para los encargados de la toma de decisiones, de modo que aumente la 

probabilidad de adoptar políticas basadas en la mejor evidencia existente. 

La próxima sección detalla alternativas de reforma específicas que 

contribuirían a concretar estas estrategias. 
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CAPACIDADES ESTATALES Y PROBLEMAS COMPLEJOS DE 

POLÍTICAS PÚBLICAS: CÓMO ABORDAR VULNERABILIDADES 

QUE AFECTAN EL DESARROLLO HUMANO
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05
Opciones de reforma para gestionar 
políticas contra el cambio climático

Esta sección presenta siete opciones de reforma que podrían conducir 
a poner en práctica los dos ejes clave de este informe: 1) alinear los 
incentivos de los actores clave y 2) ampliar información disponible para 
los encargados de la toma de decisiones. El gráfico 3 sintetiza la lógica 

de esta propuesta, desde los desafíos propios de la gestión del cambio 

climático (su carácter de problema “super retorcido”) hasta opciones 

de reforma institucional y gerencial. Cabe destacar que se ha buscado 

presentar opciones de reforma que fuesen coherentes entre sí y que, en 

todos los casos, pudieran potenciar su impacto al combinarse. Por ejemplo, 

la coordinación desde el CdG debería contribuir a la implementación 

coherente de planes climáticos de largo plazo, y la rendición de cuentas 

pública sobre los avances debería fortalecer los incentivos para que 

sucesivos gobiernos mantengan el foco en esos objetivos. A su vez, 

varias de estas opciones ya se enunciaron para el tema de la gestión de la 

desigualdad (capítulo 3), lo que confirma su utilidad general para abordar 

problemas públicos complejos.
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	 GRÁFICO 3 	 	 Características del cambio climático, estrategias y opciones de reforma 

Coordinación desde el Centro de Gobierno 
para asegurar un enfoque sistémico.

Instrumentos para conectar la planificación 
de largo plazo con el ciclo de las políticas.

Rendición de cuentas públicas sobre el 
avance en las metas.

Gestión adaptativa y flexibilidad gerencial.

Estándares de evidencia para la aprobación de 
políticas y regulaciones.

Sistemas de información, monitoreo y evaluación.

Desarrollo de los recursos humanos.

CARACTERÍSTICAS DEL CC ESTRATEGIAS OPCIONES DE REFORMA

CAMBIAR LOS 
INCENTIVOS DE 
LOS ACTORES

CAMBIAR LA 
GESTIÓN DE LA 
INFORMACIÓN

Tradeo�s intersectoriales
Tradeo�s intertemporales
Desafío multidimensional

Altos niveles de incertidumbre
Alta complejidad técnica

Fuente: Elaboración de los autores.

Si bien la evidencia en materia climática es todavía incipiente, hay 
indicios de que la ausencia de varios mecanismos aquí propuestos 
limita la posibilidad de avanzar. Por ejemplo, aunque varios países han 

constituido instancias interministeriales formales de coordinación climática, 

la falta de un liderazgo efectivo desde el CdG (el cual podría expresarse, 

por ejemplo, mediante la participación activa de las máximas autoridades 

políticas del Ejecutivo) ha restado potencia a su accionar. De igual modo, 

en general, los planes de largo plazo aprobados por los países todavía 

presentan escasa conexión con la programación y la presupuestación 

anual (como se observa en los persistentes subsidios para actividades 

que realizan emisiones de carbono [Ferro et al., 2020]), ya que no existen 

herramientas vinculantes que conecten ambas temporalidades, de la forma 

en que se ha ido haciendo en algunos países europeos. A su vez, y con 

excepciones como la de Chile (que incluye el “precio social del carbono” 

en el proceso de evaluación y preinversión pública [Farías, 2022]), la 

consideración de impactos climáticos en el proceso de aprobación de 

políticas y regulaciones es escasa. En este sentido, las estrategias aquí 

presentadas ayudarían a incorporar dichos impactos de manera sistemática 

en los procesos de toma de decisiones. Finalmente, la debilidad de la 
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rendición de cuentas pública también ha reducido la presión por cumplir 

con las metas comprometidas. En síntesis, la experiencia regional y global 

sugiere que la ausencia o la fragilidad de todos estos mecanismos es un 

factor limitante para el logro de resultados.

Opción de reforma 1: Coordinación desde el Centro de Gobierno para 

asegurar un enfoque sistémico

Como se señaló al describir el abordaje de la desigualdad, los desafíos 
de coordinación son un problema clásico en las organizaciones del sector 
público, con especial relevancia en los asuntos multidimensionales. Si no 

hay coordinación, pueden aparecer inconsistencias o contradicciones entre 

las políticas sectoriales, así como lagunas o vacíos de los que ninguna 

entidad se hace responsable. Puede ocurrir, por ejemplo, que un ministerio 

defina políticas orientadas a reducir las emisiones y otros incentiven o 

promuevan actividades contaminantes, neutralizando o revirtiendo los 

esfuerzos de aquél (y utilizando importantes recursos públicos durante el 

proceso; véase Ferro et al. [2020] para más detalles sobre esta situación 

en varios países de ALC). El desafío de coordinación aparece destacado en 

los análisis más recientes sobre las capacidades requeridas para afrontar el 

cambio climático (IPCC, 2023; UNFCCC, 2023).

En general, se considera que existen distintos niveles posibles de 
coordinación (Metcalfe, 1994), así como una coordinación horizontal y 
otra vertical. Un nivel mínimo de coordinación para disminuir el riesgo de 

contradicción comprende la comunicación y el intercambio de información 

entre las entidades (por ejemplo, sobre sus respectivos planes). Un paso 

adicional implica la consulta común antes de la toma de decisiones. Hasta 

aquí, la coordinación es puramente horizontal y voluntaria, entre pares. 

Sin embargo, esta forma de coordinación no suele ser suficiente para 

producir coherencia en la acción gubernamental. Incluso si las diferentes 

organizaciones involucradas comparten información y se consultan, hay 

varias razones que tornan factible la contradicción entre ellas: perspectivas 

o prioridades distintas sobre un mismo tema (por ejemplo, según su 

especialidad disciplinaria); la necesidad de atender los intereses de 

grupos sociales diversos, a menudo enfrentados; factores de “política 

burocrática” (disputas políticas, de competencias, por el presupuesto, 

Si no hay 
coordinación, 
pueden aparecer 
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contradicciones 
entre las políticas 
sectoriales.
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por la visibilidad pública, etc.). En materia climática, la responsabilidad 

primaria de las políticas suele corresponder a los ministerios de Ambiente 

o similares (Fozzard, 2019). Sin embargo, suele tratarse de instituciones 

comparativamente débiles en términos políticos, con escasas “palancas” 

para inducir la coordinación de sus pares en otros ministerios (Finanzas, 

Industria, Comercio, Agricultura, etc.) (Bailey y Preston, 2014).23 El recuadro 

4 presenta un análisis en profundidad de los desafíos de coordinación en 

materia climática para un caso de ALC: el de México.

23 A pesar de esta debilidad, un entrevistado indicó que los ministerios de Ambiente pueden tener 
suficientes recursos (derivados, por ejemplo, de su rol en las instituciones y en las redes internacionales 
en materia climática) para “resistir” los intentos del CdG de asumir la coordinación del tema. Esta 
situación puede destrabarse mediante una asociación de mutuo beneficio entre el CdG y dichos 
ministerios, como la que se sugiere más adelante.

	 RECUADRO 4. 

Desafíos de coordinación en México

 

En México, para atender al cambio climático, se requiere una acción 

coordinada que involucra casi toda la administración pública federal 

(APF) del país. Para 2022, la APF se componía de 19 secretarías de 

Estado, 15 de ellas con responsabilidad formal en la política de cambio 

climático (LOAPF, 2021: art. 26; LGCC, 2020: art. 45 y PECC, 2021). 

El sistema normativo del cambio climático establece 15 instancias de 

coordinación nacionales. Estas reúnen a más de 20 actores de manera 

explícita (15 de las 19 secretarías de Estado) y a otros 10 tipos de 

actores, que están implicados de manera indirecta (por ejemplo, las 

entidades federativas) (LOAPF, 2021: art. 26; LGCC, 2020: art. 45 y 

(continúa en la página siguiente)
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PECC, 2021). La Ley General de Cambio Climático (LGCC) asigna algunas 

responsabilidades, de manera muy general y sobre los mismos temas, a 

los tres niveles de gobierno. Esto implica que la Federación, los estados y 

los municipios deben coordinarse entre sí para implementar sus políticas. 

La principal instancia de coordinación es el Sistema Nacional de Cambio 

Climático (SINACC) (arts. 38-44 de la LGCC). Este coordina las acciones 

que realizan los tres niveles de gobierno para enfrentar la vulnerabilidad 

y los riesgos ante los efectos del cambio climático. Reúne a la Comisión 

Intersecretarial de Cambio Climático (CICC), el Congreso, los estados, 

los municipios, el Consejo de Cambio Climático (C3), la Coordinación 

de Evaluación y el Instituto Nacional de Ecología y Cambio Climático 

(INECC). Asimismo, la CICC es el mecanismo permanente de coordinación 

entre las dependencias y las entidades de la APF, y genera la Estrategia 

Nacional de Cambio Climático (arts. 60-64 de la LGCC, DOF-SEMARNAT 

03/06/2013), que es el principal instrumento de planificación en la 

materia. Por último, si se considera que México es un país con 32 estados 

y más de 2.446 municipios, sin dudas, el desafío de coordinación se torna 

aún más complejo.

Existe una compleja red de conexiones entre los actores. En promedio, 

en cada instancia de coordinación, participan 10 actores diferentes. 

Las instancias centrales de coordinación son el SINACC y la CICC. 

Sin embargo, se destacan cinco actores adicionales, de los cuales 

cuatro participan en 12 de las 15 instancias, y son los siguientes: 1) la 

Secretaría de Medio Ambiente y Recursos Naturales (SEMARNAT); 2) la 

Secretaría de Agricultura y Desarrollo Rural; 3) la Secretaría de Energía; 

4) la Secretaría de Gobernación, y 5) el INECC, que es el organismo 

descentralizado que coordina y realiza investigación sobre el cambio 

climático, evalúa la política nacional en este ámbito y brinda apoyo 

técnico a la SEMARNAT para implementarla.

 

Recuadro 4 (continuación)

(continúa en la página siguiente)
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	 GRÁFICO R4.1. 	 	 Red de instancias de coordinación y actores en el caso mexicano 

Fuente: Chudnovsky et al. (2022).

En el gráfico R4.1, se muestran en rojo las instancias de coordinación y 

se destacan las tres principales. Los actores se presentan en gris y se 

resaltan aquellos de mayor relevancia en la política de cambio climático 

(para efectos ilustrativos, se presenta un menor número de nodos grises).

En términos de análisis, se califica al sistema normativo mexicano como un 

sólido cuerpo institucional. Su solidez radica en que su contenido coincide 

con los objetivos de la Convención Marco de las Naciones Unidas sobre el 

Cambio Climático (CMNUCC) y los del Acuerdo de París. Atiende todos 

los compromisos emanados de ambos y, además, contiene regulaciones 

específicas correspondientes a los desafíos climáticos del país.

La complejidad del número de actores y de las funciones contempladas 

en los marcos normativos usualmente representan un reto para la 

coordinación que se precisa para implementar políticas “retorcidas” como 

las de cambio climático. En primer lugar, esta exuberancia de organismos 

y funciones eleva los costos de la acción coordinada (con planes, 

objetivos y metas), ya que demanda la concurrencia de las funciones 

de múltiples entidades. En segundo lugar, la presencia de funciones, 

facultades y responsabilidades diversas puede generar conflictos en 

Recuadro 4 (continuación)

(continúa en la página siguiente)
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cuanto a la competencia, que reducen los incentivos para un accionar 

colaborativo. En tercer lugar, dicha multiplicidad vuelve más compleja la 

organización y la puesta a disposición de información sobre los recursos 

presupuestales disponibles, lo cual se refleja en una desconexión entre 

el presupuesto y las atribuciones asignadas. En materia presupuestaria, 

el ejemplo más evidente se observa en el INECC, ya que, con un 

presupuesto limitado, participa en 26 de las 169 acciones puntuales que 

se estipulan en el Programa Especial de Cambio Climático (PECC). Este 

programa es el principal instrumento de planificación; en él se delimitan 

las acciones gubernamentales dirigidas a cumplir con los compromisos 

internacionales, como las contribuciones determinadas a nivel nacional 

(NDC, por sus siglas en inglés).

También existen posibles conflictos en la distribución de competencias en 

relación con el nivel subnacional de gobierno. Véase, por ejemplo, el caso 

de los residuos: los de manejo especial son atribución de los estados, 

mientras que los residuos sólidos corresponden al ámbito municipal. Esto 

puede derivar en que las responsabilidades se diluyan, y surga así un 

obstáculo adicional para la coordinación entre actores, ya que la falta de 

rendición de cuentas restringe los incentivos de cada actor.

Como conclusión general, se registra un avance gracias a la existencia de 

una arquitectura institucional de coordinación, pero se observan desafíos 

para hacer que la coordinación sea efectiva. La regulación del cambio 

climático abarca tantas esferas y yuxtapone tantas facultades, que se 

vuelve indispensable establecer la concurrencia normativa de facultades 

entre la Federación, las entidades federativas y los municipios. Desde ya, 

este es solo un análisis normativo y, por ende, provisorio. Sin embargo, 

si ya se advierte complejidad en las reglas formales, la expectativa de su 

cumplimiento en el plano de la coordinación real se torna poco auspiciosa.

Nota: Este recuadro ha sido elaborado por Mariana Chudnovsky y Tomás Damerau.

 

 

Recuadro 4 (continuación)
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En función de los múltiples desafíos de coordinación que existen entre 

las entidades con incumbencia en el tema, surge la necesidad de una 

coordinación “vertical”, que oficie como árbitro entre las entidades y 

minimice las inevitables divergencias. Un mecanismo potente consiste 

en definir una visión y una estrategia compartidas para el conjunto del 

gobierno, con objetivos claros para todos los ministerios y organismos. 

Pero incluso si dicha visión común lograra consolidarse, se debe asegurar 

un proceso que permita hacerla operativa o concretarla en decisiones 

coherentes de políticas públicas y en una implementación sincronizada. 

Los ministerios y organismos tienen escasos incentivos para someterse a 

este proceso; cada uno preferiría tomar sus propias decisiones, de acuerdo 

con su perspectiva, sus prioridades y sus intereses en cada tema. Más 

aún, ningún ministerio tendría incentivos para asumir costos vinculados 

a la reducción de emisiones. Por lo tanto, la gestión de este proceso no 

puede confiarse a los propios ministerios ni organismos sectoriales. La 

responsabilidad debe recaer en un actor suficientemente empoderado, 

que no tenga un interés sectorial particular y que esté guiado por el interés 

del gobierno en su conjunto. Las instituciones, unidades y funcionarios del 

CdG poseen estos atributos.

El CdG necesita instaurar una visión y objetivos compartidos en todo el 
gobierno; de lo contrario, puede incluso agravar la descoordinación de 
la acción estatal. En Estados Unidos, los intentos iniciales de abordar el 

cambio climático de forma transversal redundaron en una acumulación 

de instancias de coordinación lideradas por distintas unidades del CdG. 

Como puede apreciarse en el gráfico 4 (GAO, 2011), a comienzos de la 

década de 2000, distintas unidades de la Oficina Ejecutiva del Presidente 

establecieron sus propios comités o grupos de trabajo interministeriales 

para abordar ciertos aspectos del desafío climático. Aunque resulte 

paradójico, se produjo una fragmentación de la coordinación, lo cual 

obstaculizó la existencia de una iniciativa coherente o conjunta. De 

hecho, la Government Accountability Office (GAO) (GAO, 2011) reportó 

dificultades para que los diferentes comités accedieran siquiera a 

información sobre el trabajo de los demás. Es posible que los mismos 

incentivos que dificultan la coordinación entre ministerios estuvieran 

operando entre unidades del propio CdG, de modo que cada una 

defendía su propio “territorio” burocrático. El caso resalta la imperiosa 

necesidad de asegurar una visión compartida, y también el riesgo de 
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habilitar una proliferación de instancias de coordinación no articuladas, 

en última instancia, por un órgano del CdG. Cabe notar que, en 2021, el 

presidente estadounidense creó la figura del Asesor Nacional del Clima, 

que opera en la Oficina Ejecutiva del Presidente, para lo cual tomó como 

modelo figuras similares de las áreas de seguridad nacional y política 

económica, con la finalidad de coordinar los esfuerzos de todo el gobierno 

en esta temática. En ALC, Costa Rica constituye un caso de interés: su 

Plan Nacional de Descarbonización 2018-50 se puso en marcha con un 

liderazgo importante de parte de la Presidencia, en conjunto con la entidad 

sectorial correspondiente (Ministerio de Ambiente y Energía) y con el 

respaldo del Ministerio de Planificación Nacional y Política Económica 

(MIDEPLAN) y del Ministerio de Hacienda. El Plan, por ejemplo, catalizó 

la formulación posterior de programas y políticas específicos en sectores 

clave (transporte, energía), y prevé la conformación de una instancia de 

coordinación intersectorial, con base en la Presidencia, para supervisar la 

implementación (Delgado, Eguino y Lopes, 2021). 
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	 GRÁFICO 4 	 	 Fragmentación de los esfuerzos iniciales de coordinación en Estados Unidos, 	
			   2011 
 

 
  

 
 

Figure 4. Selected Coordination Mechanisms for Federal Climate Change Activities 
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Por todo lo expuesto, se debería procurar un enfoque “de sistema”, 
con una visión de la totalidad del gobierno (whole-of-government) e 
incluso de toda la sociedad (whole-of-society) sobre el tema. Aun si 

el CdG logra alinear los incentivos para favorecer la coordinación, esta 

requiere también que exista claridad sobre qué es lo que el gobierno 

busca lograr, especificando metas comunes, metas individuales y su 

contribución a las comunes, y mecanismos adecuados de seguimiento. 

En su estrategia para alcanzar la neutralidad en carbono para 2050, 

el gobierno británico ha adoptado un “enfoque de sistema” (systems 
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approach) (HM Government, 2021; véase también Prime Minister’s Council 

for Science and Technology, 2020). Esta perspectiva busca atender las 

múltiples dimensiones económicas, sociales y ambientales vinculadas al 

cambio climático, y cómo cada una de ellas impacta en las demás. De 

esta manera, se procura facilitar que distintos ministerios y organismos 

(así como actores no gubernamentales) queden comprehendidos en el 

objetivo conjunto de la neutralidad en carbono, incluso aquellos cuya 

responsabilidad primaria tenga otro centro de atención. Para ello, han 

conformado instancias interministeriales24 de discusión, una de ellas 

presidida por el propio Primer Ministro; se ha tratado de explicitar y 

de mapear las interdependencias entre los distintos componentes del 

sistema, y se han modelado diferentes escenarios según las acciones 

adoptadas en cada sector. Un beneficio adicional de un enfoque integral 

es la posibilidad de brindar mayor certidumbre al sector privado sobre 

la visión compartida por todas las áreas del gobierno, para alentar así las 

inversiones requeridas en materia climática.

La implementación de este enfoque sistémico entraña un potencial 
desafío en términos de complejidad. El gráfico 5, proveniente de la 

estrategia mencionada (HM Government, 2021), esboza las interacciones 

y retroalimentaciones involucradas en el desarrollo de los vehículos 

eléctricos, incluidos elementos de demanda y generación de electricidad; 

inversión y manufactura; infraestructura (como estaciones de carga); 

confianza ciudadana en estos vehículos, etc. Es decir: en la consideración 

de una única iniciativa (el impulso de los vehículos eléctricos) dentro del 

portafolio de acciones incluidas en la política climática, ya se identifican 

múltiples y complejas interacciones. Nótese la diferencia, por ejemplo, 

con las secuencias lineales entre insumo, proceso, producto y resultado 

de instrumentos más tradicionales como los “marcos lógicos”, que 

generalmente omiten la retroalimentación entre esos elementos. Si el 

gráfico se extendiera al conjunto de la acción climática, el mapa podría 

tornarse ilegible; y, si se incorporaran los impactos de estas acciones sobre 

otras prioridades gubernamentales, prácticamente abarcaría todos los 

temas posibles. De todas maneras, existen instrumentos para sintetizar las 

24 Un desafío pendiente es cómo incorporar en dichas instancias a órganos autónomos que tienen 
un rol clave en materia de mitigación (por ejemplo, ciertos organismos de regulación), así como a los 
gobiernos locales, cuyas disposiciones en temas como transporte, uso del suelo y vivienda también 
tienen alto impacto (NAO, 2020).

Un beneficio 
adicional de un 
enfoque integral es 
la posibilidad de 
brindar mayor 
certidumbre al 
sector privado 
sobre la visión 
compartida por 
todas las áreas del 
gobierno.
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interacciones de manera más agregada, que podrían facilitar esta tarea 

y favorecer, de este modo, la comprensión de los impactos que implica 

cada iniciativa. Mas allá de su complejidad, el gráfico 5 muestra cómo 

políticas específicas en materia de cambio climático –como el desarrollo 

de vehículos eléctricos– suponen la necesidad de numerosos productos 

concurrentes para el crecimiento de un mercado determinado, lo que a su 

vez supone la intervención de múltiples organismos cuyas funciones son 

indispensables para crear dichos productos. El enfoque sistémico resulta 

útil, cuando menos, para identificar los productos que se precisan para 

implementar políticas específicas y las intervenciones y funciones de las 

entidades requeridas para ello, así como la necesidad de un órgano que 

las articule. La ausencia de este enfoque impide que las diversas entidades 

participantes cuenten con una visión común que establezca cómo 

implementar las políticas.
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	 GRÁFICO 5 	 	 El enfoque “de sistema” en la política climática de Reino Unido

Figure 4: Example of a ‘systems map’ showing some interactions to consider 
in the roll out of electric vehicles 

67

Chapter 2 – The Journey to Net Zero

Fuente: HM Government (2021).
Nota: Se trata de la versión original en inglés, pues se presenta con fines ilustrativos.

 

Una dificultad adicional que conviene atender es la posibilidad 
efectiva de que el CdG lidere esta agenda en la práctica; aunque la 
mayoría de los países de ALC ha creado formalmente gabinetes o 
comités interministeriales de cambio climático, la evidencia sobre su 
funcionamiento real es muy acotada. Si bien el involucramiento del 

CdG crea incentivos para que los ministerios y organismos acepten la 

coordinación, puede resultar difícil lograr el liderazgo sostenido desde 

el centro. En general, dichas unidades deben atender varias prioridades 

gubernamentales, muchas de ellas de carácter urgente. Por lo tanto, es 

difícil asegurar que se centren en el cambio climático. Por ejemplo, en 
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Reino Unido, el comité interministerial de cambio climático liderado por 

el Primer Ministro prácticamente no se reunió en los meses posteriores 

a su conformación, ya que los líderes del gobierno debieron enfocarse 

en la crisis de la COVID-19 (Sasse et al., 2021). A su vez, las áreas de 

un CdG suelen tener una intensa rotación de personal, lo cual puede 

implicar cambios en los asuntos priorizados. Dicha rotación, asimismo, 

dificulta la adquisición de habilidades de liderazgo y de niveles mínimos 

de conocimiento sobre la agenda climática (si bien el CdG no busca 

reemplazar la especialización presente en los ministerios de línea ni en 

los organismos, sí precisa un dominio básico de la temática para poder 

realmente guiar los procesos).25 En ALC, la mayoría de los países cuenta 

con instancias permanentes de coordinación interministerial en materia 

climática (Comisión Europea, 2019), pero en varios casos su única huella en 

la web es la norma de su creación, y (de existir) no se publican las minutas, 

los acuerdos ni los compromisos asumidos. 

En síntesis: no alcanza simplemente con alojar formalmente la 
responsabilidad coordinadora en el CdG, sino que se requiere un 
compromiso sostenido y el desarrollo de capacidades suficientes para 
hacerlo (NAO, 2020); conformar una unidad dedicada al tema puede 
constituir una opción para ello. Por supuesto, para impulsar cualquier 

objetivo gubernamental, es menester contar con voluntad política, pero 

quizás esta última sea aún más necesaria en el caso de un problema 

retorcido y transversal como el cambio climático. Para ello, puede resultar 

de utilidad establecer una delivery unit responsable de la coordinación y el 

seguimiento de la política climática (Prime Minister’s Council for Science 

and Technology, 2020). Esta entidad puede dar el apoyo gerencial y técnico 

requerido para el funcionamiento efectivo de un comité interministerial de 

cambio climático liderado desde el CdG. La sostenibilidad también puede 

alcanzarse con medidas orientadas a alterar los incentivos de las unidades 

de coordinación (por ejemplo, la creación de instituciones de gobernanza 

colaborativa, donde la presencia del sector privado y de la sociedad civil 

impulsen los incentivos del gobierno para mantener la vigencia de la agenda 

de cambio climático). Evidencia de ello puede verse en el caso de otras 

políticas, como las que se describen en el capítulo sobre la desigualdad.

25 Una opción posible es que el CdG aporte el liderazgo para convocar a los actores clave y se apoye 
técnicamente en el Ministerio de Ambiente u otro ministerio similar (Elliot et al., 2019).
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El liderazgo del CdG podría ser menos necesario una vez que la agenda 
climática se vuelva central (mainstream) en los planes de todos los 
ministerios y organismos. Si las consideraciones de impacto climático 

eventualmente arraigan en todas las políticas sectoriales, es posible que 

el papel del CdG resulte menos crítico o que su faceta coordinadora se 

vea facilitada. Pero, ¿cómo lograrlo? La siguiente opción analiza el modo 

de vincular los objetivos de largo plazo fijados por los gobiernos en la 

planificación y presupuestación de corto plazo.

Opción de reforma 2: Instrumentos para conectar la planificación de largo 

plazo con el ciclo de políticas

Como se puntualizó en la sección anterior, el cambio climático plantea 
un dilema intertemporal: se requiere una acción sostenida, desde el 
presente, para minimizar costos futuros. Este es uno de los atributos 

que tornan este fenómeno en un asunto complejo y wicked. Incluso si un 

gobierno decide asumir los costos presentes de la acción climática, no 

podrá evitar la incertidumbre sobre la sostenibilidad de estas acciones; 

entre otras cosas, futuros gobiernos pueden discontinuarlas. Esta 

incertidumbre es un desincentivo adicional para la acción presente. Sin 

embargo, un mecanismo posible para reducirla es la aprobación de planes 

de largo plazo que definan un sendero de políticas también para los 

siguientes gobiernos. Como se detalla en los párrafos siguientes, los planes 

de largo plazo pueden cumplir este propósito si surgen de consensos 

amplios, si definen objetivos precisos y medibles, y si se concretan en 

la programación presupuestaria, en general mediante disposiciones 

vinculantes sancionadas a nivel legislativo.

La gran mayoría de los gobiernos ya ha desarrollado instrumentos 
de planificación en materia climática. Prácticamente todos los países 

(incluidos todos los de ALC) han presentado contribuciones determinadas 

a nivel nacional (NDC) de corto y mediano plazo, en cuyo caso detallan 

cómo prevén reducir sus emisiones de gases contaminantes para contribuir 

al objetivo común de la neutralidad en carbono en 2050. En el marco del 

Acuerdo de París, cada dos años los países deben reportar los avances y, 

cada cinco, actualizar los planes. Un grupo más acotado de países (35 en 

Los planes de largo 
plazo pueden 
cumplir este 
propósito si surgen 
de consensos 
amplios, si definen 
objetivos precisos 
y medibles, y si se 
concretan en la 
programación 
presupuestaria.
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octubre de 2021)26 presentó estrategias de largo plazo (LTS, por sus siglas 

en inglés) con horizontes temporales de 30 años. Si bien cada LTS tiene 

su propio formato, estas suelen incluir metas cuantitativas de reducción 

de gases contaminantes, estrategias sectoriales con hitos identificables, 

mecanismos de implementación e instrumentos de monitoreo (Elliot et al., 

2019). Varios países de ALC han adoptado, asimismo, otros compromisos 

de largo plazo, como el de la neutralidad en carbono para 2050, el de 

generar al menos un 70% de la energía de fuentes renovables para 2030 

y el de establecer metas sectoriales específicas en temas de forestación, 

agricultura y agua, entre otros (FMI, 2021). 

La planificación de largo plazo es necesaria para abordar los tradeoffs 
intertemporales antes descritos, creando incentivos para sostener los 
esfuerzos en materia climática. Estos planes incorporan información 

y análisis que hacen más transparentes las consecuencias de aplazar 

medidas que traen aparejados costos inmediatos, ya que se deben 

alcanzar metas intermedias de reducción de gases contaminantes 

previamente establecidas. A su vez, al ser producto de análisis y de 

información robustos, y gracias a una amplia divulgación, estos planes 

pueden dar mayor certidumbre sobre la sostenibilidad de las decisiones 

de políticas públicas ante los cambios de gobierno, pues destacarían 

el aumento de los costos políticos que se deberían afrontar si se los 

abandonara. En efecto, los planes sólidos, que gozan de mayor aceptación 

entre el público y los actores políticos, fortalecen la confianza de los 

actores privados para que se comprometan con inversiones de largo 

aliento. Por lo tanto, potencialmente, instituir una planificación de largo 

plazo en materia climática constituye una reforma institucional de 

impactos positivos (véase BID y DDPLAC [2019] para más detalles sobre 

la experiencia de distintos países de ALC). En OCDE (2017b) pueden 

hallarse ejemplos de la sostenibilidad de las políticas públicas cuando se 

abordan mediante planes consensuados de largo plazo (planificación de 

infraestructura de largo plazo).  

 

26 Véase el enlace: https://www.climatewatchdata.org/lts-explore (consultado el 29 de octubre de 2021).

https://www.climatewatchdata.org/lts-explore
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Un elemento esencial para que sucesivos gobiernos den continuidad 
al plan de largo plazo es la generación de consensos amplios cuando 
este se formula (OCDE, 2019). Una mayoría legislativa estrecha puede ser 

revertida en un ciclo electoral.27 En los casos de Dinamarca y Suecia, las 

leyes del clima se sancionaron con grandes mayorías legislativas, reflejo 

de un consenso bien extendido, y, por ende, son difíciles de revertir. Un 

proceso de discusión integral, que contemple la consulta con actores 

económicos y sociales clave (e incluya sectores probablemente resistentes 

a los cambios, como los que dependen de actividades basadas en el 

carbono), puede favorecer la legitimidad de los planes y, por lo tanto, 

su perdurabilidad. Existen distintos mecanismos para organizar dichas 

discusiones; en algunos casos, recurrir a la Regla de Chatham House28 

puede ser útil para mantener la confidencialidad de lo debatido y alentar 

posturas francas, incluso con la habilitación de ámbitos más reducidos 

donde poder tratar temas delicados. El involucramiento directo de la 

ciudadanía también es un mecanismo relevante (véase la opción de 

reforma 3).

Sin embargo, la búsqueda de consensos no debería implicar que los 
objetivos del plan se vuelvan demasiado generales o ambiguos. Es 

difícil que los objetivos genéricos o imprecisos, cuyos avances no pueden 

documentarse de manera rigurosa, puedan gestionarse adecuadamente ni 

someterse a medición y supervisión. Por lo tanto, no inspirarían confianza 

en los actores económicos y sociales. La experiencia acumulada de la 

gestión por objetivos, tanto en organizaciones públicas como privadas, 

señala que la definición de “éxito” debe estar claramente especificada.29 

Por lo tanto, la búsqueda de un consenso amplio no debe concretarse a 

expensas de la especificidad de los objetivos que se quieran alcanzar. La 

claridad de estos últimos y las responsabilidades para hacer efectivo su 

cumplimiento también son clave para la rendición de cuentas públicas, lo 

cual constituye un potente incentivo adicional que hay que contemplar 

27 Por ejemplo, la Ley de Energía Limpia de Australia de 2011, que establecía un precio para la emisión 
de carbono, fue aprobada por un gobierno en minoría y derogada tres años después con la asunción de 
un nuevo gobierno.

28 Según la Regla de Chatam House, las personas que asisten a una reunión pueden luego utilizar y 
difundir libremente lo conversado, pero sin atribuir a ningún participante las ideas discutidas.

29 Véase, por ejemplo, Borgonovi, Anessi Pessina y Bianchi (2018), donde se destaca que uno de los 
pilares de los estudios, las teorías y la práctica de la gestión es que “nada puede mejorar si no se lo 
mide”. Esta afirmación es casi universalmente aceptada. Véase también Behn (2014): “El equipo de 
liderazgo debe especificar el propósito público que busca alcanzar”.
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(véase la opción de reforma 3). A la vez, la existencia de metas explícitas 

no implica que las estrategias de largo plazo tengan que ser rígidas; se 

debe establecer un mecanismo flexible de actualización e iteración que 

permita incorporar nueva información y los avances técnicos que surjan 

(Jaramillo y Saavedra, 2021).

Para que los planes de largo plazo tengan estos efectos deseables, es 
imprescindible asegurar su conexión con la planificación de corto plazo, 
el ciclo de políticas y la presupuestación, y aquí todavía se observan 
debilidades que vale la pena resaltar. Los países de ALC tienen sobrada 

experiencia con planes de largo plazo ambiciosos, en múltiples áreas de las 

políticas públicas, sin ninguna incidencia en la toma de decisiones de los 

gobiernos. Este tipo de instrumentos no resultaría útil para los desafíos del 

cambio climático. Por ello, se requiere conectar la aspiración de largo plazo 

con las más conocidas herramientas de corto y mediano plazo. En este 

aspecto, se observan debilidades importantes. De los 157 países que han 

incluido metas integrales de reducción de emisiones en sus NDC, solo 58 lo 

han hecho mediante políticas o leyes nacionales. Y, de ese total de 58, solo 

17 tienen metas que coinciden con las definidas en los NDC (Nachmany 

y Mangan, 2018). Esta falta de alineamiento entre los compromisos 

internacionales y la acción nacional obstaculiza la presencia de una 

programación y una presupuestación que realmente permitan alcanzar 

los objetivos comprometidos a nivel internacional. Como destacó un 

entrevistado, los compromisos internacionales son asumidos, en ocasiones, 

por áreas de gobierno que carecen de la capacidad para luego alinear 

las políticas de todo el gobierno detrás de esas metas; de hecho, puede 

ocurrir que tomen los compromisos sin un proceso previo de consulta con 

las entidades que deben contribuir a su logro.

Algunos países han establecido por ley mecanismos para conectar los 
planes de largo plazo con la acción de los sucesivos gobiernos. Varios 

países europeos presentan casos e instrumentos que cabe considerar:

•	 Mediante la Ley de Cambio Climático de 2008, Reino Unido fijó 

una meta de largo plazo de reducción de emisiones (reforzada 

en 2019) y estableció la obligación de los gobiernos de presentar 

metas intermedias cada cinco años, que deben estar expresadas en 

“presupuestos de carbono” legalmente vinculantes. Por lo tanto, una 
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vez expuestas dichas metas totales, los gobiernos deben determinar 

qué proporción de las reducciones provendrán de distintos sectores. 

De todas maneras, hasta la fecha los avances han sido menores a 

lo esperado en los primeros presupuestos de carbono, lo cual ha 

impulsado la realización de cambios en la estrategia adoptada por el 

gobierno (Sasse, 2021). 

•	 En Suecia, la Ley Climática de 2017 estableció un objetivo de 

neutralidad de emisiones para 2045 y, para alcanzarlo, exige que los 

gobiernos presenten al Parlamento lo siguiente: i) planes de acción 

cada cuatro años, especificando las próximas medidas que se van a 

adoptar y en qué fechas; ii) junto con la Ley de Presupuesto I, una 

evaluación de las medidas implementadas y un análisis de futuras 

medidas por adoptar. La Ley también detalla metas intermedias para 

2020, 2030 y 2040, tanto en términos de la reducción general de 

gases contaminantes como para sectores específicos. 

•	 La Ley Climática de Dinamarca de 2019 determina metas para 2030 

y 2050, y obliga a los gobiernos a fijar metas intermedias cada 

cinco años, las cuales deben ser cada vez más exigentes. También 

indica que se deben instaurar indicadores sectoriales (agricultura, 

transporte, construcción, energía, industria). Adicionalmente, se 

establece que, antes de enviar el Proyecto I de Ley de Presupuesto, 

los gobiernos deben remitir al Parlamento un plan de políticas 

climáticas con datos de monitoreo de las metas y, si el desempeño 

ha sido inferior al esperado, qué nuevas iniciativas se proponen 

para corregirlo. 

Vale remarcar que todas estas disposiciones son legalmente vinculantes. 
Si bien las de Suecia y Dinamarca son experiencias recientes y, por lo 

tanto, no puede apreciarse su efecto de largo plazo, constituyen algunos 

de los estándares institucionales más exigentes a nivel global para 

poner en práctica los compromisos internacionales de largo plazo en 

planes nacionales de corto y mediano plazo. En ALC, los Marcos Fiscales 

de Mediano Plazo pueden constituir un instrumento para favorecer la 

operacionalización de las metas climáticas de más largo plazo.
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A su vez, cuando los objetivos se concretan en la planificación y en la 
programación de las entidades públicas, es clave que se les dé prioridad 
y que no queden relegados detrás de otros objetivos institucionales 
(que en ocasiones pueden estar en conflicto con aquellos). La acción 

climática será efectiva cuando sus objetivos se incorporen de manera 

central y sistemática en la actividad de todas las áreas del gobierno. Pero 

no es suficiente que dentro de las decenas (o centenas) de objetivos 

institucionales de las entidades se incluyan algunos referidos al clima; en 

tales casos, es probable que su influencia se diluya y que las entidades 

prioricen sus objetivos más tradicionales y propios de su mandato 

sectorial. Según Ang (2019), esto ha sucedido en China cuando se 

incorporaron metas ambientales en los gobiernos locales: como estas 

representaban solo un puñado de las 112 metas fijadas por el gobierno 

central para los gobiernos locales, estos priorizaron el logro de otros 

objetivos, en el entendido de que no serían penalizados por unos pocos 

incumplimientos. De hecho, varios de los otros objetivos (como el aumento 

de la producción industrial) pueden estar en tensión con el logro de las 

metas ambientales. La existencia de contradicciones o conflictos en el 

mandato de una institución es un desafío habitual de las administraciones 

públicas (véanse Aucoin, 1997; Carrigan, 2018). En esas situaciones, puede 

que las entidades “sacrifiquen” algunos de los objetivos para maximizar 

otros. Es posible que los ministerios que tienen el mandato sectorial de 

impulsar cierta actividad (industrial, agrícola, energética, etc.) concentren 

sus prioridades únicamente en ello y releguen todo lo que pudiera limitar 

su maximización (por ejemplo, consideraciones relacionadas con el 

impacto climático). 

Por ello, es clave que las áreas centrales de planificación y 
presupuestación aseguren la suficiente priorización de las metas 
climáticas cuando monitorean el desempeño institucional. Una opción 

para lograrlo es conectar las metas climáticas con otras prioridades, 

especialmente si tienen un impacto de más corto plazo. Por ejemplo, los 

objetivos climáticos se pueden asociar con la mejora de la calidad del aire, 

como en China, o con la seguridad nacional, como en Estados Unidos y 

Francia (Bailey y Preston, 2014); también la creación de nuevos empleos 

“verdes” puede ligarse a la innovación tecnológica requerida para la 

reducción de emisiones.
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En ALC se registran también algunos avances, aunque persisten los 
desafíos en este aspecto. Países como Chile, Costa Rica, Guatemala 

y Suriname han definido planes de financiamiento y de inversión para 

concretar sus estrategias de largo plazo. Pero, para 2019, solo el 19% de 

los países de la región tenía una estrategia de financiamiento para sus 

NDC. Por lo tanto, avanzar en precisar los “medios de implementación” de 

los compromisos es considerado “un tema pendiente y clave para ejecutar 

las acciones que permitan alcanzar los objetivos climáticos” (LEDS-LAC, 

2019: 7).

Opción de reforma 3: Rendición de cuentas pública sobre el avance  

de las metas

El monitoreo ciudadano constituye un valioso incentivo potencial 
para sostener el foco de los gobiernos en los objetivos climáticos. 
De hecho, la acción emprendida por varios gobiernos a nivel global, a 

pesar del problema de acción colectiva descrito en la sección 4, puede 

atribuirse a la presión ciudadana. En varios países, esto se evidencia en 

el crecimiento electoral de partidos políticos orientados principalmente a 

los temas ambientales (McBride, 2022). Por lo tanto, facilitar el monitoreo 

ciudadano y la rendición de cuentas pública contribuye a modificar los 

incentivos de los gobiernos y a favorecer la prioridad de los objetivos 

climáticos. Es probable que la información necesaria para la gestión no sea 

idéntica a la que se debe divulgar al público. Por ejemplo, la información 

para el monitoreo interno suele contemplar los niveles de ejecución 

de las actividades y las operaciones gubernamentales, para detectar 

tempranamente eventuales demoras; sin duda, son datos valiosos para 

los directivos públicos y para el seguimiento del CdG, pero la rendición 

de cuentas pública debería enfocarse en el cumplimiento de metas de 

producto y resultado. Se trata de ejercicios distintos. Los principios y 

herramientas de cuentas son similares a los descritos en la sección sobre 

desigualdad; aquí, se analiza su adopción práctica en materia climática.

La mayoría de los gobiernos se ha fijado metas climáticas, pero, si no 
existe la rendición de cuentas pública, el costo de incumplimiento es 
demasiado bajo. En múltiples áreas de las políticas públicas, la publicación 

de metas medibles y cuantificables es un intento de los gobiernos por 



05 OPCIONES DE REFORMA PARA GESTIONAR POLÍTICAS  
CONTRA EL CAMBIO CLIMÁTICO

94

fortalecer la confianza ciudadana (Boswell, 2018; Alessandro et al., 2021; 

Keefer y Scartascini, 2022). Por un lado, porque a priori esto señala un 

compromiso “real” de los gobiernos ante ciertos objetivos; por otro, 

porque la cuantificación está asociada a una mayor objetividad en 

la evaluación del desempeño. En materia climática, la mayoría de los 

gobiernos nacionales, e incluso muchos gobiernos locales, se han fijado 

metas medibles. Sin embargo, para que las metas tengan impacto, se 

requiere una rendición de cuentas periódica y sustantiva sobre los avances 

registrados. Publicar la información de los avances aumenta el costo 

político ante eventuales incumplimientos y, por ende, crea incentivos 

para que los gobiernos se esfuercen en alcanzar los objetivos. Asimismo, 

la rendición de cuentas debe implicar una identificación clara de los 

responsables de las acciones que se lleven adelante y de los objetivos por 

alcanzar (Delgado, Eguino y Lopes, 2021). Por supuesto, hay resultados 

climáticos que no dependen solamente (o, incluso, principalmente) de lo 

que hagan los gobiernos, pero los compromisos internacionales asumidos 

contienen metas de resultados intermedios y finales que sí están ligados a 

políticas y regulaciones gubernamentales (por ejemplo, sobre los niveles 

de emisiones), o al menos se ven influidos por ellas, lo cual amerita que se 

contemple la responsabilidad correspondiente en términos de desempeño.

Los gobiernos suelen publicar escasa información sobre los avances 
logrados, aunque hay otros actores que cubren la brecha. Si bien 

muchos países cuentan con portales de datos abiertos que contienen 

bases de datos en materia climática, esta información es difícilmente 

interpretable por el público general. El reporte preciso de los avances 

es aun menos frecuente. Por ejemplo, menos del 40% de los 70 países 

que presentaron planes nacionales de adaptación realiza un monitoreo 

efectivo de su implementación, y solo el 20% ha publicado informes de 

avances ([Leiter, 2021] vale notar que dos países con reportes publicados 

son latinoamericanos: Chile y México). Pese a la limitada acción de los 

gobiernos, diversas organizaciones internacionales y no gubernamentales 

han desarrollado tableros en línea que permiten monitorear los avances 

de una forma accesible aun para el público no experto. Algunos de 

estos tableros incluso permiten la comparación entre países, lo que 

puede potenciar la “incomodidad” (shaming) de aquellos gobiernos más 

rezagados y, de este modo, incentivar un mayor compromiso con el tema. 

El gráfico 4 presenta algunos ejemplos relevantes.
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	 GRÁFICO 6 	 	 Ejemplos de tableros de seguimiento de metas climáticas  

 
 

Fuentes: www.climateactiontracker.org y www.policyconnect.org (consultadas el 8 de noviembre de 2021).
Nota: Se trata del original en inglés, pues se presenta con fines ilustrativos.

 
 
Los mecanismos robustos de rendición de cuentas deberían contemplar 
cuatro elementos clave (Higham et al., 2021). En primer lugar, debe 

quedar claro qué es lo que se espera que los actores hagan o alcancen, 

y para cuándo (por ejemplo, metas de reducción de emisiones, metas de 

adaptación, prohibición de ciertas actividades para determinada fecha, 

cumplimiento de obligaciones o estándares internacionales, creación de 

instancias de gobernanza, etc.). En segundo lugar, es menester especificar 

quién es el responsable por esos objetivos o acciones, y ante quién 

http://www.policyconnect.org
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debe rendir cuentas por su logro (poder legislativo, cuerpos asesores 

independientes, ciudadanía en general, etc.) En tercer lugar, hay que 

definir cómo se medirá el cumplimiento. Y, finalmente, es preciso consignar 

qué sucederá en caso de incumplimiento (por ejemplo, intervención 

parlamentaria o ministerial; decisiones judiciales; instrucciones y multas 

por parte de los reguladores, entre otras medidas). En general, este 

último aspecto es el menos desarrollado en los marcos de rendición de 

cuentas creados por las normativas climáticas nacionales. En su ausencia, 

el mecanismo reputacional o de presión ciudadana se vuelve incluso más 

relevante como incentivo para el logro de los objetivos. Obviamente, 

permanece el desafío de que los ciudadanos realmente valoren la 

problemática y, por lo tanto, exijan resultados, pero (más allá de las 

campañas públicas de sensibilización) esto parece exceder el ámbito de 

acción de los gobiernos.

En virtud de los incentivos posiblemente limitados de los gobiernos 
para recolectar y publicar la información necesaria para la rendición 
de cuentas, la creación de oficinas independientes de asesoramiento y 
supervisión puede contribuir en este sentido. La Ley de Cambio Climático 

de Reino Unido de 2008, un esfuerzo pionero en materia de legislación 

climática, estableció la creación de un Comité Independiente sobre 

Cambio Climático. Entre sus funciones, al Comité se le ha atribuido la de 

monitorear los avances en lo que se refiere a la reducción de emisiones 

y al aumento de la resiliencia climática (realiza un seguimiento de casi 

400 indicadores de distintas fuentes, la mayoría gubernamentales), y 

elaborar un informe, que presenta ante el Parlamento, al que el Ejecutivo 

debe responder. En general, el Comité ha sido un factor relevante para la 

reducción de emisiones lograda en el país desde entonces (Averchenkova, 

Fankhauser y Finnegan, 2018), y ha contribuido a sostener una perspectiva 

de largo plazo y a apuntalar la ambición en las metas. Aunque carece de 

competencias formales sobre política climática, este tipo de entidades ha 

demostrado que tiene la capacidad de influir sobre los gobiernos gracias 

a la presión pública que generan sus intervenciones. En el caso británico, 

la independencia del Comité se asegura principalmente por la robusta 

“institucionalidad informal” del país, ya que tanto el presupuesto del 

La Ley de Cambio 
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esfuerzo pionero 
en materia de 
legislación 
climática, 
estableció la 
creación de un 
Comité 
Independiente 
sobre Cambio 
Climático.



05 OPCIONES DE REFORMA PARA GESTIONAR POLÍTICAS  
CONTRA EL CAMBIO CLIMÁTICO

97

Comité como la selección de sus miembros dependen del gobierno.30 En 

países con prácticas informales menos arraigadas, la legislación formal 

debería establecer arreglos que garanticen su autonomía (designación de 

miembros, duración de sus mandatos, independencia presupuestaria, etc.). 

De esta manera, un órgano verdaderamente independiente puede cumplir 

un papel fundamental en el proceso de rendición de cuentas.

Establecer un procedimiento sistemático de vinculación con la 
ciudadanía también puede ser un instrumento valioso; en la región, 
Costa Rica presenta un ejemplo relevante. El Consejo Consultivo 

Ciudadano de Cambio Climático (5C) tiene el mandato de informar sobre 

el diseño, la implementación y la evaluación de la política climática, 

incluida la auditoría sobre la marcha del NDC del país (la propia 

NDC fue sometida a un proceso de consulta pública). La experiencia 

internacional comparada lo considera uno de los casos más destacados 

de involucramiento ciudadano para mantener el foco en los compromisos 

climáticos (véase Worker y Northrop, 2018). Vale notar que el 5C se 

complementa con el Consejo Científico de Cambio Climático (4C), el 

cual, como en el caso británico, es un órgano independiente de carácter 

consultivo integrado por representantes del sector académico y expertos 

en la materia. Cabe acotar que, dada la magnitud del desafío climático 

que enfrenta Costa Rica, los intereses económicos de actores no estatales 

y la ciudadanía en general están muy alineados, lo cual puede no suceder 

en todos los países.

30 El Comité Independiente sobre Cambio Climático de Reino Unido cuenta con un presupuesto anual 
de alrededor de US$5,00 millones, aunque este puede variar, ya que es asignado cada año en la Ley 
de Presupuesto. Se apoya en un secretariado técnico de alrededor de 35 funcionarios con formación 
en ciencias físicas, ingeniería, economía, etc., que se complementa con la contratación de consultorías 
externas para temáticas específicas. Si bien los miembros del Comité son designados por el gobierno, se 
trata de expertos del máximo nivel, principalmente provenientes del mundo académico.
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Opción de reforma 4: Gestión adaptativa y flexibilidad gerencial

La mitigación del cambio climático suele requerir grandes 
modificaciones de políticas públicas o regulatorias; la adaptación, en 
cambio, demanda una implementación más continua de numerosas 
intervenciones.31 Mientras que la mitigación puede abordarse con 

grandes reformas generales de políticas públicas (como un impuesto 

al carbono), las estrategias de adaptación requieren un abanico de 

intervenciones que atiendan la vulnerabilidad específica de distintas 

zonas geográficas o grupos sociales. Para ello, y en función de algunas 

incertidumbres que se reseñan en la sección 4, como la falta de 

certeza sobre la ocurrencia y el impacto de fenómenos meteorológicos 

extremos, las administraciones públicas necesitan desarrollar una gestión 

adaptativa, entendida esta como una gestión que monitorea de forma 

continua los resultados alcanzados, extrae aprendizajes sobre lo que 

ha funcionado (y lo que no lo ha hecho) y, con base en ello, ajusta sus 

intervenciones según la mejor evidencia disponible. Esto implica fomentar 

la innovación y la experimentación, de manera de probar e iterar nuevas 

soluciones. Implica, también, aceptar la posibilidad de errores y de 

corregir o discontinuar intervenciones no exitosas.

Las administraciones públicas de la región se han estructurado, 
mayormente, sobre tradiciones que desalientan la gestión adaptativa. 
En la tradición administrativa europea continental, que ha servido 

principalmente de guía para los Estados latinoamericanos, los roles de 

los funcionarios estatales se definen en leyes, regulaciones y marcos 

presupuestales que delimitan de forma estricta sus esferas de acción. 

Esta tradición formalista difiere de la anglosajona, que suele promover 

estilos gerenciales con mayores márgenes de flexibilidad y autonomía 

para la toma de decisiones (Biesbrok, Peters y Tosun, 2018). Por lo 

tanto, en América Latina, el impulso de la experimentación tropieza con 

procesos de planificación, presupuestación e implementación de políticas 

mayormente rígidos. Por supuesto, dicha rigidez procedimental convive 

con prácticas informales que se apartan de las reglas establecidas (en 

ocasiones, para poder darle celeridad a la propia gestión); la coexistencia 

31 A diferencia de las políticas de desarrollo infantil temprano (DIT), las soluciones y dimensiones de los 
problemas de cambio climático enfrentan un flujo continuo de cambio.
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del formalismo burocrático con prácticas clientelares y hasta patrimoniales 

es una característica histórica de los Estados latinoamericanos (Ramos y 

Milanesi, 2021). 

 

Promover una gestión adaptativa implica una serie de transformaciones 
en términos de capacidades, motivación y oportunidades para actuar 
de manera acorde a dicha gestión (Rogers y Macfarlan, 2020). En primer 

lugar, requiere ampliar las capacidades para hacerlo. Los directivos 

públicos deben contar con ciertas habilidades y competencias orientadas 

al aprendizaje, la resolución de problemas e incluso la tolerancia al riesgo 

y la incertidumbre. Su labor demanda que tengan el tiempo suficiente 

para reflexionar sobre los avances y discutir correcciones. Necesitan 

también información de calidad, oportuna y desagregada para medir cómo 

marcha la implementación y detectar eventuales desvíos y sus causas. 

En segundo lugar, además de ostentar las capacidades adecuadas, los 

directivos necesitan motivación para actuar de manera adaptativa. Si 

los incentivos para el desempeño se fijan únicamente en el logro de una 

meta puntual, difícilmente un directivo se proponga innovar con recetas 

no conocidas ni acepte luego que los resultados han sido insuficientes; 

en su lugar, contemplar un menú de indicadores más amplio, que incluya 

el aprendizaje de lo que funciona (y lo que no lo hace) como un fin en sí 

mismo, puede crear espacio para la innovación y la asunción de mayores 

riesgos. Finalmente, es preciso que se presente la oportunidad para actuar 

de manera adaptativa. Esto implica, por ejemplo, una simplificación de los 

procesos para introducir correcciones en los programas con respecto a su 

diseño original o la posibilidad de aprobar modificaciones presupuestarias, 

operaciones que no deben constituir un trámite excesivamente engorroso. 

Del mismo modo, los procedimientos de compras públicas deberían 

admitir suficiente flexibilidad para introducir correcciones una vez 

comenzada la implementación.

En algunos países, la autonomía de los gobiernos subnacionales puede 
dar lugar a una mayor experimentación y al aprendizaje. La uniformidad 

del diseño y la puesta en marcha de políticas también dificulta la 

experimentación y el pilotaje. Ciertos países, como los escandinavos, en 

general permiten que ciertas políticas nacionales se prueben inicialmente 

solo en algunas zonas (como lo ha hecho Finlandia con políticas de 

ingresos básicos e impuestos ambientales; véase Bierbock, Peters y Tosun, 
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2018). También China suele experimentar con determinadas políticas 

primero en algunas ciudades o provincias, y recién las pone en marcha a 

escala nacional luego de una evaluación de sus resultados. E incluso si una 

misma política se aplica a todo el territorio, es factible utilizar “variaciones 

planificadas” (Besharov, 2009) de su implementación para examinar el 

efecto de las distintas modalidades de ejecución.32 Pero es posible que en 

algunos países haya menos espacio para pilotajes o experimentaciones. 

Alternativamente, los gobiernos subnacionales pueden ser fuente de 

innovación. Debido al carácter contextual de las medidas de adaptación, 

que deben atender las vulnerabilidades de cada lugar geográfico o 

grupo poblacional, tiene sentido impulsar y dotar de capacidades a 

los municipios y a los estados o provincias (en países federales) para 

que diseñen y lleven adelante soluciones que luego se evaluarán y, 

eventualmente, se replicarán. De hecho, la participación de actores 

comunitarios –que poseen información relevante e incentivos alineados 

con la búsqueda de soluciones efectivas– también resulta más factible a 

nivel local (véase el recuadro 5). No obstante lo antedicho, vale considerar 

que los gobiernos subnacionales tienen un papel importante que cumplir 

también en materia de mitigación. A la fecha, suman 41 las ciudades a nivel 

mundial (10 de ellas de ALC) que presentaron planes de acción climáticos 

compatibles con el Acuerdo de París ante la red de ciudades del Grupo de 

Liderazgo Climático C40.33

32 Típicamente, las evaluaciones de impacto buscan medir si determinado programa tuvo o no el 
efecto deseado. La alternativa propuesta por las “variaciones planificadas” consiste en probar distintas 
variantes del programa (incorporando o desechando determinadas intervenciones específicas que lo 
componen) para aprender si existen elementos clave para su éxito. Esto resulta especialmente relevante 
en áreas de políticas con altos niveles de incertidumbre sobre “qué es lo que funciona”. También lo es 
para programas que, por el apoyo político con el que cuentan, no serían discontinuados incluso ante una 
evaluación negativa, pero cuya implementación podría mejorarse.

33 Véase el enlace: https://resourcecentre.c40.org/ (consultado el 112 de noviembre de 2021).
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	 RECUADRO 5. 

Co-gestión adaptativa a nivel local

La llamada “co-gestión adaptativa” (Olsson, Folke y Berkes, 2004) 

combina el aspecto de aprendizaje dinámico de la gestión adaptativa 

con los atributos de gobernanza colaborativa entre el sector público 

y actores no estatales. En virtud de la complejidad y la incertidumbre 

que caracteriza a los ecosistemas, este enfoque permite incorporar 

conocimientos esenciales para adoptar respuestas efectivas de políticas 

públicas. Por ejemplo, los autores resaltan los casos de Suecia y Países 

Bajos, en los que actores locales (pescadores) detectaron anomalías 

en la calidad del agua incluso antes de que los gobiernos comenzaran 

a medirla con instrumentos específicos. Habilitar instancias para 

incorporar esa información surgida de la propia comunidad, triangularla 

con otras fuentes de evidencia, brindar retroalimentación y procesarla 

en respuestas de políticas públicas facilita la rápida adaptación de las 

intervenciones gubernamentales.

Opción de Reforma 5: Estándares de evidencia para la aprobación de 

políticas y regulaciones

Para los esfuerzos de mitigación, las regulaciones públicas desempeñan 
un rol central; por ende, su proceso de formulación es clave. Las 

regulaciones estatales pueden establecer estándares para las emisiones 

y las tecnologías, prohibir determinados productos o fijar permisos 

para ciertas actividades con impacto climático. Pero incluso cuando no 

tengan una finalidad específica en materia climática, las regulaciones 

estatales sobre la actividad económica y social pueden causar impactos 

significativos sobre las emisiones de carbono. Por lo tanto, fortalecer los 

procesos de formulación de regulaciones constituye una vía primordial 

para optimizar los esfuerzos en este campo. En particular, dichos 
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procesos pueden influir en los siguientes elementos: 1) la información de 

que disponen los encargados de la toma de decisiones para el diseño 

y la aprobación de las regulaciones (por ejemplo, sobre sus impactos 

esperados en materia climática) y 2) los estándares que se deben 

satisfacer en lo que respecta a la evidencia sobre los impactos climáticos 

para fundamentar las regulaciones adoptadas. Como se señala en Farías 

(2022), cumplir las metas de reducción de emisiones comprometidas por 

los países requiere que las regulaciones públicas consideren de forma 

transversal el impacto climático; de lo contrario, las regulaciones de los 

distintos sectores (económico, energético, de uso del suelo, etc.) pueden 

acelerar el cambio climático en lugar de mitigarlo.

La institucionalidad regulatoria de ALC aún presenta brechas 
importantes. Con excepción de unos pocos países, es posible identificar 

ciertas tendencias habituales en la región (Querbach y Arndt, 2017):

•	 Reformas acotadas de los marcos regulatorios, orientadas a la 

simplificación de procedimientos más que a fortalecer la calidad de 

las decisiones.

•	 Falta de una institucionalidad en el CdG que permita supervisar el 

proceso regulatorio y que actúe como control de calidad de dicho 

proceso (de manera externa a las entidades que producen las 

regulaciones).

•	 Debilidades en las consultas a las partes interesadas: poca difusión 

a la ciudadanía en general; plazos cortos de consulta; falta de 

información sobre regulaciones en preparación; ausencia de sitios 

web centralizados que faciliten la consulta (como www.regulations.

gov en Estados Unidos); escasa divulgación de los materiales de 

apoyo de la regulación propuesta (documentos de análisis, datos 

relevantes, análisis de impacto, etc.), y ausencia de retroalimentación 

específica para los comentarios recibidos.

•	 Falta de exigencia en términos de evidencia para la aprobación y la 

revisión de las regulaciones, con insuficientes análisis de impacto 

regulatorio (AIR) ex ante y exiguas evaluaciones de impacto ex post.

http://www.regulations.gov
http://www.regulations.gov
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Aunque estas debilidades exceden a la cuestión climática, es posible 
identificar algunas opciones de reforma específicas en la materia (Farías 

y Lopes, 2019). En primer lugar, en la medida en que se establece el uso 

de AIR, estos deberían alinearse con las metas de emisiones de carbono 

fijadas por cada país para documentar los efectos esperados sobre ellas. 

En segundo lugar, deben desarrollarse guías metodológicas consensuadas 

sobre cómo medir los impactos climáticos, como lo ha hecho Canadá en 

2020.34 Finalmente, y en línea con lo anterior, se debería estandarizar el 

“costo social del carbono”, estimando un valor monetario común para cada 

unidad adicional de gas de efecto invernadero que habilite o restrinja cada 

regulación. En su conjunto, estas reformas contribuirían a elevar la vara de 

la exigencia sobre las entidades reguladoras, y las obligarían a presentar 

información objetiva sobre los efectos esperados de sus normas en materia 

climática. Cabe notar que, si bien los análisis de impacto regulatorio suelen 

basarse en análisis de costo-beneficio orientados a identificar la opción 

que maximiza la utilidad esperada, las incertidumbres que existen en 

materia climática pueden llevar a que sean preferibles otras metodologías 

(como la toma de decisiones robusta o los análisis de decisiones basadas 

en el riesgo climático [CRIDA, por sus siglas en inglés]), que buscan 

minimizar los riesgos ante los distintos escenarios posibles. En general, las 

opciones robustas reducen la probabilidad de arrepentimiento futuro, son 

reversibles y flexibles, y tienen márgenes de seguridad (Kalra et al., 2014).

En un sentido más general, las brechas en materia regulatoria surgen 
de las limitaciones del CdG para custodiar el proceso de decisiones 
de políticas públicas con la perspectiva de la totalidad del gobierno 
(whole-of-government). Uno de los roles del CdG es el de establecer 

procesos de aprobación de políticas que aseguren la consulta de todas las 

partes interesadas (internas y externas al gobierno), así como evidencia 

suficiente, análisis y contestabilidad para evitar decisiones ad hoc o poco 

fundamentadas (Alessandro, Lafuente y Santiso, 2014). De esta forma, 

el CdG constituye una fuente independiente de asesoramiento para el 

jefe del Ejecutivo, que permite revisar las iniciativas sectoriales con una 

perspectiva de conjunto del gobierno. En la Oficina del Primer Ministro 

de Reino Unido existe, desde 1974, una Unidad de Políticas (Policy Unit) 

34 Véase el enlace: https://www.strategicassessmentclimatechange.ca/ (consultado el 11 de noviembre 
de 2021).

https://www.strategicassessmentclimatechange.ca/
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responsable de analizar las propuestas elevadas por los ministerios, 

asegurar su alineamiento con las prioridades generales del gobierno, y 

verificar la coherencia entre las distintas políticas sectoriales (Harris y 

Rutter, 2014). Si esta perspectiva de la totalidad del gobierno no se aplica, 

es difícil que los ministerios sectoriales (Industria, Agricultura, Energía, 

Transporte, etc.) consideren los efectos climáticos de sus políticas, como 

se analizó en la opción de reforma 2. Estas consideraciones pueden ser 

formalizadas en el proceso de toma de decisiones mediante guías como el 

libro verde de valoración y evaluación de políticas, programas y proyectos 

establecido por el Ministerio de Hacienda de Reino Unido (HM Treasury, 

2020), que orienta a los ministerios para la formulación de políticas e 

incluye, en ese marco general, métodos para analizar y reportar los efectos 

climáticos esperables de sus iniciativas. Finalmente, cabe notar que los 

procesos de “control de calidad” del CdG para la formulación de políticas 

involucran cada vez más un chequeo de la factibilidad de implementar las 

propuestas; en materia regulatoria (y especialmente de tipo ambiental), la 

capacidad de hacer cumplir las normas es un atributo clave para su éxito, 

que debe ser verificado de antemano.

Opción de reforma 6: Sistemas de información, monitoreo y evaluación

Para complementar las dos opciones anteriores (4 y 5), es preciso 
fortalecer los mecanismos que permiten recolectar y analizar 
información en materia climática. Tanto para experimentar y aprender 

sobre lo que funciona (y lo que no lo hace) como para exigir un nivel 

más alto de estándares de evidencia en la generación de políticas, la 

disponibilidad de datos oportunos y de calidad resulta clave. Los datos 

deben abarcar las emisiones de carbono actuales y proyectadas (totales 

a nivel nacional y desagregados por sectores); los impactos de las 

intervenciones; los riesgos probables, y las oportunidades que surgen 

para actuar (Singh, Finnegan y Levin, 2016). Esta información también 

es valiosa para alimentar algunas de las opciones de reforma descritas 

previamente, como la referida a la rendición de cuentas pública sobre los 

niveles de cumplimiento de las metas adoptadas (opción de reforma 3), 

con inclusión de los compromisos de monitoreo, reporte y verificación 

asumidos por los países en sus NDC. 

La disponibilidad 
de datos oportunos 
y de calidad  
resulta clave.
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Los países de la región todavía tienen un largo camino por delante en lo 
que respecta a la gobernanza de los datos públicos. Las administraciones 

públicas son grandes productoras y recolectoras de información. Sin 

embargo, suelen existir barreras organizacionales y tecnológicas que 

dificultan la disponibilidad de la información necesaria, en el momento 

oportuno, como insumo para los encargados de la toma de decisiones. Por 

eso, es clave fortalecer la gobernanza de los datos públicos, con reglas 

e incentivos que permitan su compartición, estándares que aseguren su 

calidad y comparabilidad, y responsabilidades claras para hacer cumplir 

estas disposiciones. Esto requiere un liderazgo transversal y un enfoque 

de la totalidad del gobierno (OCDE, 2021), lo que en algunos países se ha 

expresado en estrategias integradas de datos (como la Estrategia Federal 

de Datos del gobierno estadounidense, liderada desde el CdG) y en la 

creación de órganos rectores en la materia, como los oficiales responsables 

de datos (chief data officers) de Nueva York, Chicago y Boston, entre 

otras ciudades (Wiseman, 2018). En ALC, en cambio, esta agenda es 

aún incipiente; el foco principal, de momento, parece orientado a las 

políticas de datos abiertos, pero sin estrategias para optimizar el uso ni el 

intercambio de información en el interior de las administraciones públicas.

Los sistemas de monitoreo y evaluación (M&E) también tienden a 
presentar brechas en términos de buenas prácticas. La última medición 

disponible del BID a nivel regional indica que, pese a algunos avances, 

la mayoría de los países no tiene verdaderos sistemas de M&E en 

funcionamiento (Kaufmann, Sanginés y García Moreno, 2015). En una 

escala de 1 a 5, las actividades de seguimiento presentan un desarrollo 

equivalente a 2, y las de evaluación apenas alcanzan 1,4. Estos promedios, 

de hecho, son ligeramente más altos gracias a unos pocos casos 

destacados, pues la mayoría de los países se ubica por debajo de esos 

niveles. Desde aquella medición, en algunos países se han consolidado 

sistemas de seguimiento de prioridades de gobierno, y también se 

han extendido prácticas y marcos para la evaluación de políticas. Sin 

embargo, por varias razones (baja calidad y credibilidad de la información, 

débil integración con otros sistemas –como el presupuestario–, falta 

de participación de actores clave, etc.), en general, la conexión entre 

la información provista por estos sistemas y los procesos de toma de 

decisiones es pobre (Ospina, Cunill-Grau y Maldonado, 2021). Por lo tanto, 

su rol en la generación de políticas basadas en la evidencia es limitado.
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Obviamente, las debilidades en materia de gobernanza de datos y de 
M&E exceden el tema climático, pero pueden buscarse innovaciones para 
esta cuestión específica. Los esfuerzos de mitigación y de adaptación 

demandan conjuntos diferentes de datos, incluyendo los referidos a 

actividades económicas sectoriales, así como datos socio-demográficos 

(por ejemplo, sobre grupos vulnerables), territoriales (activos físicos, 

usos del suelo, etc.), de incidencia histórica de fenómenos climáticos o de 

modelos y proyecciones climáticas, entre otros. Por lo tanto, se requiere 

una estrategia que contemple las variadas necesidades de información de 

los encargados de la toma de decisiones en distintos niveles. El uso del 

monitoreo como insumo para una gestión adaptiva se orienta, lógicamente, 

a las políticas de adaptación al cambio climático. En este sentido, uno 

de los principales desafíos a nivel gerencial, especialmente en países 

grandes y diversos, consiste en consolidar de forma integrada información 

local sobre riesgos y vulnerabilidades (Vallejo, 2017). Es decir, resulta 

indispensable pasar del monitoreo de intervenciones específicas (cada 

una con sus propios sistemas de medición) a la posibilidad de realizar un 

seguimiento integrado que oriente de manera informada el proceso de 

toma de decisiones, asignando recursos donde más se necesiten. Por lo 

tanto, se requiere que, sin perder la especificidad local de los indicadores 

que se debe monitorear, estos sean comparables entre sí (STAP, 2017). 

Finalmente, es preciso establecer procesos de gestión que permitan la 

revisión periódica de los datos entre los actores clave, de manera de 

dar lugar a un aprendizaje sobre lo que funciona (y lo que no lo hace) e 

introducir correcciones oportunas. El CdG (véase la opción de reforma 2) 

está bien posicionado para liderar dichas rutinas de monitoreo, así como 

para favorecer la integración de la información.

Opción de reforma 7: Desarrollo de los recursos humanos

El diseño y la implementación de políticas en materia climática supone 
un desafío de conocimientos y competencias para las administraciones 
públicas de la región. Como se señaló en la sección 4, el cambio climático 

es un fenómeno complejo, que implica comprender diversas disciplinas 

científicas y considerar la evolución y el impacto de diferentes tecnologías 

(Pollitt, 2015). Debido a las debilidades del servicio civil de la mayoría 

de los países de ALC (Cortázar, Lafuente y Sanginés, 2014), resulta difícil 
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que los planteles de funcionarios públicos cuenten con el abanico de 

capacidades requeridas para el diseño y la implementación de políticas 

de mitigación y adaptación de calidad. E incluso si los recursos humanos 

requeridos estuvieran presentes, es probable que se encuentren dispersos 

en distintos silos organizacionales según su especialidad disciplinaria. Por 

lo tanto, existe una brecha de talento que requiere ser atendida.

Debido a la magnitud de la brecha en materia de recursos humanos, un 
instrumento para considerar son las alianzas con expertos externos a 
la administración pública. Cuando deben lidiar con desafíos novedosos, 

y carecen de las capacidades necesarias para abordarlos, los Estados 

suelen recurrir a la tercerización de tareas que recaen en actores privados, 

representantes del sector académico y miembros de la sociedad civil. 

Por ejemplo, el desarrollo de la energía atómica en Estados Unidos, 

desde el Proyecto Manhattan en adelante, se gestionó mediante formas 

de “gobierno indirecto” (Kettl, 2002): así, el Estado podía apoyarse en el 

conocimiento experto disponible en empresas, universidades, laboratorios 

y centros de investigación del país. De este modo, el principal rol de las 

áreas centrales de gobierno, como el Departamento de Energía, consiste 

en la selección, la gestión y la supervisión de proveedores externos. 

En materia climática, las administraciones públicas pueden recurrir a 

herramientas similares de colaboración con organizaciones no estatales. 

Por supuesto, dicha estrategia plantea sus propios desafíos y demandas 

de capacidades. Las administraciones deben poder diseñar y negociar 

contratos con esos actores en campos altamente técnicos; deben contar 

con herramientas para monitorear y evaluar sus actividades y entregables, 

y deben ser capaces de sintetizar la evidencia técnica y el asesoramiento 

para poder “traducirlo” a los encargados de la toma de decisiones que 

carecen de conocimiento específico en la temática. Por ende, en la 

selección y la formación del personal público vinculado a los asuntos 

climáticos se deben incluir dichas competencias.

De todas maneras, las administraciones públicas deben contener al 
menos un nivel básico de conocimiento experto. En primer lugar, para 

dialogar y negociar de forma nivelada con los proveedores externos se 

requiere un dominio básico de los temas (cuáles son las metodologías 

más apropiadas para distintos problemas, cuáles las fuentes de evidencia 

y especialización más reconocidas, cómo interpretar los análisis y las 
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recomendaciones, etc.). En segundo lugar, como indicó un entrevistado, 

si el Estado carece de ciertas capacidades, enfrenta el riesgo de quedar 

“cautivo” de la información y el asesoramiento que le brinden actores 

involucrados en el campo en cuestión. Así, cuando se preparan políticas y 

regulaciones, es habitual que los sectores económicos afectados busquen 

incidir, de forma privada y en la esfera pública, con datos y análisis que 

sustenten sus posturas. Si los encargados de la toma de decisiones 

públicas carecen de sus propias fuentes de evidencia y asesoramiento, 

estarán faltos de instrumentos para sopesar (y eventualmente rebatir) los 

sesgos de dichas fuentes sectoriales. 

Por lo tanto, resulta necesario establecer procesos de selección basados 
en el mérito, de formación específica en la materia y de gestión del 
desempeño del personal incentivando la especialización climática. La 

creación de redes formales e informales de servidores públicos también 

puede contribuir a conectar el talento disperso en diferentes entidades.35 A 

su vez, pueden crearse figuras específicas, transversales a todo el gobierno 

o a cada entidad, que vinculen las diferentes burocracias implicadas 

en el tema, como los científicos principales en los ministerios de Israel 

(véase Schmidt, Teschner y Negev, 2018). Finalmente, cabe notar que 

una administración pública calificada en cuestiones climáticas, en virtud 

de su propio compromiso con la temática, puede aumentar la presión 

sobre los gobiernos para que estos actuén en la materia. Según señaló un 

entrevistado, en los distintos ministerios de los países de la región, quienes 

más han impulsado las políticas climáticas han sido estos “emprendedores 

de políticas” (Kingdon, 1984).

Además de la especialización técnica, se deben desarrollar otras 
habilidades. Como se indicó previamente, la gestión adaptativa requiere 

aptitudes de innovación, experimentación y aprendizaje que no son las 

tradicionalmente estimuladas en la administración pública. Es decir, existen 

habilidades “blandas” que son complementarias e igualmente necesarias 

para las competencias técnicas específicas de las disciplinas que lidian con 

el clima. En síntesis, el talento requerido para abordar el cambio climático 

supone una nueva manera de “entender el negocio” del servicio público, 

35 Véase, por ejemplo, https://www.civilserviceenvironmentnetwork.org/ en Reino Unido.

https://www.civilserviceenvironmentnetwork.org/
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diferente de la perspectiva enfocada solo en el cumplimiento estricto 

de procesos o intervenciones ya definidas de antemano. Algunos de los 

principios del enfoque de gobierno ágil (agile government) propuestos por 

la National Academy of Public Administration de Estados Unidos describen 

el tipo de conocimientos, habilidades y conductas que deben adquirir los 

funcionarios públicos para gestionar la implementación de políticas de 

cambio climático (N.A.P.A., 2020).36 

36 Véase el enlace: https://napawash.org/the-agile-government-center/overview. 

https://napawash.org/the-agile-government-center/overview
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06 
Conclusiones: una agenda para gestionar 
problemas complejos

Este documento se ha enfocado en cómo atender los desafíos de 
gestión de dos problemas complejos y “retorcidos”: la desigualdad 
y el cambio climático. Ambos comparten características que los 

diferencian de los problemas “lineales” para los cuales las administraciones 

públicas tradicionales están mejor preparadas. Los wicked problems 

son multidimensionales, afectan a múltiples intereses en tensión, 

presentan desafíos de información e incertidumbre, y su abordaje suele 

generar retroalimentaciones y nuevos asuntos que atender, por lo que 

no pueden solucionarse “de una vez y para siempre”. Estos rasgos son 

comunes a otros problemas urgentes de los países de ALC, como la falta 

de competitividad económica, la inequidad de género y la crisis de la 

confianza ciudadana en los gobiernos. Por eso, los ejes de reforma de la 

gestión pública que se tratan en estas páginas tienen una aplicabilidad que 

excede los dos temas seleccionados.

En ambos casos han aparecido de manera recurrente varias opciones de 
reforma orientadas a realinear los incentivos de los actores y a expandir 
la evidencia disponible para los encargados de la toma de decisiones. En 

primer lugar, la importancia de aplicar enfoques “de sistema”, que analicen 

la problemática de forma integral y capturen sus interdependencias, es 

más prometedor que dejar que cada ministerio u organismo la encare 

separadamente de manera fragmentada o parcial. A su vez, ello requiere 

que el CdG ejerza un rol dirigido a alinear los incentivos para facilitar dicha 

colaboración y que brinde información sobre cuáles son los objetivos de 

la totalidad del gobierno que se buscan alcanzar. En segundo lugar, el 

monitoreo y la rendición de cuentas pública son elementos fundamentales 

para aumentar los incentivos del gobierno central y de los prestadores 

de servicios, a fin de que se enfoquen en los objetivos comprometidos, 

y para ampliar la voz de los ciudadanos y beneficiarios en el proceso 

de políticas. En tercer lugar, habilitar la experimentación, el aprendizaje 

y la adaptación continua parece más prometedor que la planificación 

Los ejes de 
reforma de la 
gestión pública 
que se tratan en 
estas páginas 
tienen una 
aplicabilidad que 
excede los dos 
temas 
seleccionados.
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detallada de antemano de cada actividad por realizar y producto por 

entregar; esto implica también que los funcionarios públicos desarrollen 

nuevas aptitudes y habilidades, vinculadas a la innovación, la generación 

de conocimiento sobre “lo que funciona” y la flexibilidad para adecuar el 

rumbo inicial. Finalmente, la integración de los sistemas de información de 

las diversas entidades productoras de datos contribuye a concretar varias 

de estas transformaciones.

En materia de desigualdad, queda claro que lo que se está aplicando 
hoy en ALC no es suficiente; la buena noticia es que, como señala 
este trabajo, hay opciones de reforma para “hacer más con menos”. 
Pese a que el gasto social ha ido en aumento, no ha sucedido lo mismo 

con la reducción de la desigualdad en los últimos años, ya que esta 

se ha estancado. Las mayores presiones fiscales que enfrentan varios 

países, agravadas por la crisis de la COVID-19, limitarán en el futuro las 

posibilidades de continuar expandiendo ese gasto social. Este estudio 

presenta opciones para maximizar el impacto de los recursos invertidos, 

con un enfoque que resalta cómo se gestiona la política social. Dichas 

opciones apuntan a una mejor coordinación hacia el interior de la 

administración pública y también a un cambio en los incentivos de los 

prestadores de servicios, sean estatales o no. Una mejor coordinación 

contribuye a producir sinergias (es decir, mayores impactos sin necesidad 

de más recursos) y asimismo a minimizar las frecuentes superposiciones 

y duplicaciones de esfuerzos. Además de las estrategias integradas 

con coordinación desde el CdG, ya probadas en algunos países, vale 

destacar la revisión integral de las intervenciones sociales con perspectiva 

“de sistema” (y perspectiva del usuario), lo cual puede constituir una 

innovación relevante en ALC, al menos para ciertas áreas de política social. 

A su vez, en términos de incentivos para los prestadores, hay opciones 

como los mecanismos de pago por resultados, la medición y publicación 

de información de desempeño, y una mayor libertad de elección de los 

beneficiarios, que pueden expandirse para abarcar más servicios. Aunque 

esto podría implicar controversia o dar lugar a resistencias, cabe considerar 

la evidencia creciente sobre sus potenciales impactos positivos en la 

calidad de los servicios, especialmente cuando se atienden activamente los 

eventuales efectos no deseados. 
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Un hallazgo para tener presente es que el contexto importa, y eso 
debería habilitar la innovación según las necesidades y capacidades de 
cada caso. En primer lugar, como se describió en el capítulo 2, el concepto 

de “política social” engloba una gran diversidad de intervenciones y, 

por lo tanto, desafíos muy variables en cuanto a la implementación. Las 

intervenciones más desafiantes, en las que se ha centrado este documento, 

combinan beneficiarios heterogéneos, actividades no programables en 

detalle, interacciones intensas con los usuarios y dificultades de monitoreo. 

Pero existe otro conjunto de intervenciones (estas suelen ser las que 

transfieren directamente recursos) que minimizan tales complejidades. 

En segundo lugar, las capacidades de las administraciones públicas son 

heterogéneas entre los países y a menudo dentro de estos; por ende, 

también variará el tipo de intervenciones que cada administración pueda 

implementar con éxito. Finalmente, las brechas aquí identificadas (de 

coordinación, calidad del servicio, etc.) también se presentan de manera 

diferencial en distintas áreas de la política social. Por todo esto, cada 

encargado de la toma de decisiones y cada directivo público deberán 

tener en cuenta las características propias de su situación para priorizar las 

mejores opciones de reforma disponibles. 

Los conocimientos sobre el vínculo entre los atributos de la 
administración pública y las políticas contra el cambio climático son 
incipientes; pese a ello, se pueden extraer ciertas conclusiones que 
sirvan de orientación para los encargados de la toma de decisiones. A 

diferencia de otras áreas de políticas públicas, donde ya existe un cuerpo 

de evidencia más robusto sobre cómo las instituciones de gestión pública 

inciden en la calidad y la efectividad de las intervenciones, en materia 

climática este saber recién se está construyendo. Pero los tiempos de 

los encargados de la toma de decisiones son apremiantes; por ello, este 

informe busca brindar pistas generales sobre los principales desafíos y 

sus opciones de abordaje. En particular, se enfoca en dos retos principales 

que se desprenden de las características del problema climático y que 

la institucionalidad debería atender: 1) cómo alinear los incentivos de los 

múltiples actores detrás de esfuerzos coherentes y urgentes, y 2) cómo 

ampliar la información disponible para los encargados de la toma de 

decisiones en una temática compleja y con altos niveles de incertidumbre. 

En este estudio se han detallado opciones de reforma específicas para 

abordar ambos desafíos, a partir de las experiencias todavía novedosas 
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en materia climática y del conocimiento extrapolable de otras áreas de 

políticas públicas. En síntesis, estas son las conclusiones generales:

•	 Coordinar al conjunto de actores requeridos es difícil, debido a la 

existencia de prioridades en tensión, pero es más factible hacerlo si 

el que lidera la coordinación es el CdG (empoderado por su cercanía 

al jefe del Ejecutivo, con perspectiva transversal y sin “terreno 

burocrático” propio que disputar), y no un ministerio sectorial de 

Ambiente. El CdG puede transformar los incentivos sectoriales 

gracias a su control sobre los recursos (políticos, presupuestarios, 

burocráticos, etc.) que son relevantes para los ministerios; además, 

su capacidad de cruzar información de manera transversal permite 

que el gobierno identifique sinergias e intervenciones coherentes. 

•	 Dicha coordinación debe apoyarse en una visión compartida y un 

enfoque “sistémico”, que reconozca las contribuciones que necesita 

cada sector y las interrelaciones, secuencias y retroalimentaciones 

clave; obviamente, este cambio de enfoque supone sus propios 

desafíos, incluyendo el de gestionar la integralidad de un reto tan 

multidimensional. Esta perspectiva es lo que habilita “poner en 

práctica” la alineación de incentivos y la información para generar 

políticas consistentes.

•	 La visión compartida facilita también el establecimiento de planes 

de largo plazo, que alineen los incentivos de manera intertemporal. 

Dichos planes deben formularse sobre la base de un amplio apoyo de 

múltiples actores, para que así se pueda brindar certidumbre sobre la 

sostenibilidad de la política climática aun ante cambios de gobierno 

y alentar las necesarias inversiones provenientes de actores privados.

•	 Asimismo, los compromisos de largo plazo solo resultan vinculantes 

si se fijan instrumentos para “ponerlos en práctica” en los planes, 

programas y presupuestos de corto plazo. Varios países han ido 

estableciendo normas en tal sentido, aunque son experiencias 

mayormente recientes, por lo cual no es posible certificar su efecto. 

En ALC, países como Chile, Costa Rica, Guatemala y Suriname han 

definido planes de financiamiento y de inversión como parte de la 

concreción de las estrategias de largo plazo.
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•	 Más aún: dichos compromisos no son creíbles si falta el monitoreo 

interno de sus metas y si no hay mecanismos de rendición de cuentas 

de la ciudadanía, nutridos por información adecuada. Además de 

hacer realidad los planes en acciones concretas de corto y mediano 

plazo, la credibilidad exige metas claras y una identificación de los 

responsables, con incentivos políticos y reputacionales, para que esto 

prevalezca en la agenda gubernamental.

•	 Ante un desafío complejo e incierto, la rigidez formalista de la 

tradición administrativa prevaleciente en la región debería atenuarse, 

a fin de abrir paso para la innovación, la experimentación y el 

aprendizaje sobre lo que funciona (y lo que no lo hace). En ciertos 

países, los gobiernos subnacionales pueden actuar como un 

“laboratorio” para el pilotaje de nuevas soluciones e incluso la  

co-gestión adaptiva con actores locales, aprovechando información 

de la cual quizá no disponga el propio sector público.

•	 A su vez, la informalidad de los procesos de toma de decisiones, 

que se caracterizan por los escasos “controles de calidad” ex ante, 

demanda la fijación de estándares de evidencia más exigentes 

para la aprobación de políticas y regulaciones, con metodologías 

que contemplen distintos escenarios posibles (debido a las 

incertidumbres imperantes) y que prioricen la minimización de los 

riesgos climáticos.

•	 Los dos últimos puntos se apoyan en sólidos sistemas de 

información, monitoreo y evaluación, y en funcionarios públicos 

con competencias y conocimientos suficientes en la temática (o, 

al menos, capaces de gestionar las alianzas necesarias con actores 

externos con el conocimiento experto específico).

Si bien el menú de opciones de reforma consideradas es amplio, dentro 
de cada estrategia las alterativas se complementan entre sí. Para alinear 

los incentivos de los actores de manera efectiva, resulta lógico combinar 

los siguientes elementos: i) la coordinación desde el CdG; (ii) la concreción 

de las metas climáticas en instrumentos de corto y mediano plazo, y iii) la 

rendición de cuentas pública para motivar el monitoreo y la presión de la 

ciudadanía. Cada una de estas opciones debería potenciar a las demás, ya 
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que todas generan incentivos sinérgicos para que los actores intervengan 

de manera coherente y urgente ante el cambio climático. De igual modo, 

el fortalecimiento de los sistemas de información, monitoreo y evaluación 

debería alimentar tanto la formulación de políticas y regulaciones basadas 

en la evidencia (herramientas clave para la mitigación) como el aprendizaje 

flexible que demandan las políticas de adaptación. A su vez, la ampliación 

de conocimientos y competencias disponibles en la función pública y en 

aliados externos también crearía mayores capacidades para procesar y 

analizar la evidencia, y asesorar mejor a los encargados de la toma de 

decisiones en contextos de incertidumbre y cuando las posturas sectoriales 

se encuentran en tensión. En síntesis: no se trata de opciones de reforma 

excluyentes, sino complementarias, que preferiblemente deberían ser 

impulsadas de forma integral.

Obviamente, en contextos de recursos escasos, se deberán priorizar las 
opciones que sean más útiles para cada caso, siempre partiendo de un 
buen diagnóstico. Puede que los gobiernos no dispongan de suficientes 

recursos (políticos, presupuestarios, gerenciales) para impulsar un abanico 

amplio de reformas de manera simultánea. Por ello, se deberían detectar 

las brechas específicas de cada caso para poder aplicar las reformas 

más urgentes y gastar mejor, de manera coherente, a fin de evitar la 

utilización de ciertos recursos públicos para combatir el cambio climático, 

mientras que, al mismo tiempo, otros recursos se emplean de forma que 

tienden a agravar el problema, situación que suele ser común actualmente 

(Ferro et al., 2020). Este capítulo destaca los atributos institucionales 

y de gestión que resultan más importantes para diseñar e implementar 

políticas climáticas. Los encargados de la toma de decisiones deberán 

analizar en qué medida sus organizaciones se aproximan o se alejan de 

dichos atributos, en diálogo con actores públicos y privados que disponen 

de información y pueden aportar perspectivas útiles sobre el tema. Este 

capítulo puede servir como base para desarrollar una herramienta de 

diagnóstico o autodiagnóstico que permita traducir dichos atributos 

en indicadores medibles, y que así posibilite análisis más rigurosos del 

estado de situación en cada caso. De todos modos, debería tratarse 

de diagnósticos rápidos, que no retrasen el impulso para adoptar las 

reformas necesarias.

Este capítulo 
destaca los 
atributos 
institucionales y 
de gestión que 
resultan más 
importantes para 
diseñar e 
implementar 
políticas 
climáticas.
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Finalmente, estas opciones de reforma deberían ser evaluadas mediante 
un examen profundo de casos específicos. Este documento se ha nutrido 

de estudios de casos de distintos países (la mayoría de ellos, externos 

a ALC), del análisis suministrado por los expertos entrevistados y del 

conocimiento más amplio sobre gestión pública que resulta pertinente en 

esta área de políticas. Sin embargo, varias de estas reformas son apenas 

embrionarias en varios países de la región, y su aplicación efectiva no ha 

sido documentada de forma exhaustiva. Por lo tanto, para determinar su 

efectividad y, especialmente, para conocer los contextos donde resultan 

más aplicables, se necesita una inmersión más profunda tanto en sus 

procesos de implementación como en sus eventuales impactos. Ese es el 

próximo paso de una agenda a la que este trabajo busca contribuir.
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La relación entre la calidad de la gestión pública y variables de 
desarrollo infantil temprano

En este anexo se detalla el análisis cuantitativo realizado para estimar la 

relación existente entre los cambios en la capacidad institucional, medida 

por el indicador de calidad burocrática, y los avances en indicadores 

del desarrollo infantil temprano (DIT), utilizando como ejemplo aquellos 

indicadores que calculan la supervivencia, a saber: i) la tasa de mortalidad 

infantil y ii) la tasa de mortalidad en niños de hasta 5 años. 

Estas relaciones se miden con las ecuaciones (1) y (2), respectivamente: 

	 (1) 	 IMit = βο + B1 IQit+ B2 Xit + αi + uit

	 (2)	 MR(5)it = βο + B1 IQit+ B2 Xit + αi + uit

Donde, IMit corresponde a la tasa de mortalidad infantil en el país i en el 

año t; MR(5)it, a la tasa de mortalidad de niños de hasta 5 años en el país 
i en el año t; IQit, al indicador de calidad burocrática en el país i en el año 

t; Xit, al conjunto de variables de control en el país i en el año t; αit, a los 

efectos fijos por país, y uit es un término de error. 

Para este análisis se utilizaron las siguientes variables: 

Tasa de mortalidad infantil por cada 1.000 nacimientos. Representa 

el número de infantes que fallecen antes de llegar a 1 año de vida por 

cada 1.000 nacimientos en un determinado año. Fuente: Indicadores de 

Desarrollo Mundial del Banco Mundial. 

Tasa de mortalidad de niños de hasta 5 años por cada 1.000 nacimientos. 

Es la probabilidad por cada 1.000 de fallecimiento de un recién nacido 

antes de llegar los 5 años, si está sujeto a la tasa de mortalidad específica 

a un año específico. Fuente: Indicadores de Desarrollo Mundial del Banco 

Mundial. 

Anexo
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Índice de la Calidad Burocrática. Este indicador mide la percepción de los 

expertos sobre el nivel de fortaleza, conocimiento experto y autonomía 

de la burocracia. Como se detalla en este análisis, es esperable que una 

mejora de la calidad burocrática tenga un efecto en la reducción de la tasa 

de mortalidad infantil y la mortalidad de menores de 5 años en el período 

de estudio. Fuente: International Country Risk Guide (ICRG). 

Las variables de control para este análisis se determinaron a partir del 

estudio de Abbuy (2018) y son las siguientes: 

Tasa de alfabetización de mujeres como porcentaje de todas las mujeres 
de 15 años o más. Corresponde al porcentaje de mujeres mayores de 15 

años que pueden leer y escribir, con adecuada comprensión, un enunciado 

corto sobre su vida diaria. Como se analiza en Abbuy (2018), existen varios 

canales a partir de los cuales este indicador afecta la mortalidad infantil 

(Grossman y Kaestner. 1997; Currie y Moretti, 2003; Breierova y Duflo, 

2004; Schultz et al., 2013). Fuente: Indicadores de Desarrollo Mundial del 

Banco Mundial.

Gasto corriente en salud como porcentaje del PIB. El estimado del gasto 

corriente en salud incluye bienes y servicios sanitarios consumidos durante 

cada año. Este indicador no abarca los gastos de inversión en salud como 

edificios, maquinaria, tecnologías de la información y la comunicación ni 

inventarios de vacunas para emergencias y brotes. El trabajo de Barenberg 

et al. (2017) examina cómo el gasto en salud reduce la tasa de mortalidad 

infantil en India luego de controlar por otras variables relevantes, como 

afiliación política, ingreso per cápita y nivel educativo de la mujer. Fuente: 

Indicadores de Desarrollo Mundial del Banco Mundial.

Logaritmo del PIB per cápita en dólares internacionales de 2011 ajustado 
por paridad de poder adquisitivo. Existen varios estudios que analizan 

la relación del desempeño económico como uno de los determinantes 

de la mortalidad infantil, pero dicha relación es compleja (Hojman, 1996; 

Pritchett y Summers, 1996; Nishiyama, 2011; Smith y Haddad, 2002). Fuente: 

Perspectivas de la Economía Mundial (WEO) del FMI (octubre de 2020). 

Población urbana como porcentaje de la población total. Corresponde a 

las personas que viven en zonas urbanas según las consideraciones de las 
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oficinas nacionales de estadística. Abbuy (2018) define esta variable como 

un determinante clave, ya que permite capturar las diferencias relativas en 

la disponibilidad de infraestructura de salud entre zonas rurales y urbanas. 

Fuente: Indicadores de Desarrollo Mundial del Banco Mundial.

El cuadro A1 resume los resultados de este análisis: en él se puede apreciar 

que, aun después de controlar por determinantes tradicionales de la tasa 

de mortalidad infantil, una mejora en la variable de calidad institucional 

está asociada con una reducción de las tasas de mortalidad infantil y 

de niños menores de 5 años (que son indicadores de supervivencia 

fundamentales para evaluar el DIT). La evidencia empírica de este estudio 

demuestra que, a nivel agregado, las mejoras de la calidad institucional 

pueden incidir positivamente sobre los indicadores de DIT. 

Variable 

N
T

Cuadro A1. Las variables dependientes son la tasa de mortalidad infantil (1) y la tasa de mortalidad infantil por 
debajo de 5 años (2) para 2000-19, controladas por efectos fijos por país

(1) (2)
-6,38*** -12,4***

(1,80) (3,66)
-0,229*** -0,377***
(0,0298) (0,0604)

-0,463*** -0,326
(0,126) (0,257)

-14,3*** -20,9***
(0,812) (1,65)

-1,04*** -1,97***
(0,0564) (0,114)

Calidad burocrática (puntaje).

Tasa de alfabetización de mujeres (% de mujeres 
de 15 años o más).

Gasto en salud (% del PIB).

Logaritmo del PIB per cápita real (ajustado por 
PPA, en dólares internacionales de 2011).

Población urbana (% de la población total).

Constante 237*** 371***
(5,97) (12,1)
2051 2051
135 135

Error estándar entre en paréntesis: * p < 0,10, ** p < 0,05, *** p < 0,01.
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